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El objetivo principal del texto corres-
ponde a determinar si la declaratoria 
de inexequibilidad del término de ca-
ducidad para presentar la acción de 
tutela contra providencias judiciales, 
constituye una afectación despropor-
cionada e irracional al principio de 
seguridad jurídica. De igual manera, 
se estudiará si la Corte Constitucional 
cometió un error al realizar dicha de-
claratoria y al darse cuenta de ello, 
intentó revivir el término de caduci-
dad bajo otra figura como es el princi-
pio de inmediatez, vulnerando de esta 
manera el intentar vulnerando en 
consecuencia el principio de cosa juz-
gada constitucional.
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PRÓLOGO

Los procesos investigativos, buscan siempre plantear res-
puestas a interrogantes y problemáticas cotidianas, brin-
dando además herramientas que sean útiles a los intere-
sados, contribuyendo así a la transformación y desarro-
llo social. En este caso particular, la presente obra busca 
aportar a la interpretación jurídica en torno a la presen-
tación de la acción de tutela en los tiempos previstos, así 
como sus posibles afectaciones en la seguridad jurídica.

En una democracia como la colombiana, la garantía y de-
fensa de los derechos fundamentales de los ciudadanos, 
está resguardada desde la Constitución Política, en la con-
cepción como Estado social de derecho, en donde se define 
que el Estado debe intervenir en algunos aspectos de la 
sociedad, para cumplir con sus fines establecidos, sin que 
ello suponga una amenaza a los derechos y libertades de 
los ciudadanos. 

Esta nueva concepción del Estado dio lugar a lo que se ha 
considerado como la más contundente herramienta judi-
cial en la historia constitucional de Colombia, la acción 
de tutela. Concebida, desde su origen, como una acción 
de defensa de los derechos humanos que pretende llenar 
los vacíos de protección, y desde su entrada en vigencia, 
ha sido interpuesta por miles de colombianos, que buscan 
bajo su amparo la forma para hacer respetar y cumplir sus 
derechos. 

No obstante las bondades ofrecidas, en los últimos años, 
la acción de tutela ha impuesto retos a la Corte Consti-
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tucional para hacer frente a un contexto que parece ir en 
sentido contrario a los derechos fundamentales. Mantener 
la rigidez para que sus fallos sean de inmediato cumpli-
miento, sin convertirla en un mecanismo para controver-
tir las interpretaciones de los jueces, en donde se permita 
sustituir unas decisiones por otras que puedan conside-
rarse mejores.

Este libro precisamente surge de la inquietud de analizar 
este tipo de situaciones, propias de la práctica del derecho 
y pretende ser de utilidad a estudiantes y profesionales 
que tengan interés en esclarecer vacíos normativos, ade-
más de ahondar en el análisis de los principios fundamen-
tales de inmediatez y seguridad jurídica.

José Gregorio Hernández Tarazona, O.P.
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Introducción

La necesidad de la sociedad Colombiana de afirmación de 
garantías iusfundamentales es, sino el más grande, uno de 
los mayores logros saciados (al menos formalmente) con la 
consecución del Estado Social de Derecho a través de la 
carta jurídico política de 1991; esta necesidad nace del 
trasegar histórico y jurídico del Estado de Derecho colom-
biano, quien permeado por los idealismos extranjeros de-
cide cambiar el paradigma que imperaba en la época para 
dar paso a la creación del nuevo Estado guiado por una 
serie de reglas, valores y principios acordes con las necesi-
dades y realidad social del país, sin embargo, la estipula-
ción taxativa de una serie de garantías iusfundamentales 
no colmaba en su totalidad el deseo individual y colectivo 
del pueblo colombiano, por ello, el constituyente primario 
decidió incluir una serie de mecanismos encaminados a 
garantizar la efectividad y el ejercicio de los derechos de 
los ciudadanos: la acción de tutela.

Esta acción es un mecanismo implementado por la Cons-
titución de 1991 y fue creado por el constituyente con el 
objetivo de proteger de una manera expedita, idónea y efi-
caz en cualquier momento y lugar, los derechos funda-
mentales de los individuos por las acciones u omisiones 
de cualquier autoridad pública, sin cerrar la posibilidad 
de que sea ejercida en contra de particulares bajo ciertos 
criterios específicos.

Su regulación está dada por el Decreto 2591 de 1991, el 
cual originariamente establecía su procedencia para la pro-
tección de derechos fundamentales frente a las violaciones 
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de las autoridades, además de garantizar la protección por 
la vulneración derivada de la expedición de sentencias y 
providencias judiciales. 

Como resultado del control de constitucionalidad adelan-
tado por el máximo tribunal de interpretación constitu-
cional, se realizó una valoración del artículo 11 y 40 del 
precitado decreto que establecía el término de caducidad 
y procedencia de la acción de tutela contra providencias 
judiciales (TCPJ) teniendo como consecuencia la expedi-
ción de la sentencia C-543 de 1992 en virtud de la cual 
la Corte Constitucional entendió que dichas disposiciones 
deberían ser declaradas inexequibles y por tanto dejadas 
sin efectos jurídicos. No obstante, dentro de la misma pro-
videncia, el órgano de cierre aclaró la procedencia excep-
cional de la TCPJ a través del veterano concepto de “vía 
de hecho”, empezando a construir el actual concepto de 
las causales genéricas y específicas de procedencia de la 
acción de tutela contra providencias judiciales. Así mis-
mo con posterioridad, la Corte Constitucional determinó 
que ante la proscripción de un término de caducidad de la 
TCPJ se implantaría el denominado principio de inmedia-
tez mediante el cual la tutela contra providencias debía ser 
presentada en un tiempo prudencial y razonable posterior 
a la afectación. 

Desde su implementación con la constitución de 1991 y 
aseguramiento mediante la C-543 de 1992, la TCPJ ha 
generado una discusión entre los académicos con miras 
a determinar si este mecanismo de defensa constitucio-
nal es garante de los principios de seguridad jurídica o si 
por el contrario es un elemento que la debilitad en forma 
considerable. Y es que lastimosamente, a pesar de los im-
portantes logros que para el orden constitucional ha re-
presentado la TCPJ, la existencia de falencias dentro de 
su procedimiento resulta un hecho innegable;  tal proble-
mática se ve representada en la gran congestión judicial 
gestada por el ejercicio indiscriminado de este mecanismo 
constitucional, que al no gozar de un fuerte sistema de 
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filtros ha sido utilizado como un recurso infaltable y de 
obligatoria interposición frente a cualquier tipo de afecta-
ción que no sea de origen constitucional, generando el mal 
llamado fenómeno de la “tutelitis”    

 En torno a este punto es válido afirmar que la TCPJ con-
cibe el principio de seguridad jurídica como elemento re-
levante dentro del marco de su ejercicio en la medida que 
allí se analizan aspectos sustanciales que determinan el 
carácter vinculante de una determinada providencia judi-
cial. 

Cuando hablamos de seguridad jurídica obser-
vamos que esta se constituye en los estados 
de Derecho como un limitante al ejercicio 
del poder público, suponiendo entonces que 
el individuo, la sociedad y la administración 
tienen fijadas unas reglas claras y precisas 
que regulan su comportamiento con el fin de 
hacer realidad de una manera consecuente 
y transparente los derechos fundamentales 
evitando cualquier tipo de arbitrariedad 
estatal. (RADBRUCH, 2010)

Esas reglas de conducta están en el derecho, que es la 
suma de las normas jurídicas debidamente vivificadas por 
la doctrina y la jurisprudencia, reglas que por norma ge-
neral no pueden ser cambiadas por los particulares, ni por 
los operadores de justicia, so pena de responder penal-
mente por los perjuicios causados. En últimas, la segu-
ridad jurídica se basa en el hecho de que todos los habi-
tantes y autoridades se encuentran sometidos al imperio 
de la ley y adaptan sus conductas de conformidad con los 
mandatos legislativos. De igual manera, la seguridad jurí-
dica sugiere la idea de certeza práctica del Derecho, que se 
garantiza cuando los administrados conocen previamente 
lo que les está permitido y prohibido, las sanciones que 
pueden recibir por quebrantar las leyes y los mecanismos 
para demandar la tutela de sus derechos. Implica además 
que las autoridades conozcan y apliquen los protocolos 
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que les fijan las leyes para garantizar los derechos de los 
administrados.

Entonces, cuando identificamos estas dos categorías: tutela 
contra providencias judiciales principio de seguridad jurídi-
ca emprendimos el desarrollo de nuestra investigación para 
determinar si en realidad la TCPJ compaginaba idealmente 
con el postulado de seguridad jurídica o si por el contrario 
esta acción fungía como “paso por alto” a este principio; sin 
embargo, consideramos encauzar nuestro proyecto desde 
una perspectiva un poco más concreta, por tanto, decidi-
mos analizar la TCPJ desde la causal general de procedibi-
lidad de la acción denominada inmediatez por considerarla 
como uno de los requisitos más obligatorios, pero a la vez 
más indeterminados para proponer esta acción. 

En consecuencia, una vez determinados los anteriores 
conceptos (TCPJ, inmediatez, seguridad jurídica)  nos fue 
posible comenzar este estudio por medio del cual pretendi-
mos remarcar las falencias y posibles soluciones frente al 
aparente vacío legal existente en torno al término de la ca-
ducidad de la TCPJ; para ello, partimos del análisis de las 
características esenciales de la acción de tutela y prose-
guimos con el desarrollo de la incidencia del  fenómeno de 
constitucionalización dentro del derecho administrativo, 
específicamente en el sistema de administración de justi-
cia colombiano para luego realizar un somero estudio de 
la TCPJ a través de sus causales generales y específicas de 
procedibilidad, particularmente en la causal denominada 
inmediatez; lo anterior,  estudiado a la luz del principio de 
seguridad jurídica con la realización de  contrastes entre 
legislaciones europeas y latinoamericanas. 

De esta manera esperamos que el lector pueda detallar 
si la declaratoria de inexequibilidad del término de cadu-
cidad de la TCPJ constituye o no una afectación consi-
derable de legitimidad de las sentencias emitidas por los 
jueces de la República de Colombia, así como anhelamos 
se encuentre abierto a aceptar las propuestas de solución 
a esta problemática.   
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El problema jurídico planteado, entorno al cual versa 
el presente texto corresponde a: ¿El concepto de princi-
pio de inmediatez adoptado por la Corte Constitucional  
para la tutela contra providencias judiciales se configura 
como un hecho generador de inseguridad jurídica dentro 
del sistema judicial colombiano? Con el fin de abordar este 
problema, se realiza un estudio de carácter documental 
desarrollado a través del método exploratorio y descriptivo. 

Documental, toda vez que está encaminado hacia la ob-
tención de antecedentes y recopilación de fuentes a tra-
vés de distintos medios documentales donde se detallen 
las  posturas de distintos autores, así como de la postu-
ra jurisprudencial establecida por la Corte Constitucional 
colombiana respecto de la acción de TCPJ y principio de 
inmediatez dentro de este mecanismo constitucional. 

Exploratorio (HERNÁNDEZ SAMPIERI, FERNÁNDEZ CO-
LLADO, & BAPTISTA LUCIO, 2010) en la medida que bus-
ca analizar el principio de inmediatez de la acción de tute-
la contra providencias judiciales desde la perspectiva del 
principio de seguridad jurídica. 

Descriptiva por cuanto busca recoger y describir la posi-
ción jurisprudencial asumida por la Corte Constitucional 
a través de sus fallos, con respecto a la procedencia de 
la acción de tutela contra providencias judiciales, imple-
mentación del principio de inmediatez como sustituto del 
término de caducidad.  

El objetivo principal de este estudio corresponde a deter-
minar si la declaratoria de inexequibilidad del término de 
caducidad para presentar la acción de tutela contra pro-
videncias judiciales, constituye una afectación despropor-
cionada e irracional al principio de seguridad jurídica. Por 
lo tanto, se plantean los objetivos específicos que se enun-
cian a continuación: 

•	 Realizar una conceptualización de la acción de tute-
la y acción de tutela contra providencias judiciales 
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dentro del marco del derecho administrativo colom-
biano. 

•	 Hacer un análisis a través de las limitantes al ejer-
cicio de la tutela contra providencias judiciales por 
medio de las llamadas causales genéricas y específi-
cas de procedibilidad. 

•	 Realizar una exploración acerca del principio de in-
mediatez como elemento central en el ejercicio de la 
acción de tutela contra providencias judiciales. 

La hipótesis que se plantea para este estudio enuncia que 
todos los jueces de la República tienen el deber constitu-
cional de proteger, tutelar y amparar los derechos funda-
mentales de los ciudadanos y deben hacerlo de manera 
expedita y efectiva.

El Art. 11 del Decreto 2591 de 1991 contemplaba la pro-
cedencia de la acción de tutela contra providencias judi-
ciales, pero como consecuencia del control realizado por la 
Corte Constitucional, se efectuó el estudio de la mencio-
nada norma y a través de la sentencia C-543 de 1992 se 
derogaron tales disposiciones. 

De la lectura de la ya citada sentencia emana la tesis que 
se va a sostener en la presente investigación y es que, en 
contra de la escasa claridad de la sentencia C-543 de 1992 
y en franca violación de la Constitución, es posible des-
prender una serie de imprecisiones de la Corte Constitu-
cional frente a la declaratoria de inexequibilidad del térmi-
no de caducidad para presentar la acción de tutela, y que 
al darse cuenta de su error, el máximo tribunal constitu-
cional pretendió revivir dicho término bajo el nombre del 
principio de inmediatez afectando de manera evidente el 
principio de seguridad jurídica. 
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La Acción de Tutela 

Aspectos Generales

De acuerdo con la sentencia No. T-001 de 1992, con po-
nencia del Dr. José Gregorio Hernández Galindo, encon-
tramos que la Acción de Tutela:

(…) es un instrumento jurídico confiado por 
la Constitución a los jueces, cuya justificación 
y propósito consisten en brindar a la persona 
la posibilidad de acudir sin mayores reque-
rimientos de índole formal y en la certeza de 
que obtendrán oportuna resolución, a la 
protección directa e inmediata del Estado, 
a objeto de que, en su caso, consideradas 
sus circunstancias específicas y a falta de 
otros medios, se haga justicia frente a situa-
ciones de hecho que representen quebranto 
o amenaza de sus derechos fundamentales, 
logrando así que se cumpla uno de los fines 
esenciales del Estado, consistente en garan-
tizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución. 

La tutela tiene como dos de sus caracteres dis-
tintivos esenciales los de la subsidiariedad y 
la inmediatez; el primero por cuanto tan solo 
resulta procedente instaurar la  acción cuan-
do el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, a no ser que busque evitar 
un perjuicio irremediable; el segundo puesto 
que no se trata de un proceso sino de un 
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remedio de aplicación urgente que se hace 
preciso administrar en guarda de la efecti-
vidad, concreta y actual del derecho sujeto 
a violación o amenaza”. (Subrayado y negri-
lla fuera del texto original) (Sentencia de tutela 
001 de 1992, pág. 1)

En la Constitución de 1991, la Acción de Tutela está regu-
lada por el Art. 86 y en esta oportunidad nos permitiremos 
desglosar este articulado así:

•	 Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar 
ante los jueces, en todo momento y lugar, (no fija 
término de caducidad) mediante un procedimien-
to preferente y sumario, por sí misma o por quien 
actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que estos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública. (No excluye a ninguna).

•	 La protección consistirá en una orden para que 
aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o 
se abstenga de hacerlo. 

•	 El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 
impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, 
este lo remitirá a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión.

•	 Esta acción solo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que aquella se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable.

•	 En ningún caso podrán transcurrir más de diez días 
entre la solicitud de tutela y su resolución (en pri-
mera instancia).

•	 La ley establecerá los casos en los que la acción de 
tutela procede contra particulares encargados de la 
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prestación de un servicio público o cuya conducta 
afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado 
de subordinación o indefensión.

De esta manera es posible asegurar que todas las autori-
dades de la República tienen el deber de resguardar, am-
parar y defender los derechos fundamentales de todos los 
ciudadanos y deben hacerlo rápida y efectivamente, tal y 
como lo estipula el artículo 2 de la Constitución que reza: 

(…) las autoridades de la República están ins-
tituidas para proteger a todas las personas re-
sidentes en Colombia, en su vida, honra, bie-
nes, creencias, y demás derechos y libertades, 
y para asegurar el cumplimiento de los debe-
res sociales del Estado y de los particulares. 
(Constitución Política de 1991)

Todo dentro del marco constitucional, cuyo imperio no 
puede ser desconocido deliberadamente por ningún fun-
cionario judicial, so pena de incurrir en la tipificación de  
las conductas descritas al interior del ordenamiento penal 
colombiano. 

Dentro del plano legal, el decreto 1382 de 2000 trajo consi-
go la implementación de factores de competencia y reparto 
para el “correcto” ejercicio de esta acción constitucional.

Doctrinalmente, la acción de tutela ha sido recurrente ob-
jeto de estudio, lo que ha permitido el análisis sistemático 
de su naturaleza, características y trámite.   

Dentro de los aspectos procesales de este mecanismo 
encontramos que este es ejercido a través del derecho de 
acción que en palabras de Couture (1996), implica que se 
esté ante el ejercicio de un: “(…) derecho público cívico, 
subjetivo, abstracto y autónomo que tiene toda persona 
natural o jurídica, para obtener la aplicación de la jurisdic-
ción de estas a un caso concreto mediante una sentencia a 
través de un proceso” (p. 57)
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Asimismo, ha expresado López Blanco (2005), que acción 
es aquel “(…) derecho público, subjetivo que tiene todo su-
jeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales 
para reclamarles la satisfacción de una pretensión me-
diante un proceso” (p. 278).1 

En todo caso, hay que tener presente que el ejercicio de 
este mecanismo constitucional se deriva del petitum in-
terpuesto por aquella persona, que disminuida en sus de-
rechos, busca la protección de los mismos a través de la 
intervención de los operadores judiciales.  

Naturaleza de la Acción 

Desde el génesis de la acción de amparo en el ordenamien-
to jurídico colombiano, se determinó como elemento ca-
racterístico de la misma, la residualidad y la prevalencia 
en el trámite judicial. Al respecto se ha dicho que: 

La tutela tiene como dos de sus caracteres 
distintivos esenciales los de la subsidiariedad 
y la inmediatez; el primero por cuanto tan 
solo resulta procedente instaurar la acción 
cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, a no ser que busque evitar 
un perjuicio irremediable; el segundo puesto 
que no se trata de un proceso sino de un 
remedio de aplicación urgente que se hace 
preciso administrar en guarda de la efecti-
vidad, concreta y actual del derecho sujeto a 
violación o amenaza. (Sentencia de tutela 001 
de 1992)

1	 En torno a este punto el profesor Fernando Quinche Ramírez  señala  que son varias 
las discusiones que se han suscitado en cuanto a la definición de la naturaleza 
procesal  de la acción de tutela, lo que ha llevado a su clasificación cómo proceso, 
como acción autónoma y como proceso jurisdiccional autónomo. 
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Elementos Esenciales y Generales de la Acción de Tu-
tela 

      Una vez determinado el concepto general de la acción 
de tutela, su objeto de protección así como la naturaleza 
de la misma, es preciso hacer breve mención a lo que se-
rán sus características generales en consonancia con el 
principio de inmediatez. 

Acceso a la justicia 

La acción de tutela, tal y como se ha consagrado constitu-
cionalmente, pretende que su ejercicio sea efectuado sin 
mayores restricciones, toda vez que el establecimiento de 
limitantes de tipo formal y material resultan desproporcio-
nados y transgresores de las máximas del Estado Social de 
Derecho, sin que por ello implique que esta acción se en-
cuentre exenta de prever una serie de requisitos mínimos 
razonables para poner en marcha la jurisdicción.        

Se remarca la garantía de este principio en la medida que 
le es permitido a aquellos  sujetos afectados en sus dere-
chos, el acceso a la defensa de los mismos ante el sistema 
de justicia en donde podrán tener un contacto directo con 
el operador judicial, estableciéndose así, la posibilidad de 
impetrar esta acción en causa propia sin la necesidad de 
intervención mediante apoderado judicial, lo que garantiza 
que la persona pueda acudir libremente  siempre y cuando 
lo haga dentro de un plazo razonable y proporcionado des-
de el momento de la ocurrencia de la acción lesiva.

Trámite preferencial                                           

Esta característica esencial permite a quien acude en pro-
cura de la tutela de sus derechos, la certeza de un fallo 
que no se prolongue indefinidamente en el tiempo; exigien-
do del operador judicial, la amplificación de sus esfuerzos 



-    28    -

JUAN SEBASTIÁN HERNÁNDEZ YUNIS

tendientes a la pronta resolución y definición de la situa-
ción jurídica del accionante frente a la vulneración de sus 
garantías iusfundamentales.

Juicio de constitucionalidad 

Aunque propiamente no se remarque como una caracte-
rística esencial y propia de la tutela, es menester resaltar 
que es a través de este mecanismo que se consolida la 
facultad, por parte de todos los jueces de la república, de 
dirimir conflictos de carácter constitucional, esto es, fallar 
en procesos de tutela (Quinche Ramírez, 2011). 

Adicionalmente debe resaltarse que en el afán de garanti-
zar la no transgresión de los derechos de los ciudadanos, 
la tutela cuenta con una “instancia oficiosa”, pues todo fa-
llo de tutela debe ser enviado de manera directa por parte 
del juez a la Corte Constitucional para su eventual revi-
sión con el fin de unificar los criterios de interpretación del 
ordenamiento jurídico.  

Informalidad 

Otra característica esencial de esta acción es su poca rigu-
rosidad en cuanto a los requisitos formales y materiales de 
presentación, de tal forma que este mecanismo se encuen-
tra en la búsqueda de prevalencia del elemento sustancial 
de la acción sobre el meramente formal o procedimental, 
sin que por ello le sea dable a quien acude en amparo uti-
lizar este medio para alterar la leal y correcta administra-
ción de justicia.

Este postulado pretende igualmente que la actuación ade-
lantada ante la jurisdicción no sea desnaturalizada por la 
exigencia de requisitos especiales de presentación del es-
crito de amparo, de tal manera que el ciudadano pueda 
ejercer su derecho de defensa sin la implicancia de cono-
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cimientos avanzados en técnica legal o en materia consti-
tucional.       

No obstante, como observaremos dentro del presente es-
crito, esta prebenda de informalidad no funciona como 
una cláusula abierta para la interposición de esta acción 
constitucional en todos sus aspectos, pues dada la situa-
ción concreta, se exigirá una carga mínima de diligencia y 
formalidad en la presentación del escrito de la TCPJ. 

Principios Rectores de la Acción de Tutela 

El  decreto 2591 de 1991, norma rectora del ejercicio de 
la acción de tutela, en su artículo tercero establece que 
los principios que regirán la acción de tutela serán los de 
publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, 
celeridad y eficacia.

 Respecto del principio de publicidad, basta con decir que 
este exige que las “actuaciones surtidas ante la administra-
ción de justicia no sean secretas, que sean difundidas es-
pecialmente a quienes tienen directo interés en ellas, con el 
objeto de evitar las injusticias de las tramitaciones secretas 
de los procesos (….)”  (LÓPEZ BLANCO, 2005, p. 98)

En el aspecto constitucional este principio tiene dos di-
mensiones, la primera consistente en la puesta en cono-
cimiento de las actuaciones administrativas, y judiciales 
a los sujetos procesales que tengan interés dentro de la 
acción, en segunda medida el principio de publicidad per-
mite a los ciudadanos el acceso a los expedientes que se 
estén llevando a cabo, sin embargo es enfática la Corte 
Constitucional en señalar que este principio es de carácter 
limitado en la medida que existen una serie de restriccio-
nes que impiden en un comienzo el conocimiento y acceso 
al expediente que se encuentre en trámite. 

El principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el 
procedimental, proscribe los excesos en cuanto al ritua-
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lismo o formalismo dentro de las actuaciones administra-
tivas y judiciales que se lleven a cabo dentro de un proceso, 
de tal manera que la eficacia material de los derechos del 
accionante no se vean limitados por el procedimiento. 
Sin embargo, el postulado de informalidad no siempre 
se presenta como de carácter abierto para el ejercicio de 
la acción de tutela, pues como práctica ha enseñado, en 
ocasiones esto postulado allanar el camino hacia el ejer-
cicio indiscriminado de esta acción constitucional. 

El principio de economía establece la necesidad de mini-
mizar la actividad procesal de tal manera que no se pre-
senten dilaciones injustificadas dentro de la litis propen-
diendo evitar  cualquier tipo de retardo en la administra-
ción de justicia. Así mismo, el principio desde el punto 
de vista económico sugiere las restricciones en materia de 
costos, con el fin de asegurar una acción rápida y asequi-
ble. (Quinche Ramírez, La acción de tutela, El amparo en 
Colombia, 2011)

Por su parte el principio de celeridad exige de la admi-
nistración de justicia cumplimiento, pronto y eficaz en la 
solución de fondo de los asuntos que se someten a su co-
nocimiento. 

La Tutela en el Derecho Administrativo

Todos y cada uno de los principios estudiados son de apli-
cación general en todas las áreas del derecho, sin embar-
go, respecto de la acción de amparo en el derecho adminis-
trativo se deberán hacer algunas precisiones particulares. 
Resulta entonces necesario ubicar conceptualmente al de-
recho administrativo y exponer tan siquiera someramente 
los elementos que le caracterizan. 

El derecho administrativo colombiano, entendido como 
aquella rama del Derecho Público encargada de la regu-
lación de las actividades estatales y la función de sus ser-
vidores en observancia de las relaciones jurídicas entre el 
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Estado y el particular y entre las mismas entidades esta-
tales a través de sus instituciones, funge como una de las 
principales instancias por medio de las cuales el adminis-
trado y el ciudadano generan conexiones de carácter jurí-
dico en observancia al pacto social. 

Es con fundamento en este pacto social, condensado en 
la Constitución Política, que nacen en el ordenamiento ju-
rídico principios que determinan el rumbo de la actividad 
estatal, v. gr., buena fe, legalidad, debido proceso, entre 
otros.

De esta manera la carta jurídico política de 1991 man-
tiene como precepto inmarcesible el de un Estado Social 
de Derecho fundado en el respeto de las reglas, valores y 
principios constitucionales, en atención a lo dispuesto por 
nuestro preámbulo constitucional, el cual enseña que “(…) 
en ejercicio de su poder soberano, representado por sus de-
legatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocan-
do la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad 
de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convi-
vencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la 
libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático 
y participativo que garantice un orden político, económico y 
social justo, y comprometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana(…)”.

La tutela judicial efectiva es un derecho que en primera 
medida se reclama de la judicatura, de tal manera que 
los operadores jurídicos se encuentran en la labor de ser 
consecuentes con sus actuaciones y resolver de manera 
clara y precisa las peticiones de los actores del proceso, 
no obstante, este precepto no es aplicable únicamente a 
las autoridades judiciales sino que resulta un deber de 
las autoridades públicas, pues de lo contrario el derecho 
constitucional de carácter judicial intervendrá conforme lo 
establece el artículo 86 superior que enseña: 

Toda persona tendrá acción de tutela para re-
clamar ante los jueces, en todo momento y lu-
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gar, mediante un procedimiento preferente y 
sumario, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre, la protección inmediata de sus dere-
chos constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que éstos resulten vulnerados o ame-
nazados por la acción o la omisión de cual-
quier autoridad pública (Constitución Política 
de 1991)

Por su parte, la ley 1437 de 2011 (Código de procedimiento 
administrativo y de lo Contencioso Administrativo), esta-
blece como uno de sus principios fundamentales el respeto 
de la jerarquía normativa de la siguiente manera: “Todas 
las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposi-
ciones que regulan las actuaciones y procedimientos ad-
ministrativos a la luz de los principios consagrados en la 
Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y 
en las leyes especiales.”(Ley 1437 de 2011)

De lo anterior se colige que ante la invasión y violación 
desproporcionada de las garantías fundamentales de los 
ciudadanos y administrados, la jurisdicción será activada 
en procura de la defensa de estos actores sociales. 

En conclusión, la tutela en el derecho administrativo se 
predica de dos formas, en primera medida ante el deber 
objetivo de los servidores e instituciones de carácter públi-
co de responder a las necesidades de sus administrados, 
de tal manera que se respeten los derechos fundamentales 
de los mismos en observancia de los principios, reglas y 
valores constitucionales.

En segunda medida, la tutela en el derecho administrativo 
se encarga de la protección del ciudadano a quien se le 
han vulnerado sus derechos fundamentales en donde la 
judicatura de carácter constitucional interviene como me-
diadora del conflicto. 
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La Constitucionalización del 
Derecho Administrativo

De lo expuesto con anterioridad, es innegable que la soli-
citud de amparo constitucional, procede en primera me-
dida por la invasión antijurídica y desproporcionada de 
las autoridades públicas en el ejercicio y pleno goce de los 
derechos de los ciudadanos, en esta medida, no es posible 
concebir la existencia del derecho administrativo como un 
derecho aislado de la realidad social y de las cuestiones 
constitucionales, sino que por el contrario, ambos (dere-
cho administrativo y derecho constitucional) constituyen 
una sinergia que permite la amplificación de la cláusula 
general de estado social de derecho. 

El profesor Ricardo Guastini (2005), propone por constitu-
cionalización del ordenamiento jurídico un 

proceso de transformación de un ordena-
miento al término del cual el mismo resulta 
totalmente impregnado por las normas cons-
titucionales. Un ordenamiento jurídico cons-
titucionalizado se caracteriza por una consti-
tución extremadamente invasora, entrometida 
(pervasiva, invadente), capaz de condicionar 
tanto la legislación como la jurisprudencia y 
el estilo doctrinal, la acción de los actores po-
líticos, así como las relaciones sociales. (p. 49)



-    34    -

JUAN SEBASTIÁN HERNÁNDEZ YUNIS

Condiciones de Constitucionalización

Siguiendo la línea del profesor Ricardo Guastini (2005); 
este autor propone una serie de condiciones para conside-
rar que se está ante el fenómeno de constitucionalización 
del ordenamiento jurídico que se resumen en las siguien-
tes:  

Constitución rígida

Respecto de este criterio, vale la pena resaltar que una 
constitución será considerada como de carácter rígido en 
la medida que sea escrita y se encuentre protegida  contra 
las alteraciones de la misma a través de las vías o leyes 
ordinarias2. Respecto de este último aspecto, vale la pena 
recalcar que la derogación o subrogación constitucional 
debe su obediencia a lo que ha llamado este autor un pro-
cedimiento especial de revisión. (Guastini, 2005)

En el caso colombiano no resulta de mayor brevedad la 
exposición de los motivos o razones por las cuales pode-
mos concebir la existencia de una constitución política de 
carácter rígido, dada su calidad de tipo escrito y la concep-
ción y existencia del principio de jerarquía constitucional 
estipulado en el artículo 4 superior que enseña que: “La 
Constitución es norma de normas. En todo caso de in-
compatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”, 
así mismo, el artículo 375 constitucional prevé la única 
posibilidad de reforma o modificación de la carta jurídico 
política de 1991 por disposición del congreso, mediante 
una Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante re-
ferendo (Constitución Política de 1991).

2	 Al respecto la Corte Constitucional en prolija jurisprudencia, pacífica y uniforme 
ha entendido que la Constitución Política de 1991 estableció tres mecanismos 
específicos para su eventual modificación, a saber, acto legislativo, asamblea 
constituyente o referendo. Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-543 de 
1998, Sala Plena, M.P. Carlos Gaviria Díaz.    
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De lo anterior se colige la indubitable existencia y con-
sagración de una constitución de carácter rígido con ele-
mentos irreductibles a través del establecimiento de las 
llamadas cláusulas pétreas. 

La garantía jurisdiccional de la constitución

Colombia se ha caracterizado por la implementación y uti-
lización de mecanismos de protección ciudadana de ca-
rácter constitucional, de esta manera, para comienzos del 
siglo XX se consagró la existencia de la acción pública de 
inconstitucionalidad por medio de la cual las normas que 
estuvieran en contradicción aberrante con la carta ma-
yor perderían su fuerza ejecutiva a través de un juicio de 
constitucionalidad, no obstante, estos métodos no tenían 
la misma fuerza jurídica que actualmente rigen la materia. 

Como señala Higuera Jiménez (2011): “nuestras constitu-
ciones son pactos jurídicos y políticos producto de la sobe-
ranía y la voluntad popular que formalizan la organización 
de una nación y dan creación a un estado, por lo que la 
norma que la contradiga debe desaparecer” (p.79) 

Por eso nuestra Carta Jurídico Política de 1991 autorizó 
la existencia de una jurisdicción constitucional con unas 
atribuciones especiales consagradas en el artículo 241 su-
perior3 que le permiten a esta jurisdicción el control de 

3	 Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este Artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 

4	 Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos 
contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, 
solo por vicios de procedimiento en su formación. 

5	 Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad 
de la convocatoria a un referendo o a una Asamblea Constituyente para reformar la 
Constitución, solo por vicios de procedimiento en su formación.

6	 Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas 
populares y plebiscitos del orden nacional. Estos últimos solo por vicios de 
procedimiento en su convocatoria y realización. 

7 	 Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos 
contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento 
en su formación. 
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constitucionalidad de las normas de manera a priori y pos-
teriori dadas las calidades del decreto interpuesto. 

Aunado a lo anterior, es de recordar que Colombia le otor-
ga a todos los jueces de la república la facultad de ser 
jueces constitucionales, de tal manera que, todos serán 
competentes para conocer y decidir plenamente acerca de 
las acciones de tutela que interpongan los ciudadanos en 
ejercicio de sus derechos, especialmente frente a la vulne-
ración de las garantías constitucionales de sus ciudada-
nos por las actuaciones administrativas. 

La fuerza vinculante de la constitución 

Este criterio se cimienta sobre la idea de una constitución 
de aplicación directa, vinculante y capaz de producir efectos 
jurídicos, ante la inexistencia de presupuestos legales y de 
hecho que permitan darle concreción a un postulado cons-
titucional específico, por tanto, esta postura se aleja de los 
pensamientos y postulados extremistas que consideran que 
esta aplicación normativa viola el principio de legalidad. Así  
lo expresa Augusto Hernández Becerra (2012): 

8	 Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos 
contra los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en 
los Artículos 150 numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o 
por vicios de procedimiento en su formación. 

9	 Decidir sobre las excusas de que trata el Artículo 137 de la Constitución.
10	 Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que 

dicte el Gobierno con fundamento en los Artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
11	 Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que 

hayan sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales, y de los proyectos 
de Constitución Política de Colombia Asamblea Nacional Constituyente.

12	 Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con 
la acción de tutela de los derechos constitucionales.

13	 Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y 
de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, 
dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá 
intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte los declara 
constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario 
no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean 
declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el Presidente de la República 
solo podrá manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva.
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Las Constituciones han sido tradicionalmen-
te consideradas como un programa que fija 
objetivos a mediano y largo plazo, y que re-
quieren la colaboración de los futuros parla-
mentos para que la ley vaya alcanzando pro-
gresivamente los propósitos constitucionales. 
La venerable señora Constitución, por todos 
respetada pero no siempre tomada en serio, 
no podía caminar por sus propios medios y 
necesitaba cabalgar en la ley para llegar a su 
destino. La Constitución, ley en potencia, se 
realizaba mediante su concreción en leyes, 
que a su vez aparecían cuando se presentaban 
las condiciones propicias para su expedición. 

Si bien ello pudo ser aceptable en el pasado, 
en nuestro tiempo la gente no quiere ni puede 
esperar a que la ley decida ocuparse de sus 
expectativas, en especial si se trata de sus de-
rechos. Si estos no se les pueden reconocer 
en tanto el Congreso legisle, ¿hasta cuándo 
habrá que aguardar? ¿Qué hacer si el punto 
no interesa al legislador o se presentan temas 
que reclaman con mayor urgencia su atención, 
o si el gobierno decide no alentar iniciativas 
que se desvían de sus prioridades de gasto? 
Los derechos no dan espera, y si están en la 
Constitución, que también es ley, pero ade-
más fundamental, ocurre que la Constitución 
rige y obliga, como las leyes y más aún, y por 
consiguiente todas y cada una de sus dispo-
siciones. Este giro en la visión constitucional 
cobró impulso indomable en Colombia a raíz 
de la expedición de la Constitución Política de 
1991 (Consejo de Estado, 2012)
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La “sobre-interpretación” de la constitución

En sentido estricto, la interpretación pretende realizar el 
ejercicio de atribución de significado a un enunciado nor-
mativo solo en aquellos casos en que se esté ante la duda 
en el significado de determinada expresión lingüística, 
siendo aquel juicio de valoración e interpretación, tarea 
del operador jurídico como herramienta útil en la solución 
del litigio (Uprimny Yepes, & Rodríguez Villabona, 2006, 
p. 365).  No obstante dentro del plano judicial, es claro 
que ante la textura abierta de los principios constitucio-
nales, la judicatura asuma el ejercicio de interpretación 
y argumentación en la aplicación de la norma constitu-
cional, siempre a la luz del caso particular puesta a su 
consideración.  

Frente a este aspecto Guastini (2005), la existencia de 
lagunas dentro de la constitución política dado que la 
misma resulta bastante corta para alcanzar a la regula-
ción de la totalidad de la vida social, política y cultural. 

De esta manera, la tarea de interpretación constitucional 
(de manera simplificada) puede ser de dos tipos, esto es, 
literal o restrictivo y una interpretación extensiva. 

Del primer tipo de interpretación bastará con decir que 
ante la adopción de esta posición, se estará restringiendo 
los espacios de regulación normativa constitucional que-
dando en manos de una constitución  de tipo incompleto, 
que en esencia, solo aplica lo preceptuado taxativamente 
por la carta constitucional.  

Por el contrario, frente a la adopción del criterio extensivo 
de interpretación este permite develar innumerables nor-
mas de carácter implícito tal como sucede con el principio 
de seguridad jurídica en el derecho administrativo y prin-
cipio de inmediatez en el ejercicio de la acción de tutela.    
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La aplicación directa de las normas constitucionales 

       Este presupuesto se encuentra en estrecha relación 
con el postulado de la fuerza vinculante de la constitución 
pues, supone la aplicación directa de la norma constitu-
cional siempre y cuando se conciba la inexistencia de pre-
supuestos legales que rijan una conducta, de esta manera 
se ha creado la denominada excepción de inconstituciona-
lidad que tiene como objeto desestimar provisionalmente 
los efectos de una determinada norma dentro de un caso 
concreto por ser contraria a la constitución política para 
dar paso a la aplicación directa de los principios y garan-
tías constitucionales a través de un ejercicio interpretativo 
pormenorizado y una carga argumentativa extensa. 

       En lo que respecta al derecho administrativo encontra-
mos que en lo atinente al concepto de aplicación de las re-
glas y principios constitucionales por medio de la ley 1437 
de 2011 -Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo- que regula de manera gene-
ral parte de las actuaciones de las instituciones estatales 
consagra en su artículo número 3 una serie de principios 
por medio de los cuales se va a orientar la función pública. 
Así las cosas, este artículo preceptúa que “Las actuacio-
nes administrativas se desarrollarán, especialmente, con 
arreglo a los principios del debido proceso, igualdad, im-
parcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsa-
bilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, 
economía y celeridad”. (Ley 1437 de 2011)4

14	 En virtud del principio del debido proceso, las actuaciones administrativas se 
adelantarán de conformidad con las normas de procedimiento y competencia 
establecidas en la Constitución y la ley, con plena garantía de los derechos de 
representación, defensa y contradicción.

	 En materia administrativa sancionatoria, se observarán adicionalmente los 
principios de legalidad de las faltas y de las sanciones, de presunción de inocencia, 
de no reformatio in pejus y non bis in ídem.

15	 En virtud del principio de igualdad, las autoridades darán el mismo trato y 
protección a las personas e instituciones que intervengan en las actuaciones bajo su 
conocimiento. No obstante, serán objeto de trato y protección especial las personas 
que por su condición económica, física o mental se encuentran en circunstancias 
de debilidad manifiesta.

16	  En virtud del principio de imparcialidad, las autoridades deberán actuar teniendo 
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La interpretación conforme a las leyes 

Este criterio se alza bajo la concepción de las pretensiones 
de corrección en la interpretación de la ley, esto es bajo la 
adecuación del sentido de la norma a los postulados cons-
titucionales, de esta manera el juez constitucional realiza 
un ejercicio intelectual y concienzudo de la norma que se 
le ha puesto de frente para que determine y descifre el co-
municado del enunciado normativo y de esta manera se 

en cuenta que la finalidad de los procedimientos consiste en asegurar y garantizar 
los derechos de todas las personas sin discriminación alguna y sin tener en 
consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de 
motivación subjetiva.

17	 En virtud del principio de buena fe, las autoridades y los particulares presumirán 
el comportamiento leal y fiel de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, 
derechos y deberes.

18. 	En virtud del principio de moralidad, todas las personas y los servidores públicos 
están obligados a actuar con rectitud, lealtad y honestidad en las actuaciones 
administrativas.

19 	 En virtud del principio de participación, las autoridades promoverán y atenderán 
las iniciativas de los ciudadanos, organizaciones y comunidades encaminadas 
a intervenir en los procesos de deliberación, formulación, ejecución, control y 
evaluación de la gestión pública.

20 	 En virtud del principio de responsabilidad, las autoridades y sus agentes asumirán 
las consecuencias por sus decisiones, omisiones o extralimitación de funciones, de 
acuerdo con la Constitución, las leyes y los reglamentos.

21 	 En virtud del principio de transparencia, la actividad administrativa es del dominio 
público, por consiguiente, toda persona puede conocer las actuaciones de la 
administración, salvo reserva legal.

22 	 En virtud del principio de publicidad, las autoridades darán a conocer al público y a 
los interesados, en forma sistemática y permanente, sin que medie petición alguna, 
sus actos, contratos y resoluciones, mediante las comunicaciones, notificaciones y 
publicaciones que ordene la ley, incluyendo el empleo de tecnologías que permitan 
difundir de manera masiva tal información de conformidad con lo dispuesto en este 
Código. Cuando el interesado deba asumir el costo de la publicación, esta no podrá 
exceder en ningún caso el valor de la misma.

23 	 En virtud del principio de coordinación, las autoridades concertarán sus actividades 
con las de otras instancias estatales en el cumplimiento de sus cometidos y en el 
reconocimiento de sus derechos a los particulares.

24 	 En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos 
logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente 
formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de 
acuerdo con este Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en 
procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa.

25	 En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con 
austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, 
procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los 
derechos de las personas.

26 	 En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los 
procedimientos, e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, a efectos de que los procedimientos se adelanten con diligencia, 
dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas.
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disponga a armonizar las disposiciones legales de acuerdo 
con los presupuestos constitucionales. 

Igualmente, este postulado pretende que en ejercicio de 
la función pública, los servidores públicos se encuentren 
sometidos a las disposiciones consagradas en la ley de ma-
nera tal que sus actuaciones sean predefinidas por el legis-
lador impidiendo todo acto de discrecionalidad desmedida 
que quiebre por completo los mandatos constitucionales. 
(Guastini, 2005)

El carácter vinculante de la jurisprudencia constitu-
cional

El valor de la interpretación derivada de la jurisprudencia 
es reconocida por primera vez dentro del ordenamiento ju-
rídico colombiano a través del concepto de Doctrina Legal 
que fue asimilado dentro de nuestro sistema en atención 
al desarrollo teórico del mismo en los sistemas jurídicos 
del antiguo continente y que fue concebido como una he-
rramienta para suprimir los vacíos jurídicos a través de 
las interpretaciones uniformes frente a un caso concreto 
de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Este 
concepto es integrado dentro del ordenamiento jurídico co-
lombiano a través de la Ley 61 de 1886 la cual en su artí-
culo 39 disponía que:

Es doctrina legal la interpretación que la Cor-
te Suprema de a unas mismas leyes en tres 
decisiones uniformes. También constituyen 
doctrina legal las declaraciones que la mis-
ma Corte haga, en tres decisiones uniformes, 
para llenar los vacíos que ocurran, es decir, 
en fuerza de la necesidad de que una cuestión 
dada no quede sin resolver por no existir leyes 
apropiadas al caso. 
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Posteriormente, otras disposiciones legales coadyuvaron a 
la delimitación y concreción del concepto dentro de nues-
tro ordenamiento y la forma en cómo debía ser implemen-
tada la doctrina. Al respecto se ha dicho que  

(…) la Ley 153 de 1887 se encargó de ratificar 
la fórmula de doctrina legal,  con una cierta 
morigeración, implementando en la definición 
del artículo 10 las palabras más probables y 
restando con ello el carácter perentorio de su 
implementación así: “En casos dudosos, los 
jueces aplicarán la doctrina legal más proba-
ble. Tres decisiones uniformes dadas por la 
Corte Suprema, como Tribunal de Casación, 
sobre un mismo punto de derecho, constitu-
yen doctrina legal probable (Sentencia C- 621 
de 2015)

Sin embargo, el concepto de Doctrina Legal implicó la im-
posibilidad de que la Corte Suprema de Justicia evolucio-
nara en sus decisiones, razón por la cual solicitó que:

(…) se modificara esa fórmula, pues conside-
raba que obligaba a los jueces de inferior je-
rarquía a buscar en las sentencias reglas ge-
nerales y a cumplirlas con rigor, y no a enten-
der los argumentos jurídicos que utilizaba la 
Corte al interpretar las Leyes;

Llamado que fue atendido por el legislador y quien a través 
de la Ley 169 de 1896 deroga el concepto para introdu-
cir en el ordenamiento jurídico colombiano el concepto de 
Doctrina Probable la cual es definida por el artículo 4 de la 
norma, el cual dispone que 

Tres decisiones uniformes dadas por la Corte 
Suprema como Tribunal de Casación sobre un 
mismo punto de derecho constituyen doctri-
na probable, y los jueces podrán aplicarla en 
casos análogos, lo cual no obsta para que la 



EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ EN LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES
¿SEGURIDAD JURÍDICA EN EL ORDENAMIENTO COLOMBIANO?

-    43    -

Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores. 

Del texto citado que define el concepto de Doctrina Proba-
ble es posible inferir que i) permite que las líneas jurispru-
denciales tejidas por la Corte Suprema de Justicia sean 
aplicadas facultativamente por parte de los demás jueces 
y, ii) permite la variación de las decisiones del alto tribunal 
con mayor facilidad.

Colombia implementó un nuevo sistema constitucional en 
el año 1991 con ocasión a la Asamblea Nacional Constitu-
yente, que dio origen a la Constitución Política que signifi-
có el cambio de un Estado de Derecho a un Estado Social 
de Derecho; adicionalmente, la nueva carta creó la deno-
minada Corte Constitucional; corporación encargada de la 
guarda y protección de la Constitución.

El proceso de constitucionalización del sistema jurídico 
colombiano derivó en la necesidad de reinterpretar los al-
cances de la teoría de la Doctrina Probable dentro del nue-
vo sistema jurídico adoptado por Colombia; interpretación 
que fue dictada por la Corte Constitucional con ocasión 
a una acción pública de inconstitucionalidad elevada en 
contra del artículo 4 de la Ley 169 de 1896 por medio de 
la cual precisó que 

	 La fuerza normativa de la doctrina 
dictada por la Corte Suprema proviene 
(1) de la autoridad otorgada constitucio-
nalmente al órgano encargado de esta-
blecerla y de su función como órgano 
encargado de unificar la jurisprudencia 
ordinaria; (2) de la obligación de los 
jueces de materializar la igualdad frente 
a la ley y de igualdad de trato por parte 
de las autoridades; (3) del principio de la 
buena fe, entendida como confianza legí-
tima en la conducta de las autoridades 
del Estado; (4) del carácter decantado de 



-    44    -

JUAN SEBASTIÁN HERNÁNDEZ YUNIS

la interpretación del ordenamiento jurí-
dico que dicha autoridad ha construido, 
confrontándola continuamente con la 
realidad social que pretende regular 
(Sentencia C- 836 de 2001) 

De los argumentos transcritos en las líneas anteriores, se 
deduce que el concepto de Doctrina Probable fue reinter-
pretado por el tribunal constitucional en consonancia con 
otros principios y derechos propios del nuevo Estado So-
cial de Derecho con el fin de garantizar la supremacía de la 
esencia y los fines del mismo. Lo anterior no implica que los 
jueces de menor jerarquía deban apegarse rigurosamente 
a determinada Doctrina Probable, pues deberá analizar en 
cada caso concreto la pertinencia y la supremacía de otros 
derechos, principios y valores con el fin de no hacer nuga-
torios los intereses de quienes acuden a la Administración 
de Justicia, caso en el cual la carga argumentativa recae 
en el Juez con el fin de justificar su decisión de apartarse 
de la Doctrina Probable consolidada.

Precedente judicial obligatorio en el sistema jurídico 
colombiano

El concepto de precedente judicial obligatorio resulta ser 
predicable únicamente de los pronunciamientos en sede 
de constitucionalidad y de tutela de la Corte Constitucio-
nal colombiana y tiene su fundamento según la jurispru-
dencia de la misma corporación en 

(i) el respeto al principio de la seguridad jurídi-
ca, el cual implica el respecto por las normas 
superiores y la unidad y armonía de las de-
más normas con éstas, de manera que al ser 
la Corte Constitucional el órgano de cierre de 
la jurisdicción constitucional, “sus determina-
ciones resultan ser fuente de derecho para las 
autoridades y particulares, cuando a través de 
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sus competencias constitucionales establece 
interpretaciones vinculantes de   los precep-
tos de la Carta”; (ii) la diferencia entre decis-
sum, ratio decidendi y obiter dicta, ratificando 
la obligatoriedad no solo de la parte resoluti-
va sino de los contenidos de la parte motiva 
de las sentencias, en el control abstracto de 
constitucionalidad como en el concreto, que 
son determinantes para la decisión o consti-
tuyen la ratio decidendi del fallo; y (iii) las ca-
racterísticas de la ratio decidendi y, por tanto, 
de la jurisprudencia como fuente de derecho, 
por cuanto “la ratio decidendi de las senten-
cias de la Corte Constitucional, en la medida 
en que se proyecta más allá del caso concre-
to, tiene fuerza y valor de precedente para to-
dos los jueces en sus decisiones, por lo que 
puede ser considerada una fuente de derecho 
que integra la norma constitucional. (Senten-
cia C- 539 de 2011)

Por tanto que el precedente se vuelva obligatorio hace que 
las disposiciones constitucionales dictadas por la máxima 
corporación judicial guíen la actividad de la administra-
ción permeando y constitucionalizando los ordenamientos 
jurídicos.  

La influencia de la constitución sobre las relaciones 
políticas 

Este aspecto remarca real importancia en la medida que 
contiene tres elementos de aplicación, el primero se per-
mite concebir el tribunal constitucional como aquel encar-
gado de dirimir conflictos de competencia o “desacuerdos 
políticos concernientes a las relaciones de poder entre los 
órganos del estado (Guastini, 2005). El segundo aspecto 
se encamina a la actitud del juez en general que decide 
adoptar una posición de juzgamiento frente a la normativa 
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dictada por el legislador de tal manera que haciendo un 
control de constitucionalidad puede determinar los efec-
tos de la norma, conservando su validez, redefiniendo su 
interpretación, o declarándola inexequible por ser incons-
titucional o en algunos casos aislados conforme la escuela 
del activismo judicial como un legislador de carácter posi-
tivo, así mismo lo hará el órgano contencioso administra-
tivo a través de la acción de nulidad por inconstitucionali-
dad consagrada en el artículo 135 de la ley 1437 de 2011 
que enseña: 

Nulidad por inconstitucionalidad.  Los ciuda-
danos podrán, en cualquier tiempo, solicitar 
por sí, o por medio de representante, que se 
declare la nulidad de los decretos de carác-
ter general dictados por el Gobierno Nacional, 
cuya revisión no corresponda a la Corte Cons-
titucional en los términos de los artículos 237 
y 241 de la Constitución Política, por infrac-
ción directa de la Constitución.

También podrán pedir la nulidad por incons-
titucionalidad de los actos de carácter gene-
ral que por expresa disposición constitucional 
sean expedidos por entidades u organismos 
distintos del Gobierno Nacional.

Parágrafo.  El Consejo de Estado no estará li-
mitado para proferir su decisión a los cargos 
formulados en la demanda. En consecuencia, 
podrá fundar la declaración de nulidad por in-
constitucionalidad en la violación de cualquier 
norma constitucional. Igualmente podrá pro-
nunciarse en la sentencia sobre las normas que, 
a su juicio, conforman unidad normativa con 
aquellas otras demandadas que declare nulas 
por inconstitucionales. (Ley 1437 de 2011)

    La constitución como elemento significativo en la argu-
mentación política sirve de base para que las instituciones 
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estatales y los servidores públicos puedan justificar sus 
acciones, omisiones y en general sus decisiones, no obs-
tante, es innegable que a pesar de la existencia del plexo 
axiológico desarrollado con anterioridad, materialmente la 
administración  no siempre actúa conforme a derecho y es 
por ello que se han establecido aparte de los mecanismos 
ordinarios, acciones constitucionales para la defensa de 
los derechos de los administrados como veremos a conti-
nuación. 
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Tutela Contra Actuaciones 
Administrativas

La función administrativa ejercida por las instituciones 
estatales a través de sus servidores, esta se manifiesta de 
diferentes formas: los actos, los hechos, las operaciones, 
las vías de hecho y las omisiones administrativas. 

Por medio de los actos administrativos se manifiesta la 
voluntad de la administración tendiente a modificar el or-
denamiento, esto es, la producción de efectos jurídicos por 
medio de la creación, extinción o modificación de obliga-
ciones. (Rodríguez, 2005)

Los hechos, anota Libardo Rodríguez (2005): “son aquellos 
fenómenos, acontecimientos o situaciones que se produ-
cen independientemente de la voluntad de la administra-
ción, pero que producen efectos jurídicos respecto de ella” 
(p. 236)

Las operaciones administrativas según el Consejo de Es-
tado, son consideradas como: “(…) la actividad material 
de una entidad pública o persona privada en ejercicio de 
funciones administrativas, que tiene por objeto la ejecu-
ción de los actos administrativos. Hacer efectivo su cum-
plimiento.” (Germán Rojas Olarte y Otros vs. Empresa de 
Telecomunicaciones de Santa Fe de Bogotá, 2009)

En conclusión, un acto administrativo es una figura ten-
diente a modificar el mundo jurídico; pero la ejecución 
material del precitado acto se constituye como operación 
administrativa. 
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De conformidad con lo preceptuado por Laubadéere (en 
Libardo Rodríguez, 2005), la vía de hecho se presenta 
cuando “(…) en el cumplimiento de una actividad mate-
rial de ejecución, la administración comete una irregula-
ridad “grosera” que atenta contra el derecho de propiedad 
o contra una libertad pública”. (De Laubadeére & Gaude-
met,1984, pág. 421) 

Finalmente, como uno de los medios de expresión de la 
voluntad negativa de la administración encontramos  las 
omisiones administrativas, consistentes en las abstencio-
nes realizadas por la administración a través de sus servi-
dores tendientes a producir efectos jurídicos. En este caso 
la administración se encuentra frente a un deber de actua-
ción el cual omite conscientemente.

Al respecto, nuestra carta jurídica política estableció la 
cláusula general de responsabilidad de la administración 
de la siguiente manera: 

Artículo 90. El Estado responderá patrimo-
nialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la 
omisión de las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la 
reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste.

No obstante, independientemente de la forma de repara-
ción que se persiga como consecuencia de la actuación 
desproporcionada de la administración y dadas las carac-
terísticas preventivas que trae consigo el derecho adminis-
trativo, encontramos que en muchos casos los mecanis-
mos ordinarios de defensa y protección de las garantías de 
los administrados resultan insuficientes en su cometido. 

En este sentido pretendemos exponer la defensa de los 
ciudadanos o como lo ha denominado (Quinche Ramírez, 
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2011) ´las víctimas de la administración´ a través de la  
acción constitucional de tutela a través de lo que hemos 
decido denominar causales de justificación o justificativas 
de la acción de tutela contra actos administrativos. 

Causales Justificativas de la Acción de Tutela Contra 
Actos Administrativos

Mandato Constitucional

Este criterio no supone un estudio extenso, pues básica-
mente resalta la procedencia de esta acción constitucional 
a través de la derivación del derecho consagrado en el ar-
tículo 86 de nuestra constitución política que preceptúa 
(Quinche Ramírez,2011):  

Toda persona tendrá acción de tutela para re-
clamar ante los jueces, en todo momento y lu-
gar, mediante un procedimiento preferente y 
sumario, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre, la protección inmediata de sus dere-
chos constitucionales fundamentales, cuan-
do quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública. (Negrita fuera 
del texto) (Constitución Política de 1991)

Así las cosas, al hacer un ejercicio lógico del estableci-
miento de premisas podremos encontrar que: la acción de 
tutela se impetra ante la vulneración o amenaza de dere-
chos fundamentales por la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública.  Las acciones y omisiones de las autori-
dades públicas suelen manifestarse a través de las actua-
ciones administrativas por lo tanto la solicitud de amparo 
frente a una actuación administrativa resulta procedente.
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Acción Deliberada del Funcionario Público

En primera medida este criterio proscribe el postulado de 
que los funcionarios públicos nunca vulneran los derechos 
fundamentales y que sus conductas son ajustadas siempre 
a derecho, pues, como mencionábamos anteriormente, la 
función administrativa no está supeditada únicamente a 
lo preceptuado por las leyes dictadas por el legislador sino 
que esta obedece también a las disposiciones constitucio-
nales dictadas por el constituyente convirtiendo nuestra 
carta jurídico política de 1991 en una norma con carácter 
vinculante de aplicación directa, claro está, sin violar el 
principio de legalidad propio de la administración pública, 
lo que implica que en ciertos casos el servidor público se 
encuentre en aplicación de una ley abiertamente incons-
titucional yendo en contrariedad con la norma superior. 
En donde reiteramos, nos encontramos en la necesidad 
de armonizar las disposiciones legales y constitucionales 
para respetar el principio de legalidad propio de la admi-
nistración. 

Por tanto, al aceptar tal proscripción se reconoce a la ac-
ción de tutela como un medio eficaz ante la vulneración de 
los derechos fundamentales por parte de las autoridades 
administrativas. 

Finalmente, este criterio señala como inaceptable la exis-
tencia de un grupo de servidores públicos sobre los cua-
les no resulta aplicable la Constitución, lo que se avizora 
como un “contrasentido” más sabiendo el carácter de irre-
chazable de nuestra carta jurídico política de 1991 (Quin-
che Ramírez, 2011). 

Mandato legal

Este criterio se origina básicamente de las disposiciones 
legales consagradas dentro del decreto 2591 de 1991 por 
medio del cual se reglamenta el ejercicio de la tutela espe-
cialmente las siguientes disposiciones: 
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El artículo séptimo del precitado decreto expresa “Desde la 
presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente 
lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 
suspenderá la aplicación del acto concreto que lo ame-
nace o vulnere” (Subrayado y negrillas fuera del texto ori-
ginal) (Decreto número 2591 de 1991).

El artículo 8 del mismo decreto establece la procedencia 
de la acción de tutela como mecanismo transitorio ante la 
inminencia de configuración de un perjuicio irremediable. 
Aunado a lo anterior, este artículo permite la interposición 
de la acción conjuntamente con la acción de nulidad y de 
las demás procedentes ante la jurisdicción de lo contencio-
so administrativo. Señalando que “en estos casos, el juez 
si lo estima procedente podrá ordenar que no se aplique el 
acto particular respecto de la situación jurídica concreta 
cuya protección se solicita, mientras dure el proceso”.

De tal manera se consagra la posibilidad de interposición 
de acción de tutela en contra de los actos de carácter par-
ticular y concreto. 

Finalmente, el artículo noveno de esta disposición legal 
contempla el ejercicio de la acción de tutela ante el ago-
tamiento de la vía gubernativa llamada actualmente la vía 
administrativa, en efecto este artículo dispone: 

Agotamiento opcional de la vía gubernativa. 
No será necesario interponer  previamente la 
reposición y otro recurso administrativo para 
presentar la solicitud de tutela. El interesado 
podrá interponer los recursos administrati-
vos, sin perjuicio de que ejerza directamente 
en cualquier momento la acción de tutela.

El ejercicio de la acción de tutela no exime de 
la obligación de agotar la vía gubernativa para 
acudir a la jurisdicción de lo contencioso ad-
ministrativo (Decreto número 2591 de 1991). 
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Al respecto señala Javier Tobo Rodríguez (2012), lo si-
guiente: 

Siendo idóneos y eficaces los medios de 
defensa judicial existentes para controvertir 
actuaciones de la administración, la acción 
de tutela resulta improcedente como meca-
nismo para controvertir actos administrativos, 
sin perjuicio de su viabilidad excepcional 
cuando se trate de solicitar el amparo como 
mecanismo transitorio ante la eventualidad 
del acaecimiento de un “perjuicio irreme-
diable”. En este caso los términos para acudir 
a los medios ordinarios de defensa judicial no 
pueden haber caducado, so pena de declarar 
improcedente el amparo solicitado. (p. 375)

Acción de Tutela Contra Actos Administrativos de Ca-
rácter General 

Siguiendo la línea del maestro Quinche Ramírez, este nos 
expone un caso de procedencia de la acción de tutela con-
tra actos administrativos de carácter general sin la nece-
sidad de recurrir a la acción de simple nulidad para la 
defensa de las garantías de unos ciudadanos que se vie-
ron afectados con motivo de la expedición del decreto 7 de 
2002 “por el cual se toman las medidas para el mejor or-
denamiento del tránsito de vehículos en las vías públicas 
de Bogotá, D.C.”.  

Se trataba de una familia de orígenes humildes dentro de 
la cual la movilidad de sus hijos se tornaba difícil y proble-
mática, de tal suerte que compraron una camioneta usada 
para transportarlos, en consecuencia le solicitaron a la ad-
ministración, vía jurisdiccional constitucional, que fueran 
amparados sus derechos para que estos fueran exentos 
del pico y placa y así pudieran transportar a sus hijos al 
instituto donde eran atendidos. 
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Respecto de este caso la Corte Constitucional se dispuso 
a realizar un análisis y efectuó la revisión correspondiente 
tutelando los derechos de los accionantes y ordenando en 
consecuencia la “autorización de circulación del vehículo 
de propiedad de los accionantes durante el horario de res-
tricción establecido mediante el decreto 7 de 2002” 

En este fallo la corte efectuó el análisis de la situación con-
creta a la luz del derecho de igualdad, por la negativa de 
trato preferencial a esta familia. 

 

Acción de Tutela Contra Actos Administrativos de Ca-
rácter Particular 

Como mencionamos con anterioridad, la acción de tutela 
es procedente contra actos    administrativos, cuando es-
tos se encuentren en clara violación de los derechos funda-
mentales del administrado. Así las cosas, la vida, la salud, 
el trabajo y el debido proceso son unos de los principales 
derechos que se han visto afectados derivados de las ac-
tuaciones administrativas especialmente por la expedición 
de actos administrativos de carácter particular. 

Para observar con mayor claridad la procedencia de la 
acción de tutela contra actos administrativos de carácter 
particular, tomaremos como referencia fáctica la reciente 
sentencia T- 234 de 2015; la acción se adelantó con oca-
sión de la expedición de resolución No. 909 de 1991 por 
parte del extinto Instituto Nacional de Vivienda de Interés 
Social y Reforma Urbana (INURBE), mediante el cual se 
reconoció pensión restringida de jubilación a uno de los 
ex empleados de esta corporación, con efectos retroacti-
vos desde el día 14 de julio de 19865. Aunado a esto, por 
su parte mediante Resolución No. 24566 de 1993, la Caja 
Nacional de Previsión  - CAJANAL ordenó el pago de la 
pensión de jubilación al accionante del caso a partir del 

27	  Hecho número 1 sentencia T-234 de 2015.



EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ EN LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES
¿SEGURIDAD JURÍDICA EN EL ORDENAMIENTO COLOMBIANO?

-    55    -

primero de mayo de 19936 en consecuencia7 el Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, por medio 
de Resolución revocó el acto administrativo que reconocía 
el pago de la pensión restringida de jubilación al petente. 

Finalmente la Contraloría General de la República decidió 
adelantar un proceso de responsabilidad fiscal en contra 
del accionante, por cuanto desde 1993 había recibido más 
de una asignación proveniente del erario infringiendo así el 
artículo 128 de la Constitución ordenando al demandante 
el reintegro de $25´782.961 de pesos como consecuencia 
del recibo de la doble asignación pensional8.   

La sala Octava de Revisión de la Corte Constitucional co-
noció del presente asunto y propuso como problema jurí-
dico el siguiente: 

(…) esta Sala de Revisión debe determinar si el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial vulneró el derecho al debido proce-
so del actor al revocar unilateralmente y sin el 
consentimiento de éste la Resolución No. 909 
de 1991 proferida por el INURBE en liquida-
ción (Sentencia T – 234 de 2015, 2015)

Como método de análisis del caso concreto, 
esta corporación hizo un estudio acerca de la 
procedibilidad excepcional de la acción de tu-
tela contra actos administrativos en donde en 
primera medida señaló el carácter residual y 
subsidiario de la misma en la siguiente forma: 

Como ha sido reiterado por esta Corporación, 
la acción de tutela es un mecanismo de origen 
constitucional de carácter residual y subsidia-
rio, encaminado a la protección inmediata de 

28	  Hecho número 2 sentencia T-234 de 2015.
29	  Hecho número 3 sentencia T-234 de 2015.
30	  Hechos número 4 y 5 sentencia T-234 de 2015.
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los derechos fundamentales de las personas 
que están siendo amenazados o conculcados. 
Ello  en consonancia con el artículo 86 de la 
Constitución, los artículos 6º numeral 1, del 
Decreto 2591 de 1991 que establecen como 
causal de improcedencia de la tutela: “[c]uan-
do existan otros recursos o medios de defensa 
judiciales, salvo que aquella se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.   La existencia de dichos meca-
nismos será apreciada en concreto, en cuanto 
a su eficacia, atendiendo las circunstancias 
en que se encuentre el solicitante”. El carácter 
subsidiario y residual de la acción de tutela ha 
servido a la Corte Constitucional para explicar 
el ámbito restringido de procedencia de las pe-
ticiones elevadas con fundamento en el artícu-
lo 86 de la Carta Política, más aún cuando el 
sistema judicial permite a las partes valerse de 
diversas acciones ordinarias que pueden ser 
ejercidas ante las autoridades que integran la 
organización jurisdiccional, encaminadas to-
das a la defensa de sus derechos. 

De igual manera, siguiendo la línea jurisprudencial traza-
da por esta corporación y con ocasión de un fallo derivado 
de la acción de tutela en contra de las actuaciones admi-
nistrativas de las autoridades aduaneras la Corte Consti-
tucional, en sentencia T-514 de 2003, estableció: 

La Corte concluye (i) que por regla general, la 
acción de tutela es improcedente como meca-
nismo principal para la protección de dere-
chos fundamentales que resulten amenazados 
o vulnerados con ocasión de la expedición de 
actos administrativos, como quiera que existen 
otros mecanismos tanto administrativos como 
judiciales para su defensa; (ii) que procede la 
acción de tutela como mecanismo transitorio 
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contra las actuaciones administrativas cuan-
do se pretenda evitar la configuración de un 
perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en 
estos casos el juez de tutela podrá suspender 
la aplicación del acto administrativo (artículo 
7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el 
mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 
2591 de 1991) mientras se surte el proceso 
respectivo ante la jurisdicción de lo contencio-
so administrativo (Sentencia de tutela 514 de 
2003, 2003).

Asimismo, esta corporación reseñando la sentencia T-1048 
de 2008, señaló acerca del ejercicio de la acción de tutela 
cuando es utilizada para controvertir actuaciones admi-
nistrativas que: 

La jurisprudencia de esta Corte ha estimado 
que la acción de tutela no es un medio alter-
nativo que pueda ser empleado en reempla-
zo de las acciones judiciales ordinarias, pues 
conllevaría el desconocimiento de la estructu-
ra jurisdiccional del Estado. Así, esta acción 
tampoco resulta procedente cuando el titular 
del derecho amenazado o vulnerado ha con-
tado con la posibilidad de ejercer las acciones 
ordinarias o especiales ante las autoridades 
jurisdiccionales, creadas para conocer de los 
litigios originados en actos de la administra-
ción (Sentencia de tutela 1048 de 2008, 2008).

Finalmente, la Corte dentro de este fallo señala que la ac-
ción de tutela contra actos administrativos es improceden-
te, sin embargo, aclara que esta podrá ser interpuesta de 
manera excepcional ante las siguientes circunstancias:

(i)	 Se compruebe la existencia de un  perjuicio 
irremediable;  

(ii)	 tomando en cuenta las particularidades del 
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caso concreto, el medio de defensa judicial or-
dinario carece de idoneidad y eficacia, así no 
se demuestre aquél.

Ahora bien, dentro del presente estudio la Corte Consti-
tucional, se dispuso señalar los requisitos para la proce-
dencia de la revocatoria de los actos administrativos sin 
consentimiento donde preciso lo siguiente: 

En consecuencia, la Administración única-
mente puede: (i) revocar su propio acto aún 
sin consentimiento del beneficiario, siempre 
que se agote como mínimo el procedimiento 
previsto en los artículos 14, 28, 34, 35 y 74 
del Código Contencioso Administrativo y que 
se identifiquen en la conformación del acto 
administrativo censurado conductas tipifi-
cadas en la ley penal, aunque no se den los 
otros elementos de la responsabilidad penal; 
(ii) revocar unilateralmente el acto propio 
cuando éste sea fruto de silencio administra-
tivo positivo de acuerdo al artículo 73 del Có-
digo Contencioso Administrativo; o (iii) debe-
rá acudir directa e indefectiblemente ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo 
si no identifican en el acto que las irregula-
ridades o anomalías constituyen conductas 
tipificadas en la ley penal (Sentencia T-234 
de 2015, 2015).

De esta manera la Corte Constitucional estimó que la ac-
tuación de la autoridad administrativa era violatoria del 
derecho al debido proceso confirmando la sentencia del 
fallador de instancia, en este caso, el Consejo de Estado, 
quien ordenara la revocatoria de las resoluciones por me-
dio de las cuales se prohibía el pago de la  de pensión así 
como las atinentes a la iniciación del proceso de respon-
sabilidad fiscal adelantado en contra del accionante por 
parte de la Contraloría General de la República. 
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Sobre este último aspecto, relativo a la revocatoria de los 
actos administrativos es preciso indicar que dentro del 
procedimiento que se surta para la supresión jurídica de 
este acto debe seguirse un procedimiento que en todo mo-
mento y lugar respete las garantías del administrado,

estando obligada a expresar en el acto de re-
vocatoria las circunstancias de ilicitud y pre-
sentar la totalidad de los elementos de con-
vicción que la llevaron a tomar tal decisión, lo 
que implica adelantar un procedimiento que 
le permita reunir dichos elementos de juicio 
(Tobo Rodríguez, 2012, p. 376). 

Acción de Tutela Contra Vías de Hecho Administrativas 

Así como se destaca la procedencia de la acción de tutela 
contra actos administrativos de carácter general y actos 
administrativos de carácter particular; de igual forma es 
importante señalar que esta acción procede frente a las 
llamadas vías de hecho administrativas dejando de lado 
aquella errónea idea de la improcedencia de la acción de 
tutela en contra de actuaciones administrativas.

Para ilustrar de manera correcta lo anterior, nos remiti-
mos a una acción de tutela revisada por la Corte Consti-
tucional Colombiana en donde en el año 1997 un grupo 
de las fuerzas militares decidió establecer una base mi-
litar en la finca denominada “EL CIPRES” en la vereda 
el Guayabal, allí señala el accionante que aproximada-
mente 150 a 200 soldados edificaron dentro su propiedad 
haciendo un helipuerto, rompiendo partes del terreno de 
propiedad del actor aparte de tener dinamitada la monta-
ña de la vereda aparte de continuos intentos de violación 
a la esposa del propietario dentro de la cabaña, tenien-
do como consecuencia final la desvaloración del bien por 
la estadía de esas personas (Sentencia de tutela 303 de 
1997, 1997)
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De esta forma la corte señala el carácter de aplicación di-
recta de la tutela en donde enseña: 

Por una parte, la Corte repite que el juez de tu-
tela no puede efectuar un análisis puramente 
formal de los hechos, sino que está obligado a 
empaparse de los que constituyen materia de 
la acción, a verificar si respecto de ellos el me-
dio judicial que le parece aplicable sirve efecti-
vamente para la inmediata y plena protección 
de los derechos fundamentales afectados, y si, 
aun existiendo la vía ordinaria, el peticionario 
afronta la posibilidad de un perjuicio irreme-
diable que haga imperioso el amparo transito-
rio personas (Sentencia de tutela 303 de 1997, 
1997).

Dentro del caso concreto, la Corte señala que la reivindica-
ción a la propiedad o posesión no era lo que se reclamaba 
en sede de tutela, ya que lo que el actor requería de manera 
urgente era la protección inmediata de sus derechos a la in-
violabilidad del domicilio, a la intimidad personal y familiar, 
al debido proceso, a la integridad personal y a la vida. 

Señala que el deber de las autoridades administrativas es 
velar porque sus actuaciones se realicen conforme a las 
disposiciones legales. Al respecto comenta: 

Por otra parte, las autoridades militares tam-
bién están obligadas, en todas sus gestiones, 
por la aludida garantía constitucional y, en 
consecuencia, no les está permitido actuar 
simplemente de hecho, para crear situaciones 
que no obedezcan a los mandatos de la Cons-
titución y de la ley. Aceptar lo contrario sig-
nificaría desconocer los fundamentos mismos 
del Estado de Derecho.

Dentro del mismo fallo esta corporación señala la improce-
dencia de la ocupación de inmuebles debido a la relación 
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de un conflicto armado como constitutivo de guerra, de 
esta manera estableció claramente que “no todo conflicto 
armado constituye guerra”.  Para de esta manera ordenar: 

“(…) concederse la tutela incoada por GERAR-
DO DE JESÚS GALLO BOTERO. En conse-
cuencia, ORDENASE al Comandante del Ba-
tallón Ayacucho, del Ejército Nacional, que, 
si ya no lo hubiere hecho y si dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la no-
tificación de este fallo el propietario no diere 
autorización espontánea, expresa y escrita so-
bre la permanencia de las tropas en su predio, 
ordene la inmediata evacuación de la finca de-
nominada “EL CIPRES”, ubicada en el paraje 
“EL GUAYABAL”, en el municipio de Pensilva-
nia (Caldas), de propiedad del actor, la cual 
debe tener lugar a más tardar dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la notificación de 
este fallo. El desalojo comprenderá tanto la sa-
lida del personal militar como el retiro de bie-
nes, armas, municiones e instalaciones que se 
hubieren establecido en el inmueble. El actor 
iniciará y tramitará por las vías ordinarias de 
carácter administrativo la reclamación de las 
indemnizaciones que le puedan corresponder, 
según el artículo 59 de la Constitución. Terce-
ro. - envíense copias del expediente y de esta 
providencia al Procurador General de la Na-
ción para lo de su cargo (Sentencia de tutela 
303 de 1997, 1997).

Para confirmar lo anterior, en sentencia SU-772 del año 
2014 esta Corporación decidió hacer un estudio porme-
norizado acerca de la procedencia de la acción de tutela 
contra actuaciones administrativas, especialmente contra 
actos administrativos que constituyen vía de hecho, a tra-
vés de la exposición de un caso de una señora que fue des-
pojada en su vivienda de una mercancía proveniente del 
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extranjero, por parte de la Policía Nacional, sin que media-
ra una orden de allanamiento impartida por la autoridad 
competente, sostuvo que una vía de hecho reiterando lo 
sostenido en sentencia T-590 de 2002:   

Una determinación arbitraria adoptada 
por el juez, o a una omisión del mismo 
carácter, en virtud de la cual se atropella 
el debido proceso, se desconocen garan-
tías constitucionales o se lesionan dere-
chos básicos de las personas, en razón 
de una flagrante desobediencia a lo pres-
crito por la Constitución y la ley.

(…) únicamente se configura la vía de 
hecho cuando pueda establecerse sin  
género de dudas una transgresión evi-
dente y grave del ordenamiento jurídico, 
de tal entidad que rompa por completo el 
esquema de equilibrio procesal instaura-
do en las normas aplicables. 

De esta manera el máximo tribunal Constitucional decidió 
amparar los derechos de la accionante que se habían visto 
vulnerados por el gobierno. 

También,   dentro de la sentencia de unificación 772 de 
2014, la Corte puso a consideración el caso de un agente 
de policía que fue desvinculado por “voluntad del gobier-
no” de acuerdo con las facultades contenidas en el artículo 
4º de la Ley 857 de 2003, sin que le fuera permitido ejercer 
el derecho de contradicción, en especial en lo que refiere 
al concepto que para su retiro diera la Junta Asesora del 
Ministerio de Defensa para la Policía Nacional, la Corte 
reiteró lo que se debe entender por vía de hecho adminis-
trativa precisando: 

(…) Se puede decir entonces, que una vía de 
hecho se produce cuando quien toma una 
decisión, sea ésta de índole judicial o admi-
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nistrativa, lo hace de forma arbitraria y con 
fundamento en su única voluntad, actuando 
en franca y absoluta desconexión con el orde-
namiento jurídico. 

      En esa oportunidad, la Corte amparó los derechos del 
accionante por considerar que la Policía había actuado de 
manera arbitraria al tomar la decisión de separar del cargo 
al accionante sin justificación alguna (Sentencia de Unifi-
cación SU – 772 de 2014, 2014).

      De este modo, la corporación determinó el reconoci-
miento de las vías de hecho en el campo de las actuacio-
nes y procesos administrativos quitando de tajo la creen-
cia errónea de los límites restrictivos de la acción de tutela 
reiterando lo señalado en sentencia t-076 de 2011: 

Así las cosas, para que se configure una vía 
de hecho administrativa, se requiere que al 
igual que en la vía de hecho judicial, se ma-
terialice alguna de las causales de proceden-
cia de la acción de tutela contra decisiones 
judiciales, puesto que si bien se trata de es-
cenarios diferentes, tales supuestos descri-
ben las formas más usuales de afectación del 
derecho al debido proceso. Por ende, dichas 
causales de procedencia “han servido como 
instrumento de definición conceptual para 
los jueces constitucionales, quienes determi-
nan si los defectos que estas describen son 
comprobados en la actuación administrativa 
objeto de análisis.

Requisitos de Procedencia de la Acción de Tutela en 
Contra de Actuaciones Administrativas 

Al respecto se pronunció la Corte en la sentencia T- 076 
de 2011, en la que estudió un caso en el que el INCODER 
declaró extinto en favor de la Nación el derecho de dominio 
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sobre un predio rural, porque supuestamente el inmueble 
no había sido explotado económicamente, vulnerando los 
derechos de las personas que los habitaban (Sentencia T- 
076 de 2011, 2011). 

Dentro de esta providencia el alto tribunal señaló que los 
requisitos necesarios para la procedencia de la acción de 
tutela en contra de actuaciones administrativas, dada la 
complejidad del asunto se transcribirá in extenso las cau-
sales de procedibilidad de la acción de tutela contra actua-
ciones administrativas: 

Defecto orgánico: que se estructura cuando la 
autoridad administrativa que profiere el acto 
objeto de reproche constitucional carecía abso-
lutamente de competencia para expedirlo. Se 
trata, por ende, de una situación extrema, en 
donde resulta irrazonable sostener que dicha 
autoridad estaba investida de la facultad de 
adoptar la decisión correspondiente. 

 Defecto procedimental absoluto: el cual se 
predica de la actuación administrativa, cuan-
do ha sido tramitada completamente al mar-
gen del procedimiento establecido por el or-
denamiento jurídico. Este vicio tiene carácter 
cualificado, puesto que para su concurrencia 
se requiere que (i) no exista ningún motivo 
constitucionalmente válido o relevante que 
permitiera sobreseer el procedimiento aplica-
ble; (ii) las consecuencias de ese desconoci-
miento involucren una afectación verificable 
de las garantías constitucionales, en especial 
del derecho al debido proceso; y (iii) que el de-
fecto observado no haya sido solucionado a 
través de los remedios previstos por la ley para 
subsanar errores en el procedimiento.

Defecto fáctico: que se demuestra cuando la 
autoridad administrativa ha adoptado la de-
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cisión bajo el absoluto desconocimiento de los 
hechos demostrados dentro de la actuación. 
Este defecto, al igual que el anterior, tiene na-
turaleza cualificada, puesto que para su es-
tructuración no basta plantear una diferencia 
de criterio interpretativo respecto a la valora-
ción probatoria que lleva a cabo el funciona-
rio, sino que debe demostrarse la ausencia de 
vínculo entre los hechos probados y la deci-
sión adoptada. Además, el error debe ser de 
tal magnitud que resulte dirimente en el sen-
tido del acto administrativo, de modo que de 
no haber ocurrido, el acto hubiera tenido un 
sentido opuesto al adoptado.          

Defecto material o sustantivo: el cual concurre 
cuando la autoridad administrativa profiere el 
acto a partir de la aplicación de normas inexis-
tentes, inconstitucionales, declaradas ilegales 
por la jurisdicción contenciosa o abiertamen-
te inaplicables para el caso concreto. La ju-
risprudencia también ha contemplado que la 
interpretación irrazonable de las reglas jurí-
dicas es una causal de estructuración de de-
fecto sustantivo, evento en el que se exige una 
radical oposición entre la comprensión co-
múnmente aceptada del precepto y su aplica-
ción por parte de la autoridad administrativa, 
situación que encuadra en lo que la doctrina 
define como interpretación contra legem.

Error inducido o vía de hecho por consecuen-
cia: defecto que se predica cuando la autoridad 
administrativa adopta una decisión contraria 
a los derechos fundamentales de las partes in-
teresadas, debido a la actuación engañosa por 
parte de un tercero. 

Falta de motivación: que corresponde a los 
actos administrativos que no hacen expresas 



-    66    -

JUAN SEBASTIÁN HERNÁNDEZ YUNIS

las razones fácticas y jurídicas que le sirven 
de soporte. Este defecto ha tenido un profun-
do desarrollo por la jurisprudencia constitu-
cional, la cual ha señalado que la motivación 
del acto administrativo es un aspecto central 
para la garantía del derecho al debido proceso 
de las partes, puesto que la ausencia de tales 
premisas impide expresar cargos de ilegalidad 
o inconstitucionalidad ante la jurisdicción 
contenciosa distintos al de desviación de po-
der de que trata el artículo 84 C.C.A., lo que 
a su vez conlleva una grave afectación, tanto 
del derecho de defensa del afectado, como del 
principio de publicidad propio de la función 
administrativa. Esta postura ha llevado a que 
la jurisprudencia de esta Corporación haya 
previsto que incluso en los eventos en que el 
ordenamiento confiere a determinadas autori-
dades administrativas la potestad discrecional 
para adoptar ciertas decisiones, tal facultad 
no puede entenderse como un ámbito para el 
ejercicio arbitrario del poder, lo que implica 
que en ese escenario también deba hacerse 
expresa la motivación de la decisión. 

Desconocimiento del precedente constitucio-
nal vinculante: defecto que ocurre cuando la 
autoridad administrativa obra, de forma in-
justificada, en contravía del contenido y al-
cance de los derechos fundamentales que ha 
realizado, con efectos obligatorios, la Corte 
Constitucional. 

Violación directa de la Constitución, lo que se 
predica del acto administrativo que descono-
ce, de forma específica, normas de la Carta 
Política. Ello se evidencia cuando la Consti-
tución prevé reglas positivas particulares con 
efecto inmediato, que determinan consecuen-
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cias jurídicas verificables y, a pesar de ello, la 
autoridad desconoce esos mandatos o profiere 
actos que contradicen las reglas mencionadas. 
(Sentencia T – 076 de 2011, 2011). 

Con fundamento en lo anterior, la Corte concedió el am-
paro solicitado, debido a que encontró que el acto admi-
nistrativo que precedió la declaración de extinción de do-
minio a favor de la Nación sobre una parte del predio rural 
en mención, no estuvo motivado, incurriéndose en el de-
fecto de falta de motivación. 

De esta manera es factible determinar que la constitucio-
nalización del derecho en especial el derecho administra-
tivo ha sido un fenómeno que efectivamente se ha efectivi-
zado en nuestro estado, así mismo, es claro que el derecho 
fundamental al debido proceso no solo es aplicable a la 
materia judicial sino que también es predicable dentro de 
las actuaciones y procesos de carácter administrativo.

Ahora bien, en los casos en los que la actuación de las au-
toridades respectivas carezcan de fundamento objetivo y 
sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria 
y caprichosa que traiga como consecuencia la vulneración 
de derechos fundamentales de un individuo en particu-
lar, nos encontraremos frente a lo que se ha denominado 
como vía de hecho, y para superarla resulta procedente 
(excepcionalmente) el amparo judicial. 

Del Ejercicio Indiscriminado de la Acción de Tutela 
Contra Actos Administrativos 

De igual forma, el alto tribunal Constitucional se ha pro-
nunciado acerca de las nefastas consecuencias que aca-
rrea el ejercicio indiscriminado de la acción de tutela en 
contra de las actuaciones administrativas, ante la existen-
cia de otros mecanismos de defensa judicial, al respecto 
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ha referido lo siguiente: 

(…) la paulatina sustitución de los mecanis-
mos ordinarios de protección de derechos y de 
solución de controversias por el uso indiscri-
minado e irresponsable de la acción de tutela 
entraña (i) que se desfigure el papel institu-
cional de la acción de tutela como mecanismo 
subsidiario para la protección de los derechos 
fundamentales, (ii) que se niegue el papel pri-
mordial que debe cumplir el juez ordinario en 
idéntica tarea, como quiera que es sobre todo 
éste quien tiene el deber constitucional de ga-
rantizar el principio de eficacia de los dere-
chos fundamentales (artículo 2 Superior)[5] y 
(iii) que se abran las puertas para desconocer 
el derecho al debido proceso de las partes en 
contienda, mediante el desplazamiento de la 
garantía reforzada en qué consisten los pro-
cedimientos ordinarios ante la subversión del 
juez natural (juez especializado) y la transfor-
mación de los procesos ordinarios que son por 
regla general procesos de conocimiento (no 
sumarios) (Sentencia T–234 de 2015, 2015)

Entonces, una vez explorada la acción de tutela dentro 
del ámbito administrativo, es pertinente hacer un somero 
estudio acerca del ejercicio de la acción de tutela, esta vez, 
desde el campo judicial, cuando es utilizada como medio 
para la defensa ante las providencias y sentencias con vio-
lación de los derechos fundamentales emitidas por el juez 
ordinario y excepcionalmente por el juez constitucional. 
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Acción de Tutela Contra 
Providencias Judiciales (Tcpj)

El desarrollo de la acción de tutela contra providencias 
judiciales en Colombia ha sido un tema de gran relevancia 
constitucional, pues ha sido punto de grandes discusiones 
y choques de carácter dogmático, situación que dio paso al 
denominado “choque de trenes” que alude a esa confronta-
ción entre las altas cortes de decisión judicial cada vez que 
el máximo órgano constitucional decide modificar, revocar 
o anular providencias dictadas por dichas corporaciones. 

En nuestro país, la historia acerca de este tema pasa ya 
de los veinte años y el desarrollo sobre este ha venido y se-
guirá siendo objeto de varias controversias y debates tanto 
judiciales y políticos, como académicos, siendo este último 
el objeto del presente escrito; sin embargo, antes de aden-
trarnos a hablar sobre este particular, nos remontaremos 
varios siglos atrás, en donde encontraremos los primeros 
pasos que se dieron en la creación de la Corte Constitucio-
nal Colombiana (Hernández Yunis, 2013).

La Corte Constitucional fue creada por la actual Constitu-
ción Política, vigente desde el 7 de julio de 1991. La Corte 
es un organismo perteneciente a la rama judicial del Poder 
Público y se le confía la guarda de la integridad y suprema-
cía de la Carta Política. 

Sus funciones, descritas en el artículo 241 de la Consti-
tución, consisten en decidir sobre las demandas de cons-
titucionalidad que promuevan los ciudadanos contra las 
leyes, los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobier-
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no y los actos legislativos reformatorios de la Constitución; 
resolver sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una Asamblea Constituyente para refor-
mar la Constitución; decidir sobre la constitucionalidad 
de los referendos sobre leyes, las consultas populares y 
los plebiscitos del orden nacional; ejercer el control cons-
titucional sobre los decretos legislativos dictados por el 
Gobierno al amparo de los estados de excepción; decidir 
definitivamente acerca de las objeciones por inconstitucio-
nalidad que el Gobierno formule contra proyectos de ley 
y de manera integral y previa respecto a los proyectos de 
ley estatutaria aprobados por el Congreso; resolver acerca 
de las excusas para asistir a las citaciones realizadas por 
el Congreso en los términos del artículo 137 de la Carta; 
decidir sobre la exequibilidad de los tratados internaciona-
les suscritos por el Estado colombiano y de las leyes que 
los aprueben y revisar las decisiones judiciales relaciona-
das con la acción de tutela de los derechos constituciona-
les prevista en el artículo 86 de la Constitución (CORTE 
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, 2012)

Mediante la acción de tutela, todos los jueces, y primor-
dialmente la Corte Constitucional, han fijado el alcance 
de los derechos, y de este modo han otorgado un conteni-
do más exacto a las normas constitucionales, a partir del 
estudio y de la decisión de casos concretos. La acción de 
tutela implicó un cambio bastante fuerte en nuestro siste-
ma jurídico. Este cambio no ha sido tranquilo, sino que ha 
generado un profundo debate dentro del sistema debido a 
que las acciones ordinarias del derecho común y adminis-
trativo se vieron relegadas por una acción extraordinaria 
- la tutela -, que junto a otra serie de acciones constitucio-
nales, son vistas por las personas como rápidas, sencillas 
y eficaces, frente a la parsimonia y complejidad de las ac-
ciones ordinarias. 

El surgimiento de la Corte Constitucional no causa por sí 
mismo estos cambios de fondo en el sistema. Lo novedoso 
de la Constitución de 1991 se encuentra en el ejercicio 
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simultáneo de todos los jueces de la jurisdicción constitu-
cional respecto de la acción de tutela. Por vía de revisión, 
la Corte ejerce una competencia que la ubica por encima 
de cualquier otra autoridad. El “sistema jurídico colom-
biano había sido diseñado a partir de una clara separa-
ción entre las jurisdicciones, anclada en la separación 
del poder moderna, ajena a nuestra tradición hispánica” 
(Moreno Ortiz, 2006). 

La Constitución de 1991 estableció nuevas jurisdicciones 
parcialmente separadas entre sí ya que finalmente, en 
el caso de la acción de tutela, las hace concurrir en una 
sola que es la jurisdicción constitucional. Esta concurren-
cia implica una alteración en la jerarquía judicial, pues 
en materia de tutela el único órgano de cierre es la Corte 
Constitucional. 

Esa jerarquía judicial a la cual se hace referencia, ha pre-
sentado lo que parece ser un colapso, que deja visibles va-
rios puntos críticos: uno de ellos es el debilitamiento de las 
acciones y procesos ordinarios, debido al alcance efectivo 
de la acción de tutela. Otro es el rompimiento del equili-
brio tanto entre autoridades judiciales como entre juris-
dicciones, debido a ese ejercicio conjunto de la jurisdicción 
constitucional. 

En el caso de la acción de tutela se ve una constante ten-
sión sobre el tema de la procedencia. En lo que a la Corte 
Constitucional refiere, el conflicto suscitado gira en torno 
de su competencia. Los dos aspectos mencionados con-
fluyen en un mismo punto: la tutela contra providencias 
judiciales. 

El criterio que se ha tenido en cuenta durante todos estos 
años para permitir que un Juez Constitucional logre revo-
car providencias proferidas dentro de un proceso que se 
encuentre en firme, es excepcional. En principio, el análi-
sis de la procedencia nos sitúa en un plano en el que esta 
actuación rompe con algunos principios tales como el de 
la autonomía judicial, cosa juzgada material, igualdad de 
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las partes ante la ley, el debido proceso y demás indivi-
duos a los que se les han reconocido derechos mediante 
sentencia de fondo, empero, también se hace un análisis 
en el que prima la relevancia de los derechos consagrados 
en la Constitución y que deben ser protegidos mediante la 
acción de tutela.

 Tristemente estamos bajo la operancia de un aparato judi-
cial donde cada día se surten decisiones ilegales, erradas, 
y caprichosas, lo cual permite la procedencia de la Acción 
de Tutela en contra de providencias judiciales puesto que 
aquellos que acuden a la jurisdicción no pueden estar su-
jetos a este tipo de situaciones, por lo que la Corte Consti-
tucional ha sido clara en establecer que la acción de tutela 
no debe ser usada para revocar las decisiones  judiciales 
proferidas en anteriores instancias, sino encaminada a 
proferir sentencias que salvaguarden  los derechos funda-
mentales de las personas. Así lo manifestó la Corte Cons-
titucional en la  Sentencia T-162 de 2005, con Magistrado 
Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra: 

(…) En efecto, la decisión judicial no consiste 
en la imposición irreflexiva de las consecuen-
cias previstas en las normas, sin una evalua-
ción particularizada de la situación de hecho 
sujeta a examen, para determinar que ella sea 
realmente la premisa de aplicación de la dis-
posición. 

La actividad judicial debe estar presidida por la 
virtud de la prudencia, que exige al juez obrar 
con cautela, moderación y sensatez a la hora 
de aplicar la ley, más cuando, como en el caso 
de autos, la aplicación automática de las nor-
mas puede conducir a una restricción excesi-
va de derechos fundamentales, en este caso el 
derecho al debido proceso, concretamente en 
sus garantías de defensa y contradicción (Sen-
tencia de Tutela 162 de 2005, 2005).
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En primera medida la Corte analizó la subsidiariedad e 
inmediatez de la acción de tutela, dejando en claro que 
la tutela no se podría interponer como alternativo de los 
ordinarios debido a su carácter residual y de la misma 
manera, aclara la inmediatez de esta en tanto que aduce 
la presunta importancia del derecho fundamental que se 
ha visto vulnerado y que por tanto requiere de una solu-
ción inmediata. De esta manera esta corporación judicial 
sostuvo lo siguiente:

(…) Tiene, pues, esta institución, como dos de 
sus caracteres distintivos esenciales (los de 
mayor relevancia para efectos de considerar el 
tema que ahora se dilucida) los de la subsidia-
riedad y la inmediatez; el primero por cuanto 
tan solo resulta procedente instaurar la acción 
cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, a no ser que busque evi-
tar un perjuicio irremediable (art. 86, inc. 3, 
Constitución Política); el segundo, puesto que 
no se trata de un proceso sino de un remedio 
de aplicación urgente que se hace preciso ad-
ministrar en guarda de la efectividad concreta 
y actual del derecho sujeto a violación o ame-
naza (Sentencia de tutela 001 de 1992, 1992)

Asimismo, vemos como diecisiete años después la misma 
Corte Constitucional manifiesta que: 

(..) 1.4 Por otra parte, la excepcionalidad de 
la acción garantiza que las sentencias judi-
ciales estén amparadas adecuadamente por 
el principio de cosa juzgada que prescribe su 
inmutabilidad, y que los jueces conserven sus 
competencias, autonomía e independencia al 
decidir los casos de los que conocen. 1.5 En 
la preservación de estos principios adquieren 
un papel protagónico los requisitos generales 
de procedencia formal de la acción, subsidia-
riedad e inmediatez. El primero, asegura la in-
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dependencia y autonomía judicial pues el peti-
cionario sólo puede acudir a la tutela una vez 
haya agotado los mecanismos previstos por el 
sistema jurídico; el segundo, por su parte, evi-
ta que se dé una erosión muy acentuada de la 
seguridad jurídica y la cosa juzgada, y así pre-
serva la intangibilidad de las sentencias ejecu-
toriadas, toda vez que, transcurrido un tiempo 
razonable no es posible que sean cuestionadas 
por un supuesto desconocimiento de derechos 
fundamentales. Por ello, se afirma que la cosa 
juzgada adquiere una dimensión sustancial: 
las sentencias se protegen en la medida en 
que aseguran no solo seguridad jurídica, sino 
un mínimo de justicia material (Sentencia de 
Tutela 264 del 2009, 2009)

De la misma manera el principio de la Cosa Juzgada tam-
bién fue estudiado por la Corte Constitucional. Frente a 
este, la Corte analizó “lo inmutable, intangible, definitivo, 
indiscutible y obligatorio” de aquellas sentencias emitidas 
por los jueces de instancia que hace surgir  el principio de 
la Cosa Juzgada y crean por tanto la seguridad jurídica 
como derivado del Debido Proceso.9 Esto nos lleva a que 
una vez surtidos todos los trámites pertinentes se profiera 
una sentencia que no puede ser revisada excepto en algu-
nos casos que resultan extraordinarios como por ejemplo 
la casación o la revisión. Es así como la procedencia mis-
ma del amparo del derecho que se llegue a solicitar ha de 
ser muy excepcional y en todo momento velando por la 
protección del derecho fundamental evitando que se cau-
se un perjuicio irremediable; en ese momento sí podemos 
hablar de la procedencia de la acción de tutela contra pro-
videncias judiciales.

31	 La sentencia T-766 de 2008, hace una recopilación desde la sentencia C-543 de 
1992 hasta la fecha en que se profiere el fallo, en donde estudia la procedencia de 
la acción de tutela contra sentencias que gozan del principio de cosa juzgada ante 
la prevalencia del derecho fundamental del debido proceso. Ver también sentencias 
T-079/08; T-158/93; T-231/34; C-590/05. 
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Asimismo, nos permite entender que a pesar del estricto 
cumplimiento legal en el proceso y el velar por la protec-
ción de la seguridad jurídica, se ponen en riesgo los dere-
chos fundamentales debido a que el director del proceso, 
es decir el juez, es una persona que puede llegar a errar. 
Así, el error que se pueda cometer y que se pueda atribuir 
al juez de instancia, puede suponer una violación directa 
de los derechos fundamentales de las personas y por ende, 
la consumación de un perjuicio irremediable y si la tutela 
no es efectiva para salvaguardarlos pierde por completo su 
identidad. Por tal razón, en dado caso el Juez Constitu-
cional puede revisar si se ha presentado violación alguna 
de derechos fundamentales del administrado y de ser esto 
cierto, entonces restablecer los mismos y evitar el perjuicio 
irremediable. 

Para verificar lo anterior, tenemos como ejemplo cómo se 
genera el precedente jurisprudencial para la Corte Consti-
tucional en donde la sentencia C-543 de 1992 que da vía 
libre a los administrados para interponer acción de tutela 
contra providencias judiciales y el 23 de febrero de 1993 
ya empezaron a reiterar posiciones, como se evidencia en 
la sentencia T-079 de 1993:

Una actuación de la autoridad pública se tor-
na en una vía de hecho susceptible del control 
constitucional de la acción de tutela cuando la 
conducta del agente carece de fundamento ob-
jetivo, obedece a su sola voluntad o capricho y 
tiene como consecuencia la vulneración de los 
derechos fundamentales de la persona.

Siguiendo con el desarrollo jurisprudencial de la Corte 
Constitucional, encontramos el siguiente análisis que fue 
utilizado en la sentencia T-368 de 1993 (Sentencia de tu-
tela 368 de 1993, 1993) de la siguiente manera: 

No es la apariencia de una decisión, sino su 
contenido, lo que amerita la intangibilidad 
constitucionalmente conferida a la autonomía 
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funcional del juez. Hay que distinguir entre 
providencias judiciales y las vías de hecho. 
Las primeras son invulnerables a la acción 
de tutela en cuanto corresponden al ejercicio 
autónomo de la decisión judicial y respecto 
de las cuales existen, dentro del respectivo 
proceso, los medios de defensa judiciales es-
tablecidos por el ordenamiento jurídico. Las 
segundas son apariencias de providencias ju-
diciales que vulneran los derechos básicos de 
las personas. De suerte que la violación de la 
Constitución Política por parte de la autoridad 
judicial puede ser atacada mediante la acción 
de tutela, siempre y cuando se cumplan los 
presupuestos contemplados en el artículo 86 
de la Carta y no exista otro medio de defensa 
judicial para la adecuada protección del dere-
cho fundamental lesionado. 

Concluimos afirmando que, la Acción de Tutela contra pro-
videncias judiciales surge a partir del momento en el que 
se declaran inexequibles los Arts. 11, 12 y 40 del Decreto 
2591 de 1991, y posteriormente la Corte Constitucional da 
inicio a su labor de reiterar jurisprudencia en pro de crear 
el precedente jurisprudencial que de forma clara establece 
aquellos criterios de procedibilidad de la acción de tutela 
en estos casos excepcionales, y que en un principio se de-
nominaron vías de hecho para posteriormente convertir-
se en las llamadas causales genéricas de procedibilidad, 
tema que será objeto de estudio en otra oportunidad. 

      Desde el punto de vista judicial la Corte Constitucional 
colombiana le ha dado un tratamiento especial, en el sen-
tido de garantizar la procedencia de la misma cuando se 
esté ante la violación de derechos fundamentales. 

     Desde el punto de vista del ciudadano afectado, vale 
la pena mencionar que esta acción posee un requisito de 
especialidad para su interposición refiriendo con ello, la 
complejidad que acarrea el ejercicio de este mecanismo de 
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defensa judicial por los motivos que se exponen a conti-
nuación: 

a)	 Es primordial señalar la improcedencia de la acción 
de tutela contra providencias judiciales, pues así lo 
dispuso la Corte Constitucional mediante sentencia 
C-543 de 1992 que declaró inexequible el artículo 40 
del decreto 2591 de 1991, de tal suerte que el ciuda-
dano que pretenda adelantar este tipo de acción 
se encontrará ante esta situación. No obstante vía 
jurisprudencial, la Corte Constitucional determinó 
que sí es posible interponer esta acción siempre y 
cuando se esté ante la violación de derechos funda-
mentales, evitando convertir esta acción en una 
tercera instancia, remarcando así, su carácter resi-
dual (Sentencia de Constitucionalidad 543 de 1992, 
1992).

b)	 Ha quedado claro que la acción de tutela es un me-
canismo de protección de tipo subsidiario, de esta 
manera mediante la vía jurisprudencial, el máximo 
tribunal estableció una serie de requisitos habilitan-
tes para el ejercicio de esta acción, igualmente esta 
corporación precisó una serie de condiciones gene-
rales y especiales que deben cumplirse al momento 
de ejercer la acción  de tutela contra providencias 
judiciales; en consecuencia, cuando se está ante la 
práctica de este último mecanismo, es normal que 
se exija por parte del ciudadano y del juez cierta 
rigurosidad y una gran carga argumentativa tanto 
para sostener de manera sólida los motivos de inter-
posición de esta acción así como para la fundamen-
tación adecuada por parte del operador judicial de 
las razones que le permitieron adoptar su decisión 
(Quiroga Natale, 2014, p. 86).
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Fundamento Constitucional y Legal de la Acción de 
Tutela Contra Providencias Judiciales 

En primera medida y de conformidad con el multicitado 
artículo 86 Constitucional10

32, la acción de tutela contra pro-
videncias judiciales nace a la vida jurídica con tal dispo-
sición. 

Esta acción tiene un carácter preferente con el objetivo de 
buscar una protección oportuna y eficaz de los derechos 
fundamentales, así las cosas, el legislador mediante el de-
creto 2591 de 1991 decidió reglamentar este mecanismo 
de defensa, en específico en lo atinente a tutela contra pro-
videncias judiciales de la siguiente manera: 

Artículo 11. Caducidad. La acción de tutela 
podrá ejercerse en todo tiempo salvo la dirigi-
da contra sentencias o providencias judiciales 
que pongan fin a un proceso, la cual caducará 
a los dos meses de ejecutoriada la providencia 
correspondiente.3311

Artículo 40. Competencia especial. Cuando 
las sentencias y las demás providencias judi-
ciales que pongan término a un proceso, pro-
feridas por los jueces superiores, los tribuna-

32	 Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo mo-
mento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o 
por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucio-
nales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

	 La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita 
la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumpli-
miento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, este lo remitirá 
a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

	 Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defen-
sa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable.

	 En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y 
su resolución.

	 La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particula-
res encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave 
y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en 
estado de subordinación o indefensión”. 

33	 Artículo declarado inexequible mediante sentencia C-543 de 1992. 
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les, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo 
de Estado, amenacen o vulneren un derecho 
fundamental, será competente para conocer 
de la acción de tutela el superior jerárquico 
correspondiente.

Cuando dichas providencias emanen de Ma-
gistrados, conocerá el Magistrado que le siga 
en turno, cuya actuación podrá ser impugna-
da ante la correspondiente sala o sección.

Tratándose de sentencias emanadas de una 
sala o sección, conocerá la sala o sección que 
le sigue en orden, cuya actuación podrá ser 
impugnada ante la sala plena correspondiente 
de la misma Corporación.

Parágrafo 1º. La acción de tutela contra tales 
providencias judiciales sólo procederá cuando 
la lesión del derecho sea consecuencia directa 
de éstas por deducirse de manera manifiesta 
y directa de su parte resolutiva, se hubieren 
agotado todos los recursos en la vía judicial 
y no exista otro mecanismo idóneo para re-
clamar la protección del derecho vulnerado o 
amenazado. Cuando el derecho invocado sea 
el debido proceso, la tutela deberá interponer-
se conjuntamente con el recurso procedente.

Quien hubiere interpuesto un recurso, o dis-
ponga de medios de defensa judicial, podrá 
solicitar también la tutela si ésta es utiliza-
da como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable. También podrá ha-
cerlo quien, en el caso concreto, careciere de 
otro mecanismo de defensa judicial, siempre y 
cuando la acción sea interpuesta dentro de los 
60 días siguientes a la firmeza de la providen-
cia que hubiere puesto fin al proceso.
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La tutela no procederá por errónea interpre-
tación judicial de la ley ni para controvertir 
pruebas.

Parágrafo 2º. El ejercicio temerario de la ac-
ción de tutela sobre sentencias emanadas 
de autoridad judicial por parte del apodera-
do será causal de sanción disciplinaria. Para 
efectos, se dará traslado a la autoridad corres-
pondiente.

Parágrafo 3º. La presentación de la solicitud 
de tutela no suspende la ejecución de las sen-
tencias o de la providencia que puso fin al pro-
ceso.    

Parágrafo 4º. No procederá la tutela contra fa-
llos de tutela” (Decreto número 2591 de 1991, 
1991)

Para justificar la procedencia de la acción de tutela en con-
tra de providencias judiciales, cabe la pena señalar que 
la Corte Constitucional dentro de la sentencia C – 543 de 
1992 expresó que la labor del juez se corresponde con la 
administración de justicia y por tanto se convierte en una 
autoridad pública, susceptible de violar los derechos y ga-
rantías fundamentales.

Así mismo, el máximo tribunal de interpretación consti-
tucional precisó la naturaleza de la acción señalando que 
esta no podía convertirse en un elemento extensor de las 
decisiones judiciales de la siguiente forma:

Por ejemplo, nada obsta para que por la vía de 
la tutela se ordene al juez que ha incurrido en 
dilación injustificada en la adopción de deci-
siones a su cargo que proceda a resolver o  que 
observe con diligencia los términos judiciales, 
ni riñe con los preceptos constitucionales la 
utilización de esta figura ante actuaciones de 
hecho imputables al funcionario por medio de 
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las cuales se desconozcan o amenacen los de-
rechos fundamentales, ni tampoco cuando la 
decisión pueda causar un perjuicio irremedia-
ble, para lo cual sí  está constitucionalmen-
te autorizada la tutela pero como mecanismo 
transitorio cuyo efecto, por expreso mandato 
de la Carta es puramente temporal y queda 
supeditado a lo que se resuelva de fondo por el 
juez ordinario competente. En hipótesis como 
estas no puede hablarse de atentado alguno 
contra la seguridad jurídica de los asociados, 
sino que se trata de hacer realidad los fines 
que persigue la justicia. Pero, en cambio, no 
está dentro de las atribuciones del juez de tu-
tela la de inmiscuirse en el trámite de un pro-
ceso judicial en curso, adoptando decisiones 
paralelas a las que cumple en ejercicio de su 
función, quien lo conduce, ya que tal posibi-
lidad está excluida de plano en los conceptos 
de autonomía e independencia funcionales, a 
los cuales ya se ha hecho referencia. De nin-
gún modo es admisible, entonces, que quien 
resuelve sobre la tutela extienda su poder de 
decisión hasta el extremo de resolver sobre la 
cuestión litigiosa que se debate en un proceso, 
o en relación con el derecho que allí se contro-
vierte (Sentencia de Constitucionalidad 543 
de 1992, 1992)

Esta postura inicial de la Corte Constitucional permanecía 
en constante apelación al principio de seguridad jurídica, 
sin embargo, como observaremos a continuación, esta po-
sición jurisprudencial fue sufriendo una serie de modifica-
ciones para concebir y aceptar la tutela contra providen-
cias judiciales por la violación de derechos fundamentales 
y con una serie de requisitos especiales para su ejercicio. 

En lo atinente a la acción de tutela contra providencias ju-
diciales, la evolución de este mecanismo de defensa atra-
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vesó tres momentos histórico – dogmáticos para llegar a la 
concepción actual de la misma, en donde en pocas palabras 
inició con un estudio derivado de la primigenia sentencia C 
– 543 de 1992 con el ánimo de delimitar en primera instan-
cia la procedencia de la acción de tutela contra providencias 
judiciales de manera extraordinaria con la concepción del 
concepto de vía de hecho en materia judicial y administra-
tiva para posteriormente evolucionar hacia el concepto de 
causales de procedibilidad de la acción en contra de provi-
dencias judiciales finalizando con una línea jurisprudencial 
que marca los espacios de acción de este mecanismo de de-
fensa judicial – constitucional (Quiroga Natale E.A., 2012). 

Así las cosas, es mediante la sentencia que en el ejerci-
cio de control abstracto de constitucionalidad profiriera 
la Corte con radicado C-590 de 2005, donde se señaló la 
relevancia de la acción de tutela contra providencias judi-
ciales. Sobre el particular la Corte se ha pronunciado de la 
siguiente forma. 

La acción de tutela -o el llamado recurso de 
amparo o recurso de constitucionalidad- con-
tra sentencias constituye uno de los ejes cen-
trales de todo el sistema de garantía de los 
derechos fundamentales. Este instrumento se 
convierte no sólo en la última garantía de los 
derechos fundamentales, cuando quiera que 
ellos han sido vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de una autoridad judicial, 
sino que sirve como instrumento para introdu-
cir la perspectiva de los derechos fundamen-
tales a juicios tradicionalmente tramitados y 
definidos, exclusivamente, desde la perspecti-
va del derecho legislado. En otras palabras, la 
tutela contra sentencias es el mecanismo más 
preciado para actualizar el derecho y nutrirlo 
de los valores, principios y derechos del Esta-
do social y democrático de derecho (Sentencia 
de C-590 de 2005, 2005). 
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Al realizar un estudio de la acción de tutela contra provi-
dencias judiciales, la Corte Constitucional efectuando un 
análisis de su postura frente a este tema reafirmó la pro-
cedencia de esta acción constitucional en aquellos casos 
en que se estuviera ante la violación de las garantías ius 
fundamentales del ciudadano haciendo depender el amparo 
del cumplimiento de “ciertos y rigurosos requisitos de pro-
cedibilidad” (Quinche Ramírez, 2012, p.15), para lo cual de-
cidió establecer una diferenciación, clasificándolos en unos 
requisitos generales de procedencia que habilitan el ejer-
cicio de presentación e interposición de este medio consti-
tucional y otros de carácter específico para determinar su 
procedibilidad una vez incoado el medio constitucional. 

Respecto de los requisitos generales, el órgano de cierre 
constitucional indicó que estos se constituían en los si-
guientes:

Causales Genéricas y Especificas de Procedibilidad de 
la Acción de Tutela

A)	  Que la cuestión que se discuta resulte de eviden-
te relevancia constitucional.34 12

Para todos es claro que un Estado Social de Derecho el 

34	 En sentencia C-173 de 1993 la corte preciso lo siguiente: La revisión no es una 
tercera instancia ni tiene por presupuesto el adecuado trámite procesal de las 
etapas antecedentes. Corresponde a una verificación acerca de si en el caso concreto 
los jueces o tribunales de instancia dentro de la jurisdicción constitucional han 
ajustado sus decisiones a la preceptiva superior, particularmente en cuanto se 
refiere a la efectividad de los derechos fundamentales. Ello explica que los artículos 
31 y 32 del Decreto 2591 de 1991 hayan dispuesto el envío del expediente a esta 
Corte tanto en el caso de los fallos no impugnados como en el de las sentencias de 
segunda instancia. Repárese, además, en que el objeto de la decisión del superior 
jerárquico que niega la impugnación por falta de legitimación en causa -como 
acontece en el presente asunto- o por otro motivo, define únicamente que no habrá 
pronunciamiento de fondo en la segunda instancia, pero tal providencia no impide 
ni limita su propia revisión constitucional ni tampoco la del fallo impugnado. 
Se dan, entonces, dos posibilidades: que la Corte Constitucional no encuentre 
fundada la negativa de trámite a la impugnación y resuelva ordenarlo, devolviendo 
el expediente para que tenga cabal cumplimiento el derecho que la Constitución 
otorga a las partes, o que, hallándola ajustada al ordenamiento jurídico -como en 
esta oportunidad-, deba asumir el análisis material del primer fallo.
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respeto de las garantías iusfundamentales resulta pilar in-
modificable; de esta forma, un sinnúmero de situaciones 
donde se ven en juego los derechos fundamentales de los 
ciudadanos se presentan a diario, sin embargo, no todas 
resultan de relevancia jurídica para el estudio constitucio-
nal porque algunos de estas cuestiones serán de primor-
dial importancia dentro del estudio jurídico – dogmático 
de  cargo otras  jurisdicciones, so pena de desfigurar la 
naturaleza de esta acción constitucional y convertirla en 
un medio ordinario de defensa en sede judicial restándole 
la importancia merecida al recurso de amparo; en torno a 
esta cuestión expresa la Corte Constitucional el carácter 
del cual tiene que gozar este requisito: 

Como ya se mencionó, el juez constitucional 
no puede entrar a estudiar cuestiones que no 
tienen una clara y marcada importancia cons-
titucional so pena de involucrarse en asuntos 
que corresponde definir a otras jurisdicciones. 
En consecuencia, el juez de tutela debe indicar 
con toda claridad y de forma expresa por qué 
la cuestión que entra a resolver es genuina-
mente una cuestión de relevancia constitucio-
nal que afecta los derechos fundamentales de 
las partes (Sentencia C-590 de 2005, 2005). 

Lo anterior nos permite concluir que la necesidad del 
cumplimiento de este requisito se impone con el fin de ga-
rantizar la seguridad jurídica e independencia judicial y, 
evitando convertir a los operadores jurídicos en jueces de 
conocimiento usurpadores de las funciones de sus colegas 
bajo el pretexto de garantía en el respeto de los principios 
constitucionales. 
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B)	Que se hayan agotado todos los medios -ordina-
rios y extraordinarios-  de defensa judicial al al-
cance de la persona afectada, salvo que se trate 
de evitar la consumación de un perjuicio irreme-
diable a un derecho fundamental.35 13

Este requisito exige que el accionante analice el panora-
ma jurídico que le rodea, agote todos y cada uno de los 
recursos legales que le queden dentro de las instancias 
ordinarias para que pueda abrir el paso a la interposición 
de este mecanismo de defensa constitucional, claro está, 
cuando se vean vulnerados flagrantemente sus derechos 
fundamentales y se esté ante la presencia de un perjuicio 
irremediable. Al respecto señaló la Corte que: 

De allí que sea un deber del actor desplegar to-
dos los mecanismos judiciales ordinarios que 
el sistema jurídico le otorga para la defensa de 
sus derechos.  De no ser así, esto es, de asu-
mirse la acción de tutela como un mecanismo 
de protección alternativo, se correría el ries-
go de vaciar las competencias de las distintas 
autoridades judiciales, de concentrar en la ju-
risdicción constitucional todas las decisiones 
inherentes a ellas y de propiciar un desborde 
institucional en el cumplimiento de las funcio-
nes de esta última 

 

35	 Sentencia T- 504 del 2000: La acción de tutela entonces es subsidiaria, procede 
sólo cuando los derechos que se invocan como vulnerados no puedan ser protegidos 
por medios judiciales ordinarios, que tienen preferencia. Cuando el juez incurre en 
una vía de hecho, es posible corregir el error mediante los recursos establecidos 
dentro del proceso, la reposición, la apelación y el extraordinario de casación, 
reservándose la tutela para un momento posterior, cuando se han agotado los 
medios de defensa ordinarios, conservándose así su carácter residual. No es posible 
entonces, entablar la acción de tutela como si la jurisdicción constitucional fuera 
una jurisdicción paralela, para proteger derechos fundamentales cuya protección 
también se ha solicitado por otro instrumento procesal idóneo, desplazando al juez 
natural que existe para resolver el asunto en litigio, sobre todo tratándose de una 
interpretación judicial que en sí misma es una facultad del juez de conocimiento, 
y por consiguiente debe ser definido dentro de las instancias y las jerarquías 
establecidas dentro de la jurisdicción ordinaria.
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C)	  Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es 
decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un 
término razonable y proporcionado a partir del 
hecho que originó la vulneración.36 14 

Dado que dedicaremos un capítulo especial al desarrollo 
de este requisito, indicaremos que desde la declaratoria 
de inexequibilidad del término de caducidad en la acción 
de tutela, este fue suplido por el principio de inmediatez 
que exige una serie de requisitos para que lo acrediten. La 
Corte señaló acerca de este presupuesto: 

(…) de permitir que la acción de tutela pro-
ceda meses o aún años después de proferida 
la decisión, se sacrificarían los principios de 
cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre 
todas las decisiones judiciales se cerniría una 
absoluta incertidumbre que las desdibujaría 
como mecanismos institucionales legítimos de 
resolución de conflictos (Sentencia de C-590 
de 2005, 2005).

36	 Sentencia T – 315 de 2005. La situación descrita conduce a la Corte a preguntarse 
si la acción de tutela puede interponerse sin limitación temporal alguna o si, por el 
contrario, la persona interesada debe hacer uso de ella en un término razonable. La 
pregunta se torna especialmente importante cuando la acción de tutela se interpone 
contra una sentencia judicial proferida, prima facie, con el pleno de las garantías 
del debido proceso. En efecto, en estos casos la interposición extemporánea o tardía 
de una acción de tutela afecta el derecho a la firmeza de las decisiones judiciales 
en un plazo razonable, derecho que integra el derecho fundamental de acceso a la 
administración de justicia. 
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 D) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe 
quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o de-
terminante en la sentencia que se impugna y que afecta 
los derechos fundamentales de la parte actora.37 15

Dentro de este estudio, el máximo tribunal constitucional 
estableció que si bien dentro de un proceso de carácter ordi-
nario pueden presentarse errores de tipo procesal, se debe 
resaltar el hecho de que no siempre estos errores conducen 
a la modificación de la decisión judicial ni señalan expre-
samente una afectación desproporcionada de los derechos 
fundamentales de las partes del proceso precisando que: 

Respecto de la presunta existencia de una vía 
de hecho sustentada en la constatación de un 
defecto procedimental, la Corte ha señalado 
que, cuando el juez se desvía por completo del 
procedimiento fijado por la ley para dar trámite 
a determinadas cuestiones, está actuando “en 
forma arbitraria y con fundamento en su sola 
voluntad”. Así, por vía de ejemplo, está viciado 
todo proceso en el que se pretermiten eventos 
o etapas señaladas en la ley para asegurar el 
ejercicio de todas las garantías que se le reco-
nocen a los sujetos procesales de forma tal 
que, por ejemplo, (i.) puedan ejercer el derecho 
a una defensa técnica, que supone la posibi-

37	 El juez de tutela, al conocer de eventuales vulneraciones a los derechos fundamentales 
que puedan constituir vías de hecho, debe ser especialmente cauteloso, a fin de no 
desconocer los principios de independencia, imparcialidad e idoneidad en que se 
funda esta forma especial de administración de justicia. Los mecanismos adecuados 
para garantizar la protección de los derechos constitucionales y legales de quien 
resulta implicado en un juicio de esta naturaleza son los recursos ordinarios, 
es decir, la consulta ante el superior jerárquico y el recurso extraordinario de 
casación. Mientras se surten los instrumentos procesales mencionados, el juez 
constitucional debe ser en extremo cuidadoso y conceder la tutela solo en aquellos 
eventos en los cuales se pueda producir un perjuicio irremediable sobre un derecho 
fundamental como efecto de una indiscutible falta de competencia del funcionario 
judicial, de una ausencia absoluta y definitiva de pruebas, de la incongruencia 
evidente e incuestionable entre los hechos probados y el supuesto jurídico o de la 
violación grosera del procedimiento. En cualquier otro caso, el juez constitucional 
que conceda el amparo estaría actuando al margen del derecho.
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lidad de contar con la asesoría de un abogado 
–en los eventos en los que sea necesario -, 
ejercer el derecho de contradicción y presentar 
y solicitar las pruebas que considere perti-
nentes para sustentar su posición; (ii.) se les 
comunique de la iniciación del proceso y se 
permita su participación en el mismo  y (iii.) 
se les notifiquen todas las providencias profe-
ridas por el juez, que de acuerdo con la ley, 
deben serles notificadas”. (Sentencia de Unifi-
cación 159 de 2002, 2002)

No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sen-
tencia C-590 de 2005, si la irregularidad comporta una 
grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre 
con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse 
como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales 
derechos se genera independientemente de la incidencia 
que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación 
del juicio (Sentencia C-590 de 2005, 2005).

 

D)	Que la parte actora identifique de manera razo-
nable tanto los hechos que generaron la vulnera-
ción como los derechos vulnerados y que hubie-
re alegado tal vulneración en el proceso judicial 
siempre que esto hubiere sido posible.38 16

Esta regla para el ejercicio de la acción de tutela contra 
providencias judiciales pretende individualizar claramente 
los hechos que originaron la vulneración que se pone a dis-
cusión del Tribunal de tal manera que no puedan confun-
dirse con otros y así se pueda dotar al juez constitucional 
de los elementos necesarios para la toma de su decisión. 

38	 SENTENCIA C – 654 DE 1998 En consecuencia, como ya lo ha manifestado esta 
Corporación, corresponde al actor indicar con precisión en qué consiste la violación 
de su derecho a la defensa y de qué manera esta se refleja en la sentencia impugnada 
originando uno de los defectos antes mencionados, así como la vulneración ulterior de 
sus derechos fundamentales.
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Al respecto ha señalado la Corte Constitucional que: 

Esta exigencia es comprensible pues, sin que 
la acción de tutela llegue a rodearse de | unas 
exigencias formales contrarias a su naturale-
za y no previstas por el constituyente, sí es 
menester que el actor tenga claridad en cuan-
to al fundamento de la afectación de derechos 
que imputa a la decisión judicial, que la haya 
planteado al interior del proceso y que dé 
cuenta de todo ello al momento de pretender 
la protección constitucional de sus derechos” 
(Sentencia de C-590 de 2005, 2005)

 

E)	Que no se trate de sentencias de tutela.   

Este precepto contiene su definición intrínseca y se refiere 
con el hecho de exigir o demandar la improcedencia de la 
acción de tutela contra una decisión proferida por un juez 
en ejercicio de ese mismo mecanismo constitucional. Al 
respecto la Corte señaló que: 

Esto por cuanto los debates sobre la protección 
de los derechos fundamentales no pueden pro-
longarse de manera indefinida, mucho más si 
todas las sentencias proferidas son sometidas 
a un riguroso proceso de selección ante esta 
Corporación, proceso en virtud del cual las 
sentencias no seleccionadas para revisión, por 
decisión de la sala respectiva, se tornan defini-
tivas (Sentencia C590 de 2005, 2005). 

No obstante, conforme las últimas disposiciones jurispru-
denciales se determinó la procedencia excepcional de este 
mecanismo de defensa en donde era necesario tener en 
cuenta si era con la sentencia de tutela o con las actua-
ciones interiores al proceso de tutela, al respecto la corte 
constitucional mediante sentencia de unificación 627 de 
2015 determinó lo siguiente: 
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•	 En tratándose de sentencias de tutela la regla 
general es la improcedencia de este mecanis-
mo constitucional. 

•	 Cuando se trata de sentencias de tutela profe-
ridas por la Sala Plena o por las Salas de Revi-
sión de tutelas de la Corte Constitucional la re-
gla de improcedencia de la acción de tutela no 
admite ninguna excepción, es decir, en ningún 
caso procede la acción de tutela contra estas 
sentencias. Lo que procede, si se cumple con 
los requisitos previstos para ello, es el inciden-
te de nulidad de las mismas, que debe promo-
verse ante este tribunal conforme a lo previsto 
en el artículo 86 A del reglamento interno de 
la Corporación (Acuerdo 5 de 1992, modificado 
por el Acuerdo 1 del 30 de abril de 2015, que 
entró en vigencia el 1 de julio de 2015).39 17

•	 Si la sentencia de tutela ha sido proferida por 
otro juez o tribunal de la República, la acción 
de tutela puede proceder de manera excepcio-
nal, cuando exista fraude y por tanto, se esté 
ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudu-
lenta, siempre y cuando, además de cumplir 
con los requisitos genéricos de procedibilidad 
de la tutela contra providencias judiciales, (i) 
la acción de tutela presentada no comparta 
identidad procesal con la solicitud de amparo 
cuestionada; (ii) se demuestre de manera cla-
ra y suficiente, que la decisión adoptada en la 
sentencia de tutela fue producto de una situa-
ción de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) 
no exista otro medio, ordinario o extraordina-
rio, eficaz para resolver la situación.40 18

39	 Consideración 4.3.5 Sentencia C-627 de 2015. Magistrado Ponente. Mauricio 
González Cuervo 

40	 Consideración 4.6.2.2 Ibidem 
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De otra parte si la acción de tutela se promueve dentro de 
las actuaciones promovidas dentro del proceso de tutela 
expresa el máximo tribunal de interpretación constitucio-
nal lo siguiente: 

•	 Si la actuación acaece con anterioridad a la 
sentencia y consiste en la omisión del juez de 
cumplir con su deber de informar, notificar o 
vincular a los terceros que serían afectados 
por la demanda de tutela, y se cumplen los re-
quisitos generales de procedibilidad de la ac-
ción de tutela, la acción de tutela sí procede, 
incluso si la Corte Constitucional no ha selec-
cionado el asunto para su revisión.41 19

•	 Si la actuación acaece con posterioridad a la 
sentencia y se trata de lograr el cumplimiento 
de las órdenes impartidas en dicha sentencia, 
la acción de tutela no procede. Pero si se trata 
de obtener la protección de un derecho fun-
damental que habría sido vulnerado en el trá-
mite del incidente de desacato, y se cumplen 
los requisitos generales de procedibilidad de 
la acción de tutela contra providencias judi-
ciales, la acción de tutela puede proceder de 
manera excepcional.42 20

8.3 Causales Especiales o Específicas de Procedibilidad 
para el Ejercicio de la Acción de Tutela en Contra de 
Providencias Judiciales 

     A continuación se hará una breve exposición de los 
requisitos específicos de procedibilidad de la acción de tu-
tela contra providencias judiciales, sin embargo, es impor-
tante resaltar que el tema es de obligatoria mención pues 

41	  Consideración  4.6.3.1. Ibidem	
42	  Consideración 4.6.3.2 Ibidem. 
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en análisis de estas causales permitirán entender que la 
TCPJ contiene una carga de formalidad más amplia que la 
tutela de carácter general. 

Así las cosas, comenzaremos por decir que la Corte Consti-
tucional dentro de su línea jurisprudencia trazó una serie 
de parámetros dentro de la procedibilidad de la acción de 
tutela en contra de providencias judiciales, dividiéndolas 
en generales y específicas, este último precepto contiene 
una serie de derivaciones mediante las cuales se pretende 
fortalecer esta herramientas constitucional, así como se 
pretende evitar su ejercicio indiscriminado afectando este 
medio judicial de tal manera que funcione como un filtro 
en la apreciación y estudio de estas sentencias dado su 
relevancia jurídica constitucional. 

Señala el profesor Quiroga Natale respecto de estas causa-
les específicas que “las segundas (específicas) se centran 
en el estudio de la providencia que se ataca en sede de am-
paro y en las deficiencias que debe tener para que mate-
rialmente la acción prospere” (Quiroga Natale E. A., 2014)

Los actuales requisitos de procedibilidad de carácter es-
pecífico desarrollados de manera jurisprudencial son las 
siguientes:

 

A)	DEFECTO ORGÁNICO 

Este defecto denominado orgánico se presenta en el mo-
mento en que “el funcionario judicial que profirió la deci-
sión carece, en forma absoluta de la competencia para ha-
cerlo” y hablamos de competencia absoluta en la medida 
que existen ocasiones que la competencia es asumida (de 
manera incorrecta) por un determinado juez, no obstante 
es claro que para estos casos existe una consecuencia ju-
rídica como lo es la nulidad de la actuación. De tal manera 
que la procedencia de la acción de tutela se remarca ante 
la inevitable continuación en el ejercicio de los medios or-
dinarios para impugnar la actuación procesal y sustantiva 
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en un determinado caso, solo en estos eventos resultaría 
procedente la acción de tutela. 

Así, en sentencia T-446 de 2007, el máximo tribunal seña-
ló respecto de este presupuesto que: 

Este criterio de procedibilidad se configura 
cuando la autoridad que dictó la providencia 
carecía, en forma absoluta, de competencia 
para conocer de un asunto. Así entonces, es 
necesario precisar que cuando los jueces des-
conocen su competencia o asumen una que 
no les corresponde, sus decisiones son sus-
ceptibles de ser excepcionalmente atacadas 
en sede de tutela, pues no constituyen más 
que una violación al debido proceso (Senten-
cia T-446 de 2007, 2007)

En el mismo sentido precisó en la sentencia  T-929 de 
2008, que si se comprueba la incompetencia del funcio-
nario judicial que emitió la providencia acusada, se con-
figura un defecto orgánico que afecta el derecho al debi-
do proceso, en tanto “el grado de jurisdicción correspon-
diente a un juez, tiene por finalidad delimitar el campo 
de acción de la autoridad judicial para asegurar así el 
principio de seguridad jurídica” que “representa un límite 
para la autoridad pública que administra justicia, en la 
medida en que las atribuciones que le son conferidas solo 
las podrá ejercer en los términos que la Constitución y la 
ley establecen”. Más adelante dentro de la misma provi-
dencia precisó que: 

la extralimitación de la esfera de competen-
cia atribuida a un juez quebranta el debido 
proceso y, entre otros supuestos, se produce 
cuando “los jueces desconocen su competen-
cia o asumen una que no les corresponde” y 
también cuando adelantan alguna actuación 
o emiten pronunciamiento por fuera de los 
términos jurídicamente dispuestos para que 
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se surtan determinadas actuaciones (Senten-
cia T-929 de 2008, 2008).

 

B)	DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO

Respecto de esta causal de procedibilidad señala Quiroga 
Natale (2014) que de ella se derivan varias reglas de apli-
cación resumiéndolas en las siguientes: 

-	 La primera causal hace referencia a la pretermi-
sión, esto es a la omisión de las reglas procesales 
propias de cada juicio, o la indebida aplicación 
de las normas procesales, es decir, el incorrec-
to seguimiento del ritualismo propio de cada jui-
cio que degenera en la violación de las garantías 
iusfundamentales de los ciudadanos. (QUIROGA 
NATALE E. 2014, p. 122)

-	 Otra característica de defecto consiste en la dila-
ción injustificada por parte del funcionario judi-
cial que afecten directamente los derechos fun-
damentales. 

-	 Por la implementación o seguimiento excesivo de 
las actuaciones procesales que pongan en riesgo 
el ejercicio adecuado del derecho de los derechos 
que poseen los actores dentro del litigio, lo que 
se ha denominado el “exceso ritual manifiesto” el 
cual se presenta cuando “el juez utiliza los proce-
dimientos como un obstáculo para la eficacia del 
derecho sustancial, y por esta vía sus actuacio-
nes devienen en la denegación de justicia”. (QUI-
ROGA NATALE E. 2014, p. 125)

De estos aspectos es menester señalar que la aplicación 
de los mismos deben obedecer al carácter subsidiario y 
excepcional de este tipo de acción, pues es natural que 
dentro de cada proceso de tipo ordinario se presente la po-
sibilidad de sanear esos defectos procesales, además de la 
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interposición de todos los recursos legales ordinarios que 
permitan evitar con la vulneración de esos derechos litigio-
sos, por tanto solo cuando se agoten todos los medios es 
cuando será el momento adecuado para agotar este medio 
de defensa. 

C)	DEFECTO FÁCTICO 

Este tipo de defecto tiene que ver con la actividad proba-
toria y se compone de dos facetas, una positiva y una ne-
gativa, al respecto la Corte Constitucional colombiana en 
sentencia T-102 de 2006 señaló al respecto que: 

(…) el defecto fáctico tiene lugar  “cuando re-
sulta evidente que el apoyo probatorio en que 
se basó el juez para aplicar una determina-
da norma es absolutamente inadecuado...”. Y 
ha sostenido de igual manera, que la acción 
de tutela únicamente procede cuando se hace 
manifiestamente irrazonable la valoración 
probatoria hecha por el juez en su providen-
cia. Así, ha indicado que “el error en el juicio 
valorativo de la prueba debe ser de tal entidad 
que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el 
mismo debe tener una incidencia directa en 
la decisión, pues el juez de tutela no puede 
convertirse en una instancia revisora de la ac-
tividad de evaluación probatoria del juez que 
ordinariamente conoce de un asunto, según 
las reglas generales de competencia (...).

La Corte ha identificado dos dimensiones en las que se 
presentan defectos fácticos, a saber: i) una dimensión ne-
gativa que ocurre cuando el juez niega o valora la prueba 
de manera arbitraria, irracional y caprichosa u omite su 
valoración y sin razón valedera da por no probado el hecho 
o la circunstancia que de la misma emerge clara y objeti-
vamente. Esta dimensión comprende las omisiones en la 
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valoración de pruebas determinantes para identificar la 
veracidad de los hechos analizados por el juez. Y ii) una 
dimensión positiva, que se presenta generalmente cuando 
el juez aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo 
resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido 
admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebida-
mente recaudadas (artículo 29 C. P.) o cuando da por es-
tablecidas circunstancias sin que exista material probato-
rio que respalde su decisión, y de esta manera vulnere la 
Constitución.

Así las cosas, y siguiendo la clasificación efectuada por el 
doctor Fernando Quinche Ramírez, la dimensión positiva 
del defecto fáctico comprende: 

1)	 Defecto fáctico por aceptación de la prueba ilícita 
por ilegal o por inconstitucional.

2)	 Defecto factico por dar como probados hechos, sin 
que exista prueba de los mismos.

Dentro de la dimensión negativa se encuentra: 

1)	 Defecto fáctico por omisión o negación del decreto o 
práctica de pruebas determinantes. 

2)	 Defecto fáctico por valoración defectuosa del mate-
rial probatorio. 

3)	 Defecto fáctico por omitir la valoración de la prueba 
y dar por no probado, el hecho que emerge clara-
mente de ella (Quinche Ramírez, 2012). 

D)	 DEFECTO SUSTANTIVO 

Esta causal específica de procedibilidad se deriva de las 
facultades autónomas de que dispone el juez frente a la 
toma de decisiones dentro de un caso concreto. De tal ma-
nera que esta se presenta cuando “en ejercicio de su au-
tonomía e independencia, la autoridad judicial desborda 
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con su interpretación la constitución o la ley (Sentencia 
SU-159 de 2002, 2002)

Al respecto la Corte Constitucional reiterando la marca-
da línea jurisprudencial construida al respecto, mediante 
sentencia del 13 de febrero de 2015 recordó que dentro de 
esta causal se enmarca la actividad del juez cuando:

(i)	 Fundamenta su decisión en una norma derogada 
o declarada inexequible; 

(ii)	 basa su decisión en una norma evidentemente 
inaplicable al caso concreto  porque resulta in-
constitucional o no se adecúa a la circunstancia 
fáctica;

(iii)	 el fallo carece de motivación material o es mani-
fiestamente irrazonable;

(iv)	 presenta una evidente y grosera contradicción 
entre los fundamentos y la decisión;

(v)	 la interpretación desconoce sentencias con efec-
tos erga omnes que han definido su alcance y que 
constituyen cosa juzgada; 

(vi)	 interpreta la norma sin tener en cuenta otras dis-
posiciones normativas aplicables; 

(vii)	 desconoce la normatividad aplicable al caso con-
creto; 

(viii)	 interpreta o aplica la norma al caso concreto por 
fuera del ámbito de interpretación razonable, la 
aplicación final de la regla es inaceptable por 
tratarse de una interpretación contraevidente 
(interpretación contra legem) o claramente per-
judicial para los intereses legítimos de una de 
las partes,  o  cuando en la decisión judicial se 
aplica una norma jurídica de manera manifies-
tamente errada, sacando del marco de la juri-
dicidad y de la hermenéutica jurídica aceptable 
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tal decisión judicial (Sentencia de Tutela 065 de 
2015, 2015)

No obstante, mediante sentencia SU-448 de 2011 se cla-
sificaron las derivaciones de esta causal de la siguiente 
manera: 

(i)	 Cuando la decisión judicial tiene como funda-
mento una norma que no es aplicable, porque a) 
no es pertinente, b) ha perdido su vigencia por 
haber sido derogada, c) es inexistente d) ha sido 
declarada contraria a la Constitución e) a pesar 
de que la norma en cuestión está vigente y es 
constitucional, “no se adecúa a la situación fác-
tica a la cual se aplicó, porque a la norma aplica-
da, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos 
a los expresamente señalados por el legislador”; 

(ii)	 cuando pese a la autonomía judicial, la interpre-
tación o aplicación de la norma al caso concreto, 
no se encuentra, prima facie, dentro del margen 
de interpretación razonable o “la aplicación final 
de la regla es inaceptable por tratarse de una in-
terpretación contraevidente (interpretación con-
tra legem) o claramente perjudicial para los inte-
reses legítimos de una de las partes” o cuando en 
una decisión judicial “se aplica una norma jurí-
dica de manera manifiestamente errada, sacando 
del marco de la juridicidad y de la hermenéutica 
jurídica aceptable tal decisión judicial”; 

(iii)	 cuando no toma en cuenta sentencias que han 
definido su alcance con efectos erga omnes;  

(iv)	  la disposición aplicada se muestra, injustifica-
damente regresiva o contraria a la Constitución; 

(v)	 cuando un poder concedido al juez por el orde-
namiento se utiliza “para un fin no previsto en la 
disposición”; 
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(vi)	 cuando la decisión se funda en una interpreta-
ción no sistemática de la norma, omitiendo el 
análisis de otras disposiciones aplicables al caso; 

(vii)	  cuando se desconoce la norma del ordenamien-
to jurídico constitucional o infra constitucional 
aplicable al caso concreto. Sentencia de Unifica-
ción 448 de 2011, 2011)

En todo caso, no hay que perder de vista que esta situa-
ción particular debe ser examinada por el juez constitu-
cional de manera exhaustiva y ponderada, siempre con el 
ánimo de evitar convertirse en un juez de instancia. 

Dentro de la exposición de la sentencia T-065-15 esta cor-
poración se pronuncia acerca de los alcances interpretati-
vos que puede hacer el juez dentro de su autonomía judi-
cial y precisó que: 

(…) no cualquier divergencia frente al criterio 
interpretativo en una decisión judicial confi-
gura un defecto sustantivo. Solo aquellas que 
resultan irrazonables, desproporcionadas, ar-
bitrarias y caprichosas pueden ser objeto de 
la acción de tutela. Frente a la configuración 
de este defecto puede decirse entonces que, si 
bien es cierto que los jueces dentro de la esfe-
ra de sus competencias cuentan con autono-
mía e independencia judicial para interpretar 
y aplicar las normas jurídicas, dicha facultad 
no es absoluta. Por tratarse de una atribución 
reglada, emanada de la función pública de 
administrar justicia, la misma se encuentra 
limitada por el orden jurídico preestablecido 
y, principalmente, por los valores, principios, 
derechos y garantías que identifican al actual 
Estado Social de Derecho.  

En consecuencia, la Corte ha dicho que el juez de tutela, 
en principio, no está llamado a definir la forma correcta 
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de interpretar el Derecho Penal, Civil, Laboral, Comercial, 
etc.; sin embargo, en aquellos eventos en los que la inter-
pretación dada por el juez ordinario carece de razonabi-
lidad, y cuando se cumplen los requisitos anteriormente 
mencionados, se hace procedente la intervención del juez 
constitucional.  En este sentido, no sobra indicar que los 
jueces ordinarios o contenciosos administrativos son intér-
pretes autorizados de las normas que integran las respec-
tivas ramas del Derecho y el juez constitucional no puede 
oponerles su propia interpretación, salvo que se trate de 
evitar una evidente arbitrariedad, o una clara violación de 
los derechos fundamentales de las partes. En este caso, el 
juez de tutela tiene la carga de demostrar fehacientemente 
la existencia de una vulneración del Derecho Constitucio-
nal de los derechos fundamentales como condición previa 
para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial 
impugnada.

E)	ERROR INDUCIDO 

Este tipo de defecto como requisito de procedibilidad de 
la acción de tutela tiene como objeto la protección del 
accionante que sea afectado por su contra parte dentro 
del respectivo proceso ordinario por medio de actos o 
conductas “engañosas” asumidas por el operador judi-
cial que le llevan a la comisión de un error al proferir su 
sentencia. 

Señala el profesor Edgar Andrés Quiroga Natale que: 

(…) el error desde la disciplina jurídica ha 
sido entendido como la falsa apreciación de la 
realidad ya sea en la persona (s) o en la cosa 
(s). Aunado a ello, éste puede provenir única-
mente por causas atribuibles al observador o 
intérprete (error endógeno) ya sea por la inade-
cuada percepción, mala interpretación por la 
intervención de otros agentes (error exógeno) 
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que debido a su despliegue, interacción o 
intervención generan esa falsa apreciación de 
la realidad en el otro. 

El error inducido es una especie de error exógeno en el 
cual el juez es “engañado” por la actuación de particulares 
o agentes del Estado creando en él una falsa precepción de 
la realidad por medio de la cual toma decisiones que afec-
tan derechos o principios fundamentales. De esta manera, 
es claro que aunque el origen de esta acción recae contra 
la decisión tomada por el operador jurídico, sus efectos 
son generados en primera instancia por la conducta de 
carácter doloso de las partes intervinientes dentro del pro-
ceso, pues de lo contrario esta errónea apreciación proba-
toria se vería incursa en otra de las causales especiales de 
procedibilidad de este mecanismo constitucional. 

F)	DECISIÓN SIN MOTIVACIÓN

La argumentación de las decisiones que tome el operador 
judicial dentro de los asuntos a los cuales es puesto su 
conocimiento fungen como un limitante a la discrecionali-
dad con la que cuenta el fallador. Para que este cometido 
sea llevado a un feliz término se requiere que el operador 
jurídico tome consciencia de su papel y realice un ejercicio 
intelectual por medio del cual permita conocer a las partes 
las razones de hecho y derecho por medio de las cuales fijó 
una postura y adoptó su decisión. 

Sobre este defecto la corte constitucional dentro de la sen-
tencia C- 590 de 2005 precisó que este mecanismo se pre-
dica de los servidores judiciales al omitir el establecimien-
to de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisio-
nes en el entendido que es especialmente en el decisum en 
donde reposa la validez y legitimidad de su decisión, pues 
mal haría un juez tomar cualquier tipo de decisión sin fun-
damentarla imponiendo la carga a las partes de develar 
dichas razones. 
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Ahora, en relación a la valoración de esta causal por par-
te del juez de tutela, en la sentencia T-233 de 2007 (M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra), esta Corporación precisó 
lo siguiente: 

(…) la motivación suficiente de una decisión 
judicial es un asunto que corresponde ana-
lizar en cada caso concreto. Ciertamente, las 
divergencias respecto de lo que para dos in-
térpretes opuestos puede constituir una mo-
tivación adecuada no encuentra respuesta en 
ninguna regla de derecho. Además, en virtud 
del principio de autonomía del funcionario ju-
dicial, la regla básica de interpretación obli-
ga a considerar que sólo en aquellos casos 
en que la argumentación es decididamente 
defectuosa, abiertamente insuficiente o, en 
últimas, inexistente, puede el juez de tu-
tela intervenir en la decisión judicial para 
revocar el fallo infundado. En esos términos, 
la Corte reconoce que la competencia del juez 
de tutela se activa únicamente en los casos 
específicos en que la falta de argumentación 
decisoria convierte la providencia en un mero 
acto de voluntad del juez, es decir, en una ar-
bitrariedad”. (Subrayado y negrilla fuera de 
texto).

G)	DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE

El precedente ha sido concebido en Colombia como una 
institución de vertebral importancia en el sistema de fuen-
tes del derecho, pues ha sido considerado como un con-
junto de sentencias que dada su relevancia jurídica dentro 
de un caso concreto permiten orientar el campo de inter-
pretación fáctico y jurídico dentro de un caso posterior. 
(Sentencia de Tutela T-292 de 2006, 2006)
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No obstante, ese “conjunto de sentencias” actualmente se 
ha desfigurado permitiéndole tanto a los operadores jurí-
dicos tanto como a los juristas denominar precedente a 
toda decisión de un juez (individual o colegiado) que ten-
gan incidencia o similitud dentro del caso que se les ha 
puesto en cuestión, así las cosas, atrevidamente nos per-
mitiremos decir que toda decisión actualmente se podría 
definir como precedente.   	

Al respecto la Corte Constitucional mediante sentencia 
T-838 de 2007 señaló que el desconocimiento del prece-
dente se presenta en cuatro formas a saber:

(i) aplicando disposiciones legales que han 
sido declaradas inexequibles por sentencias 
de constitucionalidad; (ii) aplicando disposi-
ciones legales cuyo contenido normativo ha 
sido encontrado contrario a la Constitución; 
(iii) contrariando la ratio decidendi de senten-
cias de constitucionalidad; y (iv) contrarian-
do el alcance de los derechos fundamentales 
fijado por la Corporación a través de la ratio 
decidendi de sus sentencias de tutela.

Es importante remarcar que dentro del presente escrito 
que el desconocimiento de este precedente puede confi-
gurarse por el no acatamiento de las sentencias de tutela 
proferidas por la Corte Constitucional sin la correspon-
diente justificación de las razones de hecho y de derecho 
que conllevaron a la toma de una decisión apartada de 
dicho precedente, así como de las posiciones marcadas 
constitucionalmente en ejercicio del control abstracto de 
constitucionalidad (Quiroga Natale E. A., 2014)

H)	VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN

Esta característica como ha remarcado la doctrina resalta 
a la vista por su mayor grado de abstracción, y por resul-
tar un poco redundante, toda vez que por naturaleza todos 
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los requisitos a través de las causales genéricas como es-
pecíficas de procedibilidad de interposición de la acción de 
tutela en contra de providencias judiciales llevan implícito 
como requisito la violación de disposiciones constituciona-
les (Quinche Ramírez, 2012). 

       Sin embargo, mediante sentencia C- 590 de 2005 
la Corte Constitucional le otorgó la independencia a esta 
causal para que sirviera de apoyo a las demás causales de 
procedibilidad y fuera usada para la regulación de casos 
concretos que no se enmarcarán dentro de los anteriores 
requisitos de procedibilidad. 

      En consonancia con los preceptos anteriores, en la 
sentencia T-704 de 2012 la Corte Constitucional estable-
ció que para el establecimiento de esta causal se requieren 
dos condiciones relacionadas a que el juez:  

(i)	 Deje de aplicar una disposición ius fundamen-
tal a un caso concreto.

A su vez esta disposición tiene unos sub elementos por 
medio de los cuales se puede configurar esta causal que 
suceden al momento de que el juez: 

(a) cuando en la solución del caso se dejó de inter-
pretar y aplicar una disposición legal de conformi-
dad con el precedente constitucional, 

(b) cuando se trata de un derecho fundamental de 
aplicación inmediata,4321

(c) cuando el juez en sus resoluciones vulneró dere-
chos fundamentales y no tuvo en cuenta el principio 
de interpretación conforme con la Constitución4422

43	 Sentencias T-765 de 1998 M.P. José Gregorio Hernández Galindo y T-001 de 1999 
M.P. José Gregorio Hernández. 

44	 Ver entre otras, las sentencia T – 199 de 2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; 
T-590 de 2009 M.P. Luís Ernesto Vargas Silva y T-809 de 2010. M.P. Juan Carlos 
Henao Pérez.
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 (ii) Aplique  la ley al margen  de los dictados de la 
Constitución. 

De esta segunda condición se deriva la de abstención en la 
aplicación de la excepción de inconstitucionalidad (expre-
samente solicitada por la parte afectada) y dicha omisión 
genere una violación de los postulados constitucionales.  

Nuevamente vale la pena recordar en este instante que el 
artículo 86 de la Constitución enseña que la tutela procede 
en todo momento y lugar.

De los presupuestos establecidos para el ejercicio de la ac-
ción de tutela contra providencias podemos ver que el ejer-
cicio de esta acción rompe con una de sus características 
esenciales consistente en la informalidad,  en este sentido 
esta tutela exige por parte del accionante la reunión de 
una serie de requisitos que bien podríamos decir, son de 
carácter técnico para la prosperidad de sus pretensiones, 
lo que le otorga a la tutela contra providencias judiciales 
una calidad sui generis dentro del mecanismo de defensa 
judicial genérico. 
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Principio de Inmediatez en 
la Acción de Tutela y Tutela 

Contra Providencias Judiciales

Previo desarrollo del objeto del presente escrito es impor-
tante realizar un análisis acerca de la definición de algunos 
términos perentorios que más se usan dentro del derecho 
procesal y que serán esenciales dentro del presente estu-
dio por cuanto se constituyen como limitantes al derecho 
de acción constitucional. 

Prescripción

El término proviene del latín “praescriptio”, que de acuer-
do con García Garrido (1986) es la “Parte extraordinaria 
de la fórmula procesal que se inserta en la fórmula, y que 
consiste en una especie de aviso al juez con objeto de li-
mitar o concretar lo que se pide en el litigio o juicio”. De 
lo anterior se puede concluir que mediante prescripción 
se pone límite o se fija el término de vida a un proceso o 
a una obligación. A su vez, el  Art. 2512 del Código Civil 
Colombiano establece lo siguiente:  

La prescripción es un modo de adquirir las 
cosas ajenas, o de extinguir las acciones o 
derechos ajenos, por haberse poseído las co-
sas y no haberse ejercido dichas acciones y 
derechos durante cierto lapso de tiempo, y 
concurriendo los demás requisitos legales. Se 
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prescribe una acción o derecho cuando se ex-
tingue por la prescripción”. Es principio de de-
recho que las relaciones jurídicas inciertas no 
pueden ser vitalicias y menos infinitas. Nada 
más atentatorio de la seguridad jurídica que la 
incertidumbre indefinida (Código Civil, 1887). 

La Caducidad

La caducidad consiste en la determinación legislativa de 
ciertos espacios de tiempo para ejercer el derecho de ac-
ción dentro de un proceso determinado. Es el caso del que 
se fija para ejercer la acción pública contra los actos a que 
se refiere el artículo 3794523de la Constitución.

La caducidad se debe decretar oficiosamente, no es renun-
ciable, no se suspende, no se interrumpe, no se requiere 
certeza sobre la existencia de la obligación o del derecho 
que eventualmente sea objeto de reclamación y en ningún 
caso tiene una segunda oportunidad para contarse en el 
tiempo.4624Con todo, es importante hacer la siguiente ob-
servación: Si bien la caducidad no se interrumpe, bajo el 
entendido de que no hay una segunda oportunidad para 
contarse en el tiempo, el término de caducidad fenece o se 

45	 Constitución Política. ARTÍCULO 379.  Los Actos Legislativos, la convocatoria a 
referendo, la consulta popular o el acto de convocación de la Asamblea Constituyente, 
solo podrán ser declarados inconstitucionales cuando se violen los requisitos 
establecidos en este título.

	 La acción pública contra estos actos solo procederá dentro del año siguiente a su 
promulgación, con observancia de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 2.

46	 Para ampliar el tema puede consultar el concepto 018 de la Academia Colombiana 
de Jurisprudencia, del  27 de agosto de 2007
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frustra si la demanda se presenta y se cumplen los requi-
sitos que consagra el Art. 904725del C.P.C.

El principio de la no suspensión de la caducidad, fue mo-
dificado por el artículo 21 de la ley 640 de 2001, que en 
forma literal reza: 

Artículo 21. La presentación de la solicitud de 
conciliación extrajudicial en derecho ante el 
conciliador suspende el término de prescrip-
ción o de caducidad, según el caso, hasta que 
se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que 
el acta de conciliación se haya registrado en 
los casos en que este trámite sea exigido por 
la ley o hasta que se expidan las constancias 
a que se refiere el artículo 2o. de la presente 
ley o hasta que se venza el término de tres (3) 
meses a que se refiere el artículo anterior, lo 
que ocurra primero. Esta suspensión operará 
por una sola vez y será improrrogable.

La caducidad debe estar expresamente contemplada en la 
ley, porque en últimas es una sanción para el demandante 
que no es diligente en la reclamación judicial de su dere-
cho. Esto significa que no se puede crear por jurispruden-
cia ni por analogía (Ley 640 de 2001). 

47	 ARTÍCULO 90.  Modificado por el art. 10, Ley 794 de 2003  Interrupción de la 
prescripción, inoperancia de la caducidad y constitución en mora. La presentación de 
la demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la 
caducidad, siempre que el auto admisorio de aquélla, o el de mandamiento ejecutivo, 
en su caso, se notifique al demandado dentro de los ciento veinte días siguientes a 
la notificación al demandante de tales providencias, por estado o personalmente. 
Pasado este término, los mencionados efectos sólo se producirán con la notificación 
al demandado.

	 La notificación del auto admisorio de la demanda en procesos contenciosos de 
conocimiento produce el efecto del requerimiento judicial para constituir en mora al 
deudor, cuando la ley lo exija para tal fin, si no se hubiere efectuado antes.

	 Si fueren varios los demandados y existiere entre ellos litis consorcio facultativo, los 
efectos de la notificación a los que se refiere este artículo, se surtirán para cada uno 
separadamente, salvo norma sustancial o porcentual en contrario. Si el litis consorcio 
fuere necesario será indispensable la notificación a todos ellos para que se surtan 
dichos efectos.
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Diferencia entre Prescripción y Caducidad 

       En fallo del Consejo de Estado colombiano a través 
de su sección tercera, haciendo una reiteración jurispru-
dencial se precisó la diferencia entre estos dos términos 
preclusivos, aludiendo lo siguiente: 

(…) La caducidad es un fenómeno cuya ocu-
rrencia depende del cumplimiento del término 
perentorio establecido para ejercer las accio-
nes ante la jurisdicción derivadas de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones de la admi-
nistración, sin que se haya ejercido el dere-
cho de acción por parte del interesado. De lo 
anterior se concluye que la caducidad ocurre 
por la inactividad de quien tiene el deber de 
demandar en el tiempo permitido para hacer-
lo, para no perder el derecho de ejercer la ac-
ción, lo cual no genera un pronunciamiento de 
fondo por parte de las autoridades judiciales. 

(…) La prescripción es el fenómeno mediante 
el cual el ejercicio de un derecho se adquiere 
o se extingue con el solo transcurso del tiem-
po de acuerdo a las condiciones descritas en 
las normas que para cada situación se dicten 
bien sea en materia adquisitiva o extintiva. La 
prescripción extintiva tiene que ver con el de-
ber de cada persona de reclamar sus derechos 
en un tiempo prudencial el cual está fijado en 
la Ley, es decir, que los derechos que se pre-
tenden adquiridos, para ejercerlos se tiene un 
lapso en el que deben ser solicitados so pena 
de perder dicha administración (SANDRA PA-
TRICIA MENA MARTÍNEZ vs. DEPARTAMEN-
TO DEL CHOCÓ, 2015)

Así pues, en el entendido de que tanto la caducidad como 
la prescripción son conceptos diferentes y tienen conse-
cuencias distintas de lo anterior se infiere que la prescrip-
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ción y la caducidad se constituyen como un fenómeno de 
carácter procesal; pero la prescripción, nace del ejercicio 
de los derechos, su extinción o adquisición, además de la 
correspondiente alegación mediante vía de excepción por 
la contraparte puesta en litigio, entre tanto, la caducidad, 
se alega, es  una determinación de carácter legislativo que 
tiene como fin establecer un tiempo determinado para el 
ejercicio del derecho de acción, dentro del ámbito procesal 
judicial, este fenómeno es declarado de manera oficiosa 
por el juez de instancia, de tal manera que se “inhibe” de 
pronunciarse de fondo respecto de la acción puesta a su 
consideración. 

       Una vez llegados a este punto vale la pena preguntar-
nos lo siguiente: ¿la función de estos términos preclusivos 
funciona de la misma manera en la justicia constitucional 
así como en la justicia ordinaria?, como respuesta al an-
terior interrogante, nos bastará decir que el resultado que 
se presenta dentro de la jurisdicción constitucional es in-
determinado,  ya que en efecto existe un limitante al ejer-
cicio de la acción de tutela y en especial la tutela contra 
providencias judiciales de carácter temporal y lo constitu-
ye el principio de inmediatez por medio del cual se exige 
que la presentación de la acción constitucional  se haga 
dentro de un término razonable y proporcionado, sin em-
bargo como observaremos a continuación,  este  postulado 
de inmediatez se constituye como un limitante moderado 
en la medida que no se presenta como tal una obligación 
fuerte y verdadera en el ejercicio de la actuación procesal, 
de carácter temporal, por parte del accionante. 

Prescripción e Inmediatez

El fenómeno de prescripción tiene como fin la extinción de 
los derechos por la inactividad en el ejercicio de los mis-
mos al igual que supone el establecimiento de unas rela-
ciones jurídicas durante un tiempo determinado que en la 
mayoría de los casos se corresponde con el tiempo de vida 
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de sus titulares, y en otros, se corresponde con espacios 
de tiempo prestablecidos para el ejercicio de derechos que 
varían según diversas circunstancia.  De esta forma,  en-
tre más personalísimo resulte el derecho, el postulado de 
prescripción del derecho se hará más inoperante y abierto. 

Entonces, al igual que el fenómeno de prescripción, el prin-
cipio de inmediatez se caracteriza por gozar de una textura 
abierta con limitaciones establecidas vía jurisprudencial.  

LA CADUCIDAD EN LA ACCIÓN DE TUTELA 

El fundamento principal de la caducidad de la acción de 
tutela lo trae la sentencia C-543 de 1992 en virtud del cual 
se declararon inexequibles los artículos 11,12 y 40 del de-
creto 2591 de 1992. 

Recordemos lo preceptuado en este articulado, específica-
mente el artículo 11 del precitado decreto que establece: 
“Artículo 11. Caducidad. La acción de tutela podrá ejercer-
se en todo tiempo salvo la dirigida contra sentencias o pro-
videncias judiciales que pongan fin a un proceso, la cual 
caducará a los dos meses de ejecutoriada la providencia 
correspondiente”. (Decreto número 2591 de 1991)

Ahora bien, la razón principal que llevó al máximo tribunal 
de interpretación constitucional a tomar la decisión de ex-
clusión del ordenamiento jurídico de la norma en comento, 
una vez realizado el análisis respectivo del fenómeno de 
caducidad fue la siguiente: 

(…) La caducidad corresponde a un término 
que se otorga para realizar un acto o para ha-
cer uso de un derecho, generalmente por ra-
zones de orden público, con miras a no dejar 
en suspenso por mucho tiempo el ejercicio del 
derecho o la ejecución del acto de que se tra-
ta. (Sentencia de Constitucionalidad 543 de 
1992, 1992)
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      Así mismo expresó este tribunal que la norma someti-
da al juicio de constitucionalidad implica en términos muy 
generales que el derecho de acción solo pueda ser ejercido 
dentro de los dos meses siguientes a la ejecutoria de la 
sentencia, pues así lo ha dispuesto el legislador. 

    De esta manera, el argumento central que llevó a la Cor-
te Constitucional Colombiana a declarar la inconstitucio-
nalidad de la norma por medio de la cual se establecía un 
término de caducidad de la tutela fue el siguiente. 

En la presente providencia se resolverá 
también si procede la tutela contra fallos 
ejecutoriados pero, independientemente 
de ello, resulta palpable la oposición entre 
el establecimiento de un término de cadu-
cidad para ejercer la acción y lo estatuido 
en el artículo 86 de la Constitución cuando 
señala que ella puede intentarse “en todo 
momento”, razón suficiente para declarar, 
como lo hará esta Corte, que por el aspecto 
enunciado es inexequible el artículo 11 del 
Decreto 2591 de 1991. (negrita, subrayado y 
cursiva fuera del texto original) (Sentencia de 
constitucionalidad 543 de 1992, 1992)

Expresó el máximo tribunal de interpretación constitucio-
nal frente a la tesis sostenida por la procuraduría general 
de la nación que, un término de caducidad no puede ser 
aceptado en la medida que las facultades otorgadas al le-
gislador fueron las de reglamentar el ejercicio mas no des-
figurar el sentido que le había otorgado la carta jurídico 
política de 1991. Al respecto anota: 

Apartándose de la tesis sostenida por el Pro-
curador General de la Nación, no cree la Corte 
que esta contradicción entre el texto legal y 
el mandato de la Constitución pueda consi-
derarse saneada en razón de las facultades 
confiadas al legislador para reglamentar la ac-
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ción de tutela, pues, por una parte, las com-
petencias para reglamentar o desarrollar un 
precepto superior jamás pueden incluir las de 
modificarlo y, por otra, en el caso que nos ocu-
pa, la amplitud del Constituyente en cuanto al 
tiempo para acudir a este instrumento resulta 
ser tan clara que no da lugar ni admite forma 
alguna de regulación legal en contrario.  Acep-
tar en este caso la  generosa interpretación del 
Ministerio Público equivaldría a sostener que 
las leyes ostentan la misma jerarquía norma-
tiva de la Constitución.

(…) pues, dada su relación con la mencionada 
norma, que constituye su supuesto, también 
es inconstitucional el artículo 12 del mismo 
estatuto, enderezado a estipular los efectos de 
la caducidad, declarando que ésta no es obs-
táculo para impugnar el acto o la actuación 
mediante otra acción.

Como podemos observar, pareciera que el estudio del alto 
tribunal constitucional se bastara en su argumentación con 
la precisión semántica del enunciado consagrado en el ar-
tículo 86 de la constitución política de Colombia, pues esta 
corporación se limitó a señalar  que el tiempo establecido 
por la carta jurídico política de 1991 resultaba ser tan am-
plio4826que no permitía una regulación legal en contrario.

Entonces, se puede concluir que el término de caducidad 
solo puede ser fijado por el legislador y que como conse-
cuencia de la declaratoria de inexequibilidad, dicho térmi-
no, fijado en el Art. 11 del Decreto 2591 de 1991, al tenor 
del Art. 243 de la Carta, se ve a erigido a la ilegalidad al 
momento en que cualquier autoridad, incluso judicial – 
constitucional lo reviva. 

48	 Constitución Política. Artículo 86: Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar. 
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De otra parte, es importante resaltar lo señalado por los 
Magistrados Ciro Angarita Barón, Eduardo Cifuentes Mu-
ñoz y Alejandro Martínez Caballero dentro del salvamento 
de voto presentado como consecuencia de la decisión ma-
yoritaria adoptada en la sentencia C-543 de 1992. Preci-
san los magistrados disidentes la necesidad de declarar la 
exequibilidad de las normas acusadas en la medida que su 
contenido no resultaba violatorio de la constitución sino 
que era conciliable con el texto de la carta superior. Al pre-
cisan los magistrados disidentes lo siguiente: 

La interpretación constitucional debe favore-
cer la coexistencia y máximo desenvolvimiento 
de los valores y fines constitucionales. La sen-
tencia de la Corte, lamentablemente, sacrifica 
el interés general, la justicia y la primacía de 
los derechos fundamentales - que dice defen-
der - en aras de una espuria seguridad jurí-
dica, representada por las sentencias violato-
rias de los derechos fundamentales devenidas 
inimpugnables. A este respecto, la mayoría 
eludió todo esfuerzo interpretativo endereza-
do a conciliar la certeza jurídica - que privile-
gia en su sentencia por encima de cualquier 
otra consideración y valor - y la Justicia - que 
la supedita a una subalterna necesidad de 
“certidumbre jurídica”. Por ello dejó de re-
flexionar sobre las características de prefe-
rencia y sumariedad de la acción de tutela 
y la consagración de breves y perentorios 
términos para su ejercicio, impugnación y 
revisión, y la existencia misma de un tér-
mino corto de caducidad, todo lo cual ofre-
cía al intérprete una base material suficien-
te para conciliar la verdadera exigencia de 
certeza con la necesidad de justicia. Pero, 
ya se ha visto, fue otro el camino escogido por 
la mayoría. Desacreditar la acción de tutela 
contra sentencias, atribuirle a ella caracterís-
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ticas inexistentes y omitir sus rasgos propios 
derivados de la Constitución y de la ley, y así 
tornar expedita, fácil y ligera la obra de ulti-
mar su inexequibilidad. (Subrayado, negrita y 
cursivas fuera del texto) 

Entonces una vez declarada la inconstitucionalidad de 
esta disposición, la Corte Constitucional mediante el desa-
rrollo de su jurisprudencia y con el objeto de subsanar la 
problemática situación que generaba la indeterminación el 
en tiempo de interposición de la TCPJ decidió aplicar en su 
lugar el principio de inmediatez.

Entonces, para ellos decidimos preguntarnos ¿Qué enten-
día la Corte Constitucional por la causal de inmediatez en 
TCPJ?, al respecto la corte mediante sentencia C-315 de 
2005 (en Quiroga Natale, 2014. Pág. 108) señaló: 

En suma, la Corte ha entendido que la tute-
la contra una decisión judicial debe ser en-
tendida, no como un recurso último o final, 
sino como un remedio urgente para evitar la 
violación inminente de derechos fundamenta-
les. En esta medida, recae sobre la parte in-
teresada el deber de interponer, con la mayor 
diligencia, la acción en cuestión, pues si no 
fuera así la firmeza de las decisiones judiciales 
estaría siempre a la espera de la controversia 
constitucional que en cualquier momento, sin 
límite de tiempo, pudiera iniciar cualquiera de 
las partes. En un escenario de esta naturale-
za nadie podría estar seguro sobre cuáles son 
sus derechos y cuál el alcance de éstos, con 
lo cual se produciría una violación del dere-
cho de acceso a la administración de justicia – 
que incluye el derecho a la firmeza y ejecución 
de las decisiones judiciales – y un clima de 
enorme inestabilidad jurídica. En consecuen-
cia, la tensión que existe entre el derecho a 
cuestionar las decisiones judiciales mediante 
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la acción de tutela y el derecho a la firmeza 
de las sentencias y a la seguridad jurídica, se 
ha resuelto estableciendo, como condición de 
procedibilidad de la tutela, que la misma sea 
interpuesta, en principio, dentro de un plazo 
razonable y proporcionado. 

Como lo pudimos observar, la Corte no ha sido clara en 
delimitar el significado de este principio sino que el poder 
de su definición lo ha concentrado en la esencia de su apli-
cación, en otras palabras, la inmediatez ha sido entendida 
como aquel requisito por medio del cual se espera que la 
tutela se ejercida en un término razonable y proporcionado 
posterior a la afectación de las garantías iusfundamentales. 

        

Límites al Principio de Inmediatez 

Respecto del principio de inmediatez, la Corte Constitucio-
nal en Sentencia SU - 961 de 1999 con Magistrado Ponen-
te Dr. Vladimiro Naranjo, manifestó lo siguiente: 

La posibilidad de interponer la acción de tute-
la en cualquier tiempo significa que no tiene 
término de caducidad. La consecuencia de ello 
es que el juez no puede rechazarla con funda-
mento en el paso del tiempo y tiene la obliga-
ción de entrar a estudiar el asunto de fondo.  
Sin embargo, el problema jurídico que se plan-
tea en este punto es: ¿quiere decir esto que la 
protección deba concederse sin consideración 
al tiempo transcurrido desde el momento en 
que ha tenido lugar la violación del derecho 
fundamental?

Las consecuencias de la premisa inicial, se-
gún la cual la tutela puede interponerse en 
cualquier tiempo, se limitan al aspecto proce-
dimental de la acción, en particular a su ad-
misibilidad, sin afectar en lo absoluto el senti-
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do que se le deba dar a la sentencia. Todo fallo 
está determinada por los hechos, y dentro de 
estos puede ser fundamental el momento en el 
cual se interponga la acción, como puede que 
sea irrelevante.

La relevancia del tiempo en el cual se interpone la acción 
de tutela es muy clara en algunos casos, como lo ha re-
conocido la Corte, por ejemplo, cuando existe un hecho 
superado (En este caso se niega la tutela no por caduci-
dad, sino porque ya no se está vulnerando el derecho). Al 
respecto se señala: 

(…)Pero si la situación fáctica que generó la 
amenaza o vulneración ya ha sido superada, 
la decisión que pueda proferir el juez de tutela  
no tendría ninguna resonancia frente a la po-
sible acción u omisión de la autoridad pública, 
pues, como se mencionó, a los afectados ya 
se les satisfizo lo pretendido en el escrito de 
tutela, mediante la actuación positiva de las 
autoridades públicas al garantizar eficazmen-
te el derecho fundamental, en el caso presente 
el de la educación, considerado por la doctrina 
constitucional como un derecho de aplicación 
inmediata (Sentencia de Tutela número 463 
de 1997, 1997)

Hay otro supuesto en el cual, sin que se trate de hechos 
superados, el tiempo, en conjunto con otros factores, pue-
de jugar un papel determinante.  Se trata de casos en los 
cuales la tutela, por no haberse ejercido dentro de un pla-
zo razonable, vulnera derechos de terceros.  Ello hace que 
se rompa la congruencia entre el medio de protección y 
la finalidad que se busca: la protección integral y eficaz 
de los derechos fundamentales de las personas”. (En este 
caso no se concede la tutela por caducidad, sino porque 
la relación jurídica sustancial ha cambiado y se afectaría 
a personas no citadas en la sentencia impugnada a través 
de la tutela). (HERNÁNDEZ YUNIS, 2013)



-    118    -

JUAN SEBASTIÁN HERNÁNDEZ YUNIS

Teniendo en cuenta este sentido de proporcionalidad entre 
medios y fines, la inexistencia de un término de caduci-
dad no puede significar que la acción de tutela no deba 
interponerse dentro de un plazo razonable. “(…) La razo-
nabilidad de este plazo está determinada por la finalidad 
misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso 
concreto.(…)”

Si la razonabilidad debe ser ponderada, quiere decir que 
la decisión no puede ser discrecional ni subjetiva. Hay que 
justificar por qué no resultaría procedente y no puede ser 
negada por la voluntad o arbitrariedad del juzgador.

Llegados a este punto nos preguntamos, ¿aparte del prin-
cipio de razonabilidad y proporcionalidad existen otros 
elementos que se puedan configurar como un límite al 
principio de inmediatez? Sobre este cuestionamiento, en-
contramos que vía jurisprudencial, la Corte Constitucional 
estableció una serie de “subreglas” en virtud de las cuales 
se pudiera identificar de “manera clara” cuando se estaba 
ante el cumplimiento o incumplimiento de este principio. 

Así mismo, de conformidad con la doctrina sentada por esta 
corporación nos fue posible afirmar que las subreglas deriva-
das de este principio se clasificaban en las de aplicación para 
la tutela genérica y las de la TCPJ de la siguiente manera: 

Sub reglas del Principio de Inmediatez en la Acción de 
Tutela contra Providencias Judiciales 

De acuerdo con lo preceptuado en la sentencias T- 684 de 
2003;  T-726 de 2010 y T- 719 de 2013, la Corte Constitu-
cional colombiana realizando una reiteración jurispruden-
cial  estableció una serie de pre requisitos o subreglas, las 
cuales debían ser seguidas por el  juez constitucional a la 
hora de analizar el cumplimiento del principio de inmedia-
tez dentro del ejercicio de la acción de tutela, señalando 
que los operadores dentro del caso concreto deber hacer 
un estudio para determinar: 
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a)	 La existencia de un motivo válido que justifique 
la inactividad del accionante. 

De conformidad con esta subregla se pretende que la inac-
ción del accionante sea justificada de manera adecuada, y 
se acredite mediante prueba sumaria, de tal forma que no 
se deje al libre capricho de la parte actora el ejercicio de la 
tutela. Así mismo esta sub regla  busca evitar el ejercicio 
indiscriminado de la TCPJ asegurando la legitimidad de 
las decisiones judiciales. 

b) Verificar que la inactividad justificada no vulnere 
el núcleo esencial de los derechos de terceros afec-
tados con la decisión o bienes constitucionalmente 
protegidos de igual importancia (v.gr. la seguridad 
jurídica);

Este pre requisito  pretende evitar que mediante el ejerci-
cio tardío de la acción se vulneren los derechos adquiridos 
por terceros, pues es claro que la decisión contenida en 
una sentencia o providencia judicial al interior del proceso 
ordinario implícitamente conlleva una orden que afecta y 
obliga a los sujetos procesales a ejecutar acciones de dar, 
hacer o dejar de hacer. Por tanto el juez constitucional 
debe proteger esas acciones ejercidas por los sujetos pro-
cesales, a fin de quebrantar sus derechos fundamentales.  

c) La existencia de un nexo causal entre el ejercicio 
inoportuno de la acción y vulneración de los dere-
chos de los interesados (Sentencia de tutela T 684 
de 2003, 2003). 

Este postulado, en íntima conexión con la primera subre-
gla, busca encontrar aquella relación entre el ejercicio tar-
dío de la acción con la afectación a los derechos de los 
interesados, como por ejemplo, cuando el sujeto procesal 
se encuentra en espera de la respuesta a una petición rea-
lizada dentro del proceso ordinario lo que retarda el ejerci-
cio de su defensa. 
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d) La situación de debilidad manifiesta en la que se 
encuentra el actor como fundamento para conside-
rar que la carga de interponer la acción de tutela 
resulta desproporcionada (Sentencia de Tutela 726 
de 2010, 2010)4927

Esta herramienta busca que se esté en efectivización de un 
derecho del cual se reclama una verdadera y fundamental 
protección, evitando así, procesos inoficiosos que preten-
den usar la TCPJ como una “instancia ordinaria” después 
de un tiempo desproporcionado; situaciones como esta se 
presenta por ejemplo en el caso de una persona que era  
desplazada por la violencia, b) no poseía recursos para 
pagarle a un abogado, c) vivía de la tierra de la cual fue 
desplazado, d) no poseía conocimientos jurídicos y e) el 
abogado que lo asistía de manera gratuita en el proceso 
ejecutivo falleció el 5 de febrero de 2007 luego de una pe-
nosa enfermedad.5028

e) Excepcionalmente, si el fundamento de la acción 
de tutela surge después de acaecida la actuación 
violatoria de los derechos fundamentales, de cual-
quier forma,  su ejercicio debe realizarse en un plazo 
no muy alejado de dicha situación.

Esta situación demuestra la discrecionalidad de que dis-
pone el juez para analizar los hechos constitutivos de tar-
danza en el ejercicio de la acción constitucional. 

Tutela contra Decisión de Tutela cuando no se decide 
de fondo o cuando se rechaza la Tutela por Improce-
dente o por Caducidad

Cuando no se decide de fondo, en estricto sentido no hay 
sentencia y puede presentarse de nuevo la tutela, porque 

49	  Ver sentencias Su-961-99, T-792-00, T-563-05, T-576-10. 
50	  Consideración 6.5.5 sentencia T-726 de 2010. 
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en estas acciones no puede haber fallos inhibitorios, ni 
reconocimiento de excepciones no previstas en la ley, ni 
presupuestos de fondo inexistentes (Art. 29 Dto. 2591 de 
1991).

Cuando el juez de tutela no falla de fondo o se inhibe de fa-
llar, incurre en un defecto procedimental absoluto, puesto 
que actúa de manera arbitraria y al margen del trámite 
establecido.

Esta es la situación que se presenta por ejemplo cuando la 
Corte Suprema de Justicia, rechaza una tutela contra sen-
tencias por considerar que no es procedentes o cuando un 
juez se inhibe de fallar de fondo, porque según su parecer, 
que no su criterio, la tutela fue presentada tardíamente o 
lo que es lo mismo que dejó vencer el término de caduci-
dad, llamado inmediatez.
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El Principio de Inmediatez y la 
Seguridad Jurídica en la Tcpj 

Una vez estudiados los elementos generales de la acción 
de tutela y la acción de tutela contra providencias judi-
ciales, resulta relevante establecer algunas características 
esenciales del principio de seguridad jurídica dentro del 
derecho colombiano para determinar su influencia dentro 
del principio de inmediatez.

Seguridad Jurídica 

El principio de seguridad se construye a través del elemen-
to de determinación, especialmente dentro del ámbito del 
derecho público, en donde las actuaciones de los servido-
res se encuentran debidamente regladas, exigiendo de los 
funcionarios, el desarrollo de sus actividades conforme lo 
dicta su manual de funciones siempre en respeto del prin-
cipio de legalidad lo que no implica de por sí, que en oca-
siones se actúe dentro de un margen de indeterminación 
de la conducta, situación que se presenta comúnmente 
dentro de las relaciones de carácter privado donde se hon-
ra el aforismo que enseña: “lo que no se encuentra prohi-
bido dentro de la ley, se encuentra permitido”. 

     Es claro que dentro de nuestro ordenamiento jurídico 
el postulado constitucional de “imperio de la ley” no ha 
de entenderse en su carácter meramente formal, esto es 
como aquel conjunto de preceptos normativos dictados a 
través de un procedimiento especial por el órgano legis-
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lativo; hoy, el concepto de ley tiene un carácter mucho 
más abierto, pues este comprende el respeto y aplicación 
directa de la carta jurídico política de 1991, el bloque de 
constitucionalidad y demás normas del mismo rango legal 
vinculantes para el estado colombiano, aun cuando estas 
se encuentren en contraposición con postulados norma-
tivos que regulen una determinada materia como lo deja 
entrever la consagración que realizó el constituyente pri-
mario en la constitución de 1991 que enseña: 

ARTÍCULO    4.  La Constitución es norma de 
normas. En todo caso de incompatibilidad en-
tre la Constitución y la ley u otra norma jurí-
dica, se aplicarán las disposiciones constitu-
cionales.

Es deber de los nacionales y de los extranje-
ros en Colombia acatar la Constitución y las 
leyes, y respetar y obedecer a las autoridades

De otra parte, con el notable avance que han dado las teo-
rías de la interpretación y argumentación jurídica, y en 
general la teoría del derecho, al dejar de lado el papel emi-
nentemente mecánico del operador judicial como vocero 
de la norma para concebirlo como un intérprete autoriza-
do de la ley quien puede determinar el significado de un 
enunciado normativo dentro de un caso particular. 

Que el ordenamiento jurídico se conforme a través de estas 
dos fuentes del derecho (ley y jurisprudencia) implica el 
rompimiento del antiquísimo esquema legalista implanta-
do en el siglo XX pues la doctrina jurisprudencial resulta 
ser un elemento de carácter esencial dentro del Estado 
Social de Derecho ya que actúa como elemento habilitante 
para que el operador judicial defina el alcance normativo 
de una disposición normativa específica. 

        Señala Enterría citando a Gauchet (1997) que: 

El juez es el guardián del principio de compo-
sición del cuerpo social. Tiene por función la 
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de mantenerlo inalterado, esto es, preservar  
las condiciones que hacen su poder sobera-
no, igual a sí mismo en todos los instantes del 
tiempo… Si se le opone al pueblo, es con el fin 
de evitarle ponerse en contradicción consigo 
mismo (p. 131). 

Entonces, si bien es cierto, el pueblo es el máximo sobera-
no dentro del estado social de derecho colombiano2951, este 
encuentra su sustento y apoyo en el juez constitucional, 
quien será aquel garante de sus derechos y guardián de 
nuestra carta jurídico política. 

Ahora, una problemática surge actualmente, y es que el 
pueblo, a través de sus representantes, ha optado por la 
vía de juridización del mundo social, esto es, el intento del 
legislador de regular todas las conductas por medio de una 
ley delimitando el campo de acción de los ciudadanos y 
administrados dentro de sus relaciones jurídicas. 

En consecuencia, el incremento de las disposiciones le-
gales a las cuales se les impone correlativamente el deber 
de control material (acción de inconstitucionalidad), impli-
ca en palabras de ORTEGA (En GARCÍA DE ENTERRÍA, 
2006) – “que el individuo no pueda proyectar su propia 
vida, la legislación incontinente le desencaja de sí mismo, 
le impide ser”.5230(p. 48)

Lo anterior, aunado al constante conflicto suscitado entre las 
altas corporaciones judiciales colombianas por la aceptación 
de la TCPJ ha mostrado el debilitamiento de las instituciones 
y ha mermado ese sentimiento de confianza en el sistema 
judicial y legislativo por parte de los administrados. 

51	 Constitución Política de Colombia. Artículo 3. La soberanía reside exclusivamente 
en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa 
o por medio de sus representantes, en los términos que la Constitución establece. 

52	 Expresa Enterría “la ignorancia de las leyes se nos presenta casi como un sarcasmo, 
pues no hay persona alguna, que pueda pretender hoy conocer una minúscula 
fracción apenas de esa marea inundatoria e incesante de leyes y reglamentos entre 
cuyas complejas mallas hemos, no obstante, de vivir. 
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Es importante resaltar que el principio de seguridad no 
encuentra asidero jurídico o regulación expresa dentro de 
nuestra carta constitucional, sin embargo, se ha caracte-
rizado por ser un principio de carácter implícito deducible 
de la cláusula general de estado social de derecho, esta-
blecida en el art. 1 de la Constitución (U. BRECCIA, 1995)

Al respecto, el profesor Humberto Ávila (2012), señala que 
este principio es deducible del principio de estado de de-
recho en donde se debe garantizar por parte de los or-
ganismos estatales, la universalidad de las normas y la 
no arbitrariedad del derecho; objetivo que solo podrá ser 
cumplido entre tanto se opte por la expedición de reglas 
generales, claras, conocidas, relativamente constantes en 
el tiempo, prospectivas y no contradictorias. 

En este sentido, precisa igualmente que el ideal del estado 
de derecho es la protección de garantías constitucionales 
y la asunción de responsabilidad estatal, situación que 
solo se puede llevar a cabo con un ordenamiento confia-
ble y previsible; frente a esta situación aduce que el grado 
de efectividad de un derecho se medirá por el campo de 
acción que tenga el ciudadano para el desarrollo de sus 
libertades, además de la inminente necesidad de la con-
sagración de mecanismos de protección y aseguramiento 
de sus expectativas que sean efectivos y reactivos ante la 
violación injustificada de las garantías ius fundamentales. 

De igual forma explica que el principio de seguridad jurídi-
ca comporta una serie de exigencias para los organismos 
estatales tal como es la: 

adopción de comportamientos que contribu-
yan más a la existencia en beneficio de los 
ciudadanos y desde su perspectiva, de un es-
tado de confiabilidad y calculabilidad jurídi-
ca, con base en su cognoscibilidad mediante 
la controlabilidad jurídico racional de las es-
tructuras argumentativas reconstructivas de 
normas generales e individuales, como instru-
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mento garante del respeto de su capacidad de 
– sin engaño, frustración, sorpresa, ni arbitra-
riedad – plasmar de forma digna y responsable 
su presente y hacer una planificación estraté-
gica jurídicamente informando sobre su futu-
ro (Ávila, 2012)

En consecuencia, el principio de seguridad jurídica requie-
re de los ciudadanos una capacidad de aproximación a 
circunstancias y consecuencias determinadas con base en 
su capacidad intelectual, de procesamiento y comprensión 
de normas de carácter general e individual dentro de un 
campo de respeto de los derechos y garantías fundamenta-
les.                                                                                                                                   

Este principio no se torna como un principio entendible 
en el campo estrictamente jurídico sino que por el contra-
rio ha sido estipulado como una garantía iusfundamen-
tal exigible por parte de cualquier ciudadano, en donde la 
previsibilidad será uno de los factores esenciales de ale-
gación de protección de este principio. Lo anterior implica 
la posibilidad de solicitar la garantización y reforzamiento 
de este principio por parte de cualquier ciudadano y no de 
aquellos que tengan una relación contractual o jurídica 
“directa” con la administración.  

Precisamente, lo que pretende proteger este principio es 
aquel “factor sorpresa” que pudiera producirse con oca-
sión de una disposición, acto, norma, sentencia o actua-
ción de las autoridades y de los particulares que originara 
la vulneración de esa estabilidad brindada a los ciuda-
danos. No obstante, la protección mencionada no puede 
promulgar el congelamiento del ordenamiento jurídico, al 
respecto el Tribunal Constitucional español señaló que la 
seguridad jurídica no podía ser erigida como un valor de 
carácter absoluto ya que daría lugar a la “congelación del 
ordenamiento jurídico existente, siendo así que este, al re-
gular relaciones de convivencia humana, debe responder a 
la realidad social de cada momento como instrumento de 
perfeccionamiento y de progreso”.  (T.C. 126/1987)



EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ EN LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES
¿SEGURIDAD JURÍDICA EN EL ORDENAMIENTO COLOMBIANO?

-    127    -

Para Viana Cleves (2007), el principio de seguridad com-
porta unos elementos intrínsecos que definen su campo de 
acción, que se resumen en los siguientes:

i) Existencia de una norma jurídica: El primer factor 
de seguridad jurídica dentro del estado social dere-
cho es la existencia de un ordenamiento jurídico vi-
gente; sin embargo, este no es el único elemento que 
puede determinar la estabilidad jurídica de un es-
tado, pues como la judicatura ha enseñado, la exis-
tencia de contradicciones por la aplicación de de-
terminadas normas del mismo rango legal así como 
el choque de principios de rango constitucional ha 
sido una constante dentro del orbe normativo de los 
estados y ha permitido el nacimiento de los diversos 
métodos de argumentación e interpretación jurídica. 

Frente a este punto notamos que es deber del legislador 
actuar de manera gradual en torno a la expedición nor-
mativa ya que no puede extralimitarse en la expedición 
normativa ni tampoco dejarla de lado (inacción legislativa)  
sino que debe encontrar el punto exacto en la regulación 
de las conductas, punto intermedio que será determinado 
por la necesidad de juridización y  por la relevancia jurídi-
ca de la conducta a reglamentar. 

ii) Pre-ordenamiento jurídico: Este concepto acuña-
do por (LÓPEZ OÑATE, 1953) señala la existencia 
previa de la norma a aplicar, significando con esto 
la improbable aplicación retroactiva de la ley, lo que 
implica que esta, una vez entrada en vigencia, tie-
ne que producir sus efectos únicamente con miras 
hacia el futuro, sin que por ello implique que en ex-
cepciones particulares rija con efectos hacia el pa-
sado. Al respecto ha precisado la jurisprudencia co-
lombiana que si no hay una estabilidad en cuanto a 
la consecuencia jurídica, obviamente no pueden los 
destinatarios de la ley estar gozando del derecho de 
seguridad. (Sentencia C-549 de 1993, 1993)
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iii) Principio de Publicidad: En postulado prevé 
que exista un acceso a la información relacionada 
con el ordenamiento jurídico vigente.  Este dere-
cho ha sido consagrado en la Constitución Política 
de Colombia5331y el Código de Procedimiento Admi-
nistrativo y de lo Contencioso Administrativo5432y 
aunque el acceso al conjunto de leyes se deriva 
del impulso del ciudadano por alcanzar su conoci-
miento, es deber de las autoridades establecer los 
medios necesarios para facilitar su divulgación y 
permitir su acceso a todos y cada uno de los ad-
ministrados. 

En virtud de este principio, también se exige que dentro 
de la norma  se consagren expresamente los efectos de su 
vigencia temporal y espacial, pues,  mal haría el legislador 
en no determinar el carácter permanente o transitorio de 
una determinada disposición legislativa.  

iv) Respeto del principio de buena fe: en consonancia 
con este elemento,  el ciudadano se ve inmerso en el 
deber de confiar en que la administración actuará 
sujeta a los principios, reglas y valores constitu-
cionales así como en concordancia con el resto del 
ordenamiento jurídico, de igual modo,  las institu-
ciones deberán confiar en la transparencia de las 
actuaciones que adelanten los particulares.  En este 
sentido, nuestra carta jurídico política de 1991 ha 
preceptuado la buena fe como una presunción que 

53	 Artículo 9 ley 1437 de 2011 CPACA: La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”.  

54	 Artículo 209 Constitución Política de 1991 En virtud del principio de publicidad, 
las autoridades darán a conocer al público y a los interesados, en forma sistemática 
y permanente, sin que medie petición alguna, sus actos, contratos y resoluciones, 
mediante las comunicaciones, notificaciones y publicaciones que ordene la ley, 
incluyendo el empleo de tecnologías que permitan difundir de manera masiva tal 
información de conformidad con lo dispuesto en este Código. Cuando el interesado 
deba asumir el costo de la publicación, esta no podrá exceder en ningún caso el 
valor de la misma.
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opera en favor de las instituciones así como en pro 
de los particulares.5533

v)  Restricción al acceso a la información: Señala 
Viana Cleves que este aspecto se   encuentra orien-
tado con el deber de la administración de mantener 
la reserva de la información cuando esta comporte 
una firme y fuerte conexión con los derechos funda-
mentales del ciudadano en por lo cual deberán de 
preservarse y asegurarse los derechos a la intimidad 
personal, familiar y buen nombre. 

vi)  Derecho al debido proceso. En virtud del artículo 
29 de la Constitución Política de Colombia56,34las ac-
tuaciones de la administración y de los órganos ju-
diciales tendrán que adecuarse a los procedimientos 
prestablecidos por el ordenamiento jurídico evitando 
siempre incurrir en la violación injustificada de las 
garantías fundamentales del ciudadano. El debido 
proceso comporta las garantía de (i) ser oído duran-
te toda la actuación,  (ii) a la notificación oportuna 
y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación 
se surta sin dilaciones injustificadas,  (iv) a que se 
permita la participación en la actuación desde su 
inicio hasta su culminación,  (v) a que la actuación 
se adelante por autoridad competente y con el pleno 

55	 Artículo 83. Constitución Política: las actuaciones de los particulares y de las 
autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se 
presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante estas.

56	 Artículo 29. Constitución Política de Colombia: El debido proceso se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas.

	 Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio.

	 En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará 
de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

	 Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a 
un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, 
y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

	 Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.
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respeto de las formas propias previstas en el orde-
namiento jurídico,  (vi) a gozar de la presunción de 
inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y 
contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir 
pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promo-
ver la nulidad de aquellas obtenidas con violación 
del debido proceso (Sentencia de Constitucionalidad 
C-980 de 2010, 2010).

vii) Finalmente señala Viana Cleves que un postula-
do esencial que debe tenerse en cuenta a la hora de 
hablar de seguridad jurídica, es la fijación de los tér-
minos de caducidad y prescripción de las acciones 
y derecho respectivamente ya que lo anterior permi-
te que el ciudadano pueda apoyarse en el convenci-
miento de las vigencias establecidas para la adecua-
ción de sus propio actos lo que permitirá igualmente 
servir como limitante al ejercicio desproporcionado 
de las acciones judiciales y administrativas que pu-
dieran adelantarse en su contra. 

Seguridad Jurídica en el Estado Social de Derecho Co-
lombiano a través de la Jurisprudencia Constitucional 
Colombiana

Nuestra jurisprudencia constitucional se ha referido a este 
principio definiéndolo de la siguiente manera:

Por seguridad jurídica se entiende aquella si-
tuación estable y definida conforme a derecho, 
que se encuentra fundamentada en el imperio 
de la justicia dentro de un determinado orden 
social. Este principio requiere de una situa-
ción jurídica definida que acarree consecuen-
cias también jurídicas, las cuales sean ple-
namente identificadas y determinadas por el 
sujeto de derecho dentro de la sociedad y ga-
rantizadas por el Estado. Por ello, la seguridad 
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jurídica apunta, en últimas, a la estabilidad 
de la persona dentro del ordenamiento, de for-
ma tal que la certeza jurídica en las relaciones 
de derecho público o privado, prevalezca sobre 
cualquier expectativa, indefinición o indeter-
minación (Sentencia de Tutela 284 de 1994, 
1994).

La corte a través de su reciente jurisprudencia, específica-
mente mediante la sentencia c-284 de 2015 estableció en 
torno al principio de seguridad jurídica y el derecho a la 
igualdad la conexión entre estos dos principios al prescri-
bir que todas las personas recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades, de igual forma, esta corporación 
adujo que

En efecto, si las decisiones judiciales no fue-
ran previsibles o las reglas y soluciones adop-
tadas en el pasado resultaran cambiantes e 
inestables, los ciudadanos no podrían esperar 
que el asunto que someten a la jurisdicción 
sea resuelto de la misma forma.

Así las cosas es claro que, una condición para poder ga-
rantizar el derecho constitucional a la igualdad nace con el 
respeto del principio de seguridad jurídica. 

      De la misma manera, el máximo intérprete constitucio-
nal enseña que son varias las obligaciones que se le han 
impuesto al estado colombiano y a los jueces de la repú-
blica derivados de los mandatos de la Constitución Política 
de 1991 en cuanto al respeto de la seguridad jurídica. En-
tonces encontramos que en primer lugar, la Constitución 
reconoce que la actividad de los operadores judiciales “se 
encuentra sometida al imperio de la ‘ley’ lo que constituye 
no solo una garantía de autonomía e imparcialidad, sino 
también de igualdad en tanto el punto de partida y llegada 
de toda la actuación judicial es la aplicación de la “ley””. 
En lo atinente a esta afirmación, recordemos que mediante 
sentencia, la Corte Constitucional haciendo una reitera-
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ción jurisprudencial señaló que para entender adecuada-
mente la expresión señalada en el artículo 230 superior, 
hay que aceptar que la aplicación de la legislación no se 
hará de manera sesgada sino que obedece al recogimiento  
y entendimiento de la aplicación de las normas constitu-
cionales y legales, valores y objetivos, incluida la interpre-
tación jurisprudencial de los máximos órganos judiciales, 
la cual conforma la totalidad del ordenamiento jurídico, lo 
que permite el reforzamiento de la cláusula contenida en 
el artículo 4 superior.  

En segundo lugar y en estrecha relación con lo anterior, 
señala que la ley 153 de 1887 ha establecido una serie de 
pautas para la interpretación de las normas constitucio-
nales en aras de dirimir los conflictos suscitados en su 
aplicación e interpretación de la normativa permitiendo 
incluso la aplicación de los principios del derecho natural 
como herramienta de ilustración de la constitución.5735

En tercer lugar, señala esta Corporación Constitucional 
que la carta jurídico política de 1991 ha “previsto órganos 
judiciales que tienen entre sus competencias la unifica-
ción de jurisprudencia como forma de precisar con au-
toridad y vocación de generalidad el significado y alcan-
ce de las diferentes áreas del ordenamiento jurídico”. De 
este modo,  se reitera a través de la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, que esta corporación no es único el 
órgano de cierre de la jurisdicción, sino que  por el con-
trario, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Es-
tado y el Consejo Superior de la Judicatura constituyen 
organismos de cierre en sus respectivas materias sin que 
por ello puedan desconocer la interpretación vinculante 
de las leyes que realice la corte constitucional (C-539 de 
2011). 

En cuarto lugar, los pronunciamientos de esta Corpora-
ción han ido incorporando un grupo de doctrinas que, 

57	  Al respecto ver sentencia C-284 de 2015.
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como ocurre con las relativas a la cosa juzgada y al deber 
de respeto del precedente judicial, tienen entre sus pro-
pósitos garantizar la estabilidad de las decisiones y reglas 
judiciales fijadas con anterioridad. En este sentido, se ha 
afirmado  que el máximo tribunal de lo constitucional que 
el sistema de precedentes contribuye al aseguramiento del 
principio de seguridad jurídica en la medida que se ob-
tiene una predictibilidad razonable de las decisiones judi-
ciales en la resolución de conflictos, derivada del principio 
de igualdad ante la ley como de la confianza legítima en la 
autoridad judicial.5836

Finalmente resalta esta corporación judicial que por medio 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo (ley 1437 de 2011) se ha realiza-
do la incorporación de normas que tienen como propósito 
asegurar la eficacia de la jurisprudencia dictada y unifica-
da del Consejo de Estado, esto a través de la figura con-
sagrada en el artículo 10 y 101 de la precitada legislación 
administrativista.5937 

¿Seguridad Jurídica en el Principio de Inmediatez? 

Que la tutela se pueda interponer en todo momento, no es 
lo mismo que tenga vigencia intemporal. La relación jurí-
dica sustancial o la existencia del derecho cuya protección 

58	 Es así como en la actualidad se han generado estudios  acerca de la litigación 
estratégica por medio de la cual los abogados se encuentran capacitados para 
predecir la conducta del operador judicial en aras de determinar el sentido de 
un providencia judicial determinada  basados en la experiencia y análisis de 
situaciones fácticas similares anteriores resueltas por el mismo operador o por su 
superior. 

59	 Los artículos 101 102 de Ley 1437 de 2011 establecen lo siguiente: Artículo 10: Al 
resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que 
tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al adoptar las 
decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de unificación 
jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interpreten y apliquen dichas 
normas. Por su parte el artículo 102 señala lo siguiente: Las autoridades deberán 
extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el 
Consejo de Estado, en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten 
y acrediten los mismos supuestos fácticos y jurídicos.
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se demanda, limitan la oportunidad para demandar la 
protección.

Al analizar la Jurisprudencia de las Altas Cortes de de-
cisión, podemos afirmar que existe una discrecionalidad 
para fijar el término de inmediatez, ya que al revisar las 
tutelas en las que las Cortes se han referido a la inmedia-
tez, se encuentra que se han concedido amparos luego de 
varios años de ejecutoriada la sentencia que puso fin a 
proceso. Veamos los siguientes casos:6038

1.	A través de la Sentencia T-249 de 1997 con Magis-
trado Ponente Dr. José Gregorio Hernández, se re-
solvió una tutela presentada 14 meses después de 
ejecutoriada la sentencia impugnada.

2.	Mediante la sentencia T-1059 de 2007, con Magis-
trado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy, se revocó 
el fallo de segunda instancia proferido por el Tribu-
nal Superior de Bogotá, el 28 de abril de 2000, y en 
su lugar, CONFIRMÓ el fallo de primera instancia 
que dictó el Juzgado 9 laboral el 9 de julio de 1999 
y por el cual se ordenó re liquidar una pensión de 
jubilación. La tutela se presentó luego de cinco años 
de ejecutoriada la sentencia del Tribunal.

3.	En la Sentencia T-853 de 2007 con Magistrado 
Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, se 
reconoció que no se había vencido el término 
de inmediatez luego de 14 meses y 23 días de 
dictada la sentencia impugnada por vía de tutela. 
El caso lo conoció en primera instancia el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria, entidad que mediante 
fallo del 1º de febrero de 2007, negó el amparo invo-
cado por la peticionaria, decisión que fue confir-

60	 Véase INEXEQUIBILIDAD EN EL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
DE TUTELA: Sobre algunas imprecisiones en la Jurisprudencia de la Corte 
Constitucional. Revista principia Iuris 20. 
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mada en segunda instancia por el Consejo Superior 
de la Judicatura.

4.	Un caso curioso y contrario lo encontramos en la 
sentencia 2007-02339 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en la que se negó a decidir de fondo 
una tutela porque se presentó a los seis meses y 
trece días de ejecutoriada la sentencia impugnada. 
La razón para no decidir de fondo es la siguiente: 
“La tutela se presentó absolutamente fuera de cual-
quier plazo razonable”. Pero ninguna razón da para 
justificar por qué no es razonable en este caso y si 
es razonable en otros en los que se ha concedido la 
tutela luego de un año o más de dictada la senten-
cia impugnada.

5.	Dentro de la sentencia T-140-12 con ponencia del 
magistrado LUIS ERNESTO VARGAS SILVA se re-
vocó un fallo de la Corte Suprema de Justicia en su 
sala de Casación Civil y Sala de Casación Penal. La 
tutela se presentó después de 19 meses a pesar de 
que la sentencia había sido dictada en audiencia, 
en presencia de las partes. 

6.	En sentencia T-719 del año 2013 con ponencia del 
magistrado LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ 
se tutelaron los derechos de los accionantes a pesar 
de que la tutela se presentó a los nueve meses y me-
dio de ocurrido el hecho vulneratorio (HERNÁNDEZ 
YUNIS, 2013). 

Al revisar los fallos citados, no se divisa justificación de-
terminante para que el juez de tutela en algunos casos en-
cuentre que la tutela fue presentada en un plazo razonable 
y en otros no, de tal manera que todo queda al arbitrio del 
juez y en esta forma se desconocen los más elementales 
principios en un Estado de Derecho.

Concluimos en que se está en clara violación del principio 
de seguridad jurídica toda vez al permitirse el estudio de 
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estas acciones constitucionales, sin una clara determina-
ción de los tiempos exactos en los cuales deba ejercerse 
el amparo, se deja al azar, la aceptación o rechazo de la 
acción constitucional. Para confirmar lo anterior, recor-
demos lo señalado por el magistrado Jorge Iván Palacio 
dentro de su salvamento de voto a la sentencia T-719 del 
año 2013. 

Dentro de la jurisprudencia no se observa un 
criterio unívoco en torno al tiempo considera-
do razonable y proporcionado para acceder a 
la protección constitucional, ya que ha oscila-
do entre 6, 9, 12 y 18 meses. En esa medida, 
nada impedía a la Sala haber entrado a exa-
minar el fondo del asunto, máxime cuando de 
una lectura desprevenida del caso se advertía 
una conducta vulneratoria.

La observación realizada por el magistrado muestra cla-
ramente que este requisito general de procedibilidad no 
permite al juez determinar clara y rigurosamente en qué 
momento se está afectando la inmediatez y cuándo no. 
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El Principio de Cosa Juzgada 
y la Tutela Contra Providencias 

Judiciales (TCPI). El 
Establecimiento de un Término 

de Caducidad

El principio de la cosa juzgada, en su turno, fue estudiado 
por la Corte Constitucional; frente a este, el máximo tribu-
nal de interpretación constitucional  analizó “lo inmutable, 
intangible, definitivo, indiscutible y obligatorio” de aquellas 
sentencias emitidas por los jueces de instancia que hace 
surgir el principio de la Cosa Juzgada y crean por tanto la 
seguridad jurídica como derivado del Debido Proceso. Esto 
nos lleva a que una vez surtidos todos los trámites perti-
nentes se profiera una sentencia que no puede ser revisa-
da excepto en algunos casos que resultan extraordinarios 
como por ejemplo la casación o la revisión. Es así como la 
procedencia misma del amparo del derecho que se llegue 
a solicitar ha de ser muy excepcional y en todo momento 
velando por la protección del derecho fundamental evitando 
que se cause un perjuicio irremediable; en ese momento sí 
podremos hablar de la procedencia de la acción de tutela 
contra providencias judiciales (Hernández Yunis, 2013).

En torno a este principio se han suscitado varias discusio-
nes en donde algunos autores señalan como medida lesiva 
del principio de seguridad la variabilidad de las decisiones 
judiciales  e irrespeto por las valoraciones hechas por los 
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operadores judiciales en la medida que sus sentencias po-
dían ser revocadas por el juez constitucional en donde este 
mismo impartía órdenes al operador que había conocido 
del proceso primigenio, por otra parte, los defensores de la 
tutela contra providencias judiciales (TCPJ) se escudaban 
en el hecho de que para que una sentencia o decisión ju-
dicial adquiera plena vigencia y validez absoluta, esta de-
berá garantizar el un mínimo de justicia material. Frente 
a estas dos posturas, los profesor Rodrigo Uprimny Yepes 
y Mauricio García Villegas realizarían  algunas apreciacio-
nes donde critican esta disputa al señalar que en primera 
medida la TCPJ no altera la seguridad jurídica sino que 
por el contrario la afianza y protege ya que este es un me-
canismo mediante el cual se permite la unificación de la 
jurisprudencia ergo la unificación de la interpretación de 
las disposiciones constitucionales.

De otra parte, estos autores señalan que la tesis en la que 
se estable que las sentencias dictadas por los operadores 
judiciales solo adquieren plena vigencia y en consecuen-
cia hagan tránsito a cosa juzgada cuando gocen de una 
justicia material es errónea en la medida que cualquier 
decisión judicial sería sujeta a impugnación sin importar 
el paso del tiempo, lo cual es desde luego inconveniente, 
pues la función pacificadora del derecho depende, en gran 
medida, de que las decisiones judiciales adquieran firme-
za y hagan tránsito a cosa juzgada, de tal manera que la 
determinación del juez sea definitiva y el asunto decidido 
no pueda ser nuevamente discutido (Uprimny, García Ville-
gas, & Rodríguez Garavito, 2006). 

Acto seguido de realizar la respectiva crítica de estas dos 
tesis, Uprimny y Villegas se alejan de la discusión acerca 
de si la TCPJ afecta o no directamente el principio de se-
guridad jurídica sino que aducen que la verdadera proble-
mática se centra en el debate de poderes o el denominado 
“choque de trenes” de las altas corporaciones judiciales, 
allí, remarcan la importancia del asunto por la discusión 
que se suscita entre los defensores de la TCPJ y aquellas 
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personas que se resisten a la idea del acatamiento de la 
doctrina elaborada por la Corte Constitucional que en el 
concepto de las altas cortes afecta con el principio de au-
tonomía funcional. En todo caso, concluyen que es indubi-
table concebir la existencia y establecimiento de un órgano 
unificador de la jurisprudencia que asegure una consis-
tencia en la interpretación de las cláusulas esencialmente 
abiertas del texto constitucional. 

Finalmente, Uprimny Yepes y García Villegas señalan que 
de todo el proceso crítico de las teorías defensoras y opo-
sitoras de la TCPJ se pueden extraer una serie de reco-
mendaciones de cambio en la regulación de esta acción; 
específicamente señalan la posibilidad de establecer  un 
término de caducidad como cualquier otra acción judicial 
ya que precisan lo siguiente: 

(…) Una vez vencido ese término, la sentencia 
queda en firme por más de que no tenga el 
mínimo de justicia material.  De esa manera 
se evita que la tutela afecte la cosa juzgada,  
pues simplemente se entiende que, como lo 
dice la doctrina española, toda decisión judi-
cial que ponga fin a un proceso no hace trán-
sito a cosa juzgada hasta que no haya trans-
currido el plazo para interponer el recurso de 
amparo (Pérez Tremps 1985).

Encontramos que el establecimiento de un término de ca-
ducidad dentro de la TCPJ  no es irrelevante sino que se 
traduce en el afianzamiento de un mínimo de seguridad 
jurídica dentro del procedimiento judicial de esta acción 
constitucional. 

Dentro de las relaciones de derecho, el debido proceso, 
tanto judicial como administrativo, es un mecanismo por 
medio del cual se garantiza la seguridad jurídica. En efec-
to, un proceso justo conduce necesariamente a no permitir 
las situaciones difusas y, sobretodo, la indefinición jurídi-
ca. Lo contrario, es decir, la indeterminación, quebranta 
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todo concepto de justicia, pues no sería posible conocer o 
concretar la situación o el sujeto jurídico que se pretende 
proteger. Someter a una persona a un evento basado en 
la contingencia y en la incertidumbre, significa que ese 
individuo carecería de un fundamento suficiente para go-
zar y exigir el respeto de sus derechos. Lo anterior sería 
desconocer el deber del Estado de proteger la vida, hon-
ra, bienes, derechos y creencias de los asociados (Art. 2o. 
C.P.), así como la obligación de toda persona y de todo 
ciudadano colombiano de respetar los derechos ajenos, de 
obrar conforme al principio de seguridad social, de respe-
tar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente 
constituidas y de colaborar para el buen funcionamiento 
de la administración de justicia (Art. 95 nums. 1o., 2o., 3o. 
y 7o.) (Hernández Yunis, 2013)

Es indudable que la tarea del máximo tribunal constitu-
cional estaba encaminada a evitar cualquier imposición de 
limitantes temporales rígido para el ejercicio de la TCPJ, 
sin embargo, frente a estas situación fue claro que se ge-
neró un efecto boomerang, en la medida que al procurar 
por la defensa material de los derechos de la ciudadanía,  
terminó por generar un fenómeno de “tutelitis” lo que su-
ponía un  ejercicio indiscriminado de la acción de tutela.

Por tanto, a continuación, presentamos una serie de pará-
metros que a nuestro parecer hubieran sido determinan-
tes al momento de decidir acerca de la continuidad en el 
término de inmediatez de la acción de tutela. 

La Acción de Tutela Sui Generis 

Como se expuso brevemente, la tutela en el ordenamiento 
jurídico colombiano ha tenido una serie de consecuencias, 
a nuestro parecer, propicias para el desarrollo de los pos-
tulados del estado social de derecho. 

También nos fue posible divisar a través del estudio de las 
características esenciales de la tutela, el desprendimiento 
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de una acción constitucional que domina unos contenidos 
específicos y por tanto merece su independencia; este es 
el caso de la Tutela contra Providencias Judiciales (TCPJ). 
Lo anterior lo pudimos determinar a través del estudio de 
las causales generales y específicas de procedibilidad de la 
TCPJ, lo que nos permitió colegir que aunque en esencia 
estas dos acciones persiguen la protección de las garan-
tías iusfundamentales, el origen de la vulneración recae 
sobre hechos claramente distintos. Observemos por ejem-
plo, como los mecanismos ordinarios de defensa en sede 
judicial dentro del derecho Contencioso Administrativo a 
pesar de perseguir el restablecimiento o compensación en 
desequilibrio de las cargas públicas, se encuentran dividi-
dos según el origen de la afectación v.gr. medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, por afectación 
de intereses con origen de la expedición  actos adminis-
trativos de carácter particular, y  la acción de reparación 
directa con motivo de una afectación derivada de un hecho 
administrativo. 

La Informalidad 

Como observamos anteriormente, una de las característi-
cas esenciales de la acción de tutela radica en su informa-
lidad, esta entendida como la proscripción de rigurosidad 
en los requisitos formales de presentación, que pueden ir 
desde la innecesaria interposición de este recurso median-
te apoderado judicial, hasta la ausencia de carga argumen-
tativa en cuanto a los fundamentos jurídicos por medio de 
los cuales se sustente la violación de derechos. Sin em-
bargo, como pudimos detallar la TCPJ goza de un carácter 
especial, es decir, de una cierta complejidad en su ejerci-
cio,  de manera que la corte  ha señalado que a primera 
vista esta es improcedente  y solo puede prosperar ante la 
reunión de una serie de requisitos habilitantes (causales 
generales) para su interposición, además del señalamiento 
de unos requisitos específicos mediante los cuales se de-
muestre una clara y evidente vulneración de los derechos 
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y garantías iusfundamentales (causales específicas).  De-
manda que solo podrá prosperar ante la construcción de 
un discurso argumentativo fuerte que sustente y permita 
evidenciar al juez de tutela que “uno de sus colegas que 
se supone, actúa con ese mismo compromiso, incurrió en 
un yerro o en un acto injusto y alejado de ese deber ins-
titucional, que irremediablemente lo obligan a intervenir 
para restablecer las garantías conculcadas” (SÁNCHEZ 
CERÓN, 2010, pág. 17)

     En esta medida, la informalidad no resulta predicable 
de la TCPJ lo que nos permite afirmar que instaurar o en 
el caso de la C-543 de 1992, permitir la existencia de un 
término de caducidad resulta una medida proporcionada 
máxime cuando 

hay que comprender, no importa el área donde 
la providencia se dicte, si penal, contenciosa, 
civil, laboral, etc., que una decisión involucra 
más que los personales intereses de las partes 
en conflicto. Está la justicia de por medio, está 
la expectativa de toda la comunidad que ha 
delegado en el Estado la solución de sus con-
flictos y que confía en que este actúa con se-
riedad y firmeza. Esa comunidad vería seria-
mente frustradas sus expectativas si observa 
que los fallos judiciales no son firmes, que en 
cualquier momento pueden ser cambiados… 
(SÁNCHEZ CERÓN, 2010, pág. 16)

Carga Mínima de Diligencia 

La acción de tutela al igual que todo proceso judicial re-
quiere por parte del accionante la realización de una serie 
de acciones previas a la interposición del escrito de deman-
da, tales como la recaudación del material probatorio que 
pretenda hacer valer en juicio, la búsqueda de asesoría 
(independientemente de si es profesional o no), así como la 
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asunción intrínseca  de una responsabilidad en la vigilan-
cia de su proceso, una vez puesta en marcha la jurisdic-
ción; por este motivo, resulta un contrasentido que no se 
le imponga al actor de la tutela en contra de providencias 
judiciales una carga mínima de diligencia consistente en 
la interposición en término de la TCPJ, más aún cuando el 
accionante es consciente de la existencia de una alteración 
de sus pretensiones dentro del proceso ordinario además 
de la  violación de sus derechos fundamentales.  

La Inmediatez como Indicio de Relevancia Constitu-
cional 

Como es bien sabido, la relevancia constitucional se ha 
estipulado como una de las causales generales  de proce-
dibilidad de la TCPJ, y significa la carga que tiene el sujeto 
afectado en sus derechos de demostrar al operador judi-
cial a través del problema jurídico constitucional porque 
su caso debería ser objeto de estudio. No obstante, otra 
mirada puede surgir en torno al postulado de relevancia 
constitucional desde el principio de inmediatez. 

Naturalmente la TCPJ nace dentro de un proceso ordina-
rio y excepcionalmente dentro de un proceso de tutela; allí, 
la persona afectada acude para la salvaguarda de sus ga-
rantías iusfundamentales ante el juez constitucional, lo 
que en primera instancia evidencia que no se encuentra 
utilizando la tutela como un recurso extensivo dentro del 
proceso ordinario; sin embargo, ¿qué pasa cuando la per-
sona acude en 6 meses, un año  o incluso dos años des-
pués de acaecida la violación de derechos? ¿Será que real-
mente existe una violación de derechos lo suficientemente 
desproporcionada  que permita al accionante permanecer 
inactivo durante ese lapso entre la violación de derechos y 
la incoación de la TCPJ? 

Los derechos han sido denominados fundamentales no por 
un acto meramente formal, ni caracterizados por ser me-
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ras prebendas derivadas de la aceptación del pacto social, 
sino por el contrario, estos son llamados de tal forma ya 
que materialmente permiten la realización de la persona, 
en consecuencia, toda afectación de los mismos requiere 
de la reacción inmediata de las instituciones administrati-
vas y judiciales para su protección. 

Entonces, si una persona retarda su defensa, difícilmente 
podríamos asegurar que se encuentre mermada realmente 
en sus derechos, por tanto el establecimiento de un térmi-
no de caducidad de la acción resulta viable en la medida 
que funge como un revestimiento de importancia; en otras 
palabras, el término de caducidad de la tutela es un ele-
mento que evidencia la jerarquía de esta acción y deslegi-
tima su uso indiscriminado para causas constitucionales 
materialmente irrelevantes. 

¿El Restablecimiento de cualquier Término de Cadu-
cidad es Manifiestamente Inconstitucional?  

Respecto del tema es importante resaltar lo esbozado por 
el Magistrado Jaime Córdoba Triviño, en ponencia publi-
cada en la revista TUTELA No. 89, de mayo de 2007, donde 
afirma lo siguiente:

Los principales argumentos que se presentan 
sobre la tutela contra decisiones judiciales son 
de carácter procedimental. En este sentido se 
ha afirmado (i) que la tutela contra decisiones 
judiciales viola el principio de la cosa juzgada, 
y el valor de la seguridad jurídica. Se aduce 
que la inexistencia de un término de caduci-
dad para la interposición de la acción, poster-
ga indefinidamente los litigios y la solución 
judicial de las controversias. Por otra parte se 
ha señalado (ii) que la tutela contra sentencias 
altera la estructura funcional de la rama judi-
cial, en razón a que un juez ordinario de infe-



EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ EN LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES
¿SEGURIDAD JURÍDICA EN EL ORDENAMIENTO COLOMBIANO?

-    145    -

rior jerarquía pueda ordenarle a otro de mayor 
jerarquía la anulación de una sentencia, por 
vicios constitucionales.

Como réplica a esos dos argumentos es preciso señalar 
que, en efecto, representa una amenaza a la seguridad ju-
rídica, la inexistencia de un término de caducidad para la 
promoción de la acción de tutela contra decisión judicial. 
No obstante la Corte, consciente del vacío reglamentario, 
ha establecido como uno de los requisitos generales de 
procedibilidad de la acción de tutela contra decisión judi-
cial, el requisito de inmediatez, conforme al cual la acción 
debe promoverse dentro de un término razonable y pro-
porcionado a partir de la ocurrencia de la vulneración. 

La afirmación del Magistrado Córdoba Triviño es prueba de 
que la Corte pretendió corregir una situación provocada por 
la misma Corte cuando declaró inexequible el término de ca-
ducidad que establecía el Art. 11 del Decreto 2591 de 1991.

No es cierto que haya un vacío respecto del término de ca-
ducidad de la acción de tutela. Y no lo hay porque la mis-
ma Corte Constitucional dijo que no puede haberlo puesto 
que la tutela se puede presentar en todo momento y lugar, 
y no es posible fijar límites en el tiempo para la reclama-
ción de la protección de los derechos fundamentales (HER-
NÁNDEZ YUNIS, 2013).

Sin embargo, la inmediatez no puede ser confundida con la 
caducidad, pues son dos términos que expresan conceptos 
muy diferentes; el primero hace referencia a la obligación 
del juez de tutela de tomar una decisión inmediata luego 
de la presentación de la demanda, y la segunda hace refe-
rencia a la oportunidad en que la persona debe presentar 
la tutela. La primera es un deber imperativo para el juez y 
la segunda un término de pérdida de oportunidad para el 
titular del derecho.

Entonces, a pesar de que esta corporación constitucional 
resaltara la manifiesta contradicción existente con la nor-
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ma superior al preverse un término de caducidad de dos 
meses para la interposición de la acción de tutela contra 
providencias judiciales, al darse cuenta del vacío jurídico 
que se presentaba, la misma decidió instaurar el principio 
de inmediatez como remedio para esa situación, entrando 
a regular el ejercicio de esta acción en usurpación de las 
funciones del legislativo. 

De lo anteriormente dicho, se colige que, precisar un tér-
mino de caducidad de la acción resulta abiertamente in-
constitucional siempre y cuando se haga mediante la vía 
legislativa, pero resultará conforme a la constitución si es 
fijada por esta Corporación Constitucional, situación que 
desemboca en un modelo de justicia creado por los opera-
dores jurídicos. 

	

¿Posibilidad de Restablecer el Término de Caducidad? 

El legislador podría revivir el término de caducidad para la 
tutela contra sentencias, recogiendo las enseñanzas de la 
Corte Constitucional y armonizando el sentido del Art. 86 
de la Carta Política al entender que la expresión “en todo 
momento”, no quiere decir que la tutela sea atemporal. A 
lo anterior se pueden sumar los principios generales del 
derecho que enseñan que los derechos, sin excepción, son 
finitos y que para fortalecer el principio de seguridad jurí-
dica es necesario poner un límite temporal a la acción de 
tutela. 

En conclusión, el término de caducidad en gracia de dispu-
ta, consideramos podría de ser fijado estrictamente siem-
pre teniendo en cuenta su posible extensión de acuerdo 
con las sub reglas presentadas anteriormente y modulado 
sus efectos conforme los criterios que expondremos más 
adelante siempre teniendo en cuenta el respeto hacia la 
cosa juzgada. 
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La Inmediatez,
de Fenómeno a Principio 

 

Dentro de la sentencia de tutela  410 de 2013. El magistrado 
Nilson Pinilla Pinilla señala acertadamente que el análisis 
que se haga del principio de inmediatez debe ser riguroso 
con el fin de salvaguardar los principios de seguridad jurí-
dica y cosa juzgada. Respecto del fallo en comento precisa: 

Sobre la inmediatez en la incoacción de accio-
nes de tutela contra decisiones judiciales que 
pongan fin a un proceso, se ha indicado que el 
análisis de razonabilidad debe ser más estric-
to, pues “la firmeza de las decisiones judicia-
les no puede mantenerse en la incertidumbre 
indefinidamente”, ya que ello sacrificaría “los 
principios de cosa juzgada y de seguridad ju-
rídica”. En otras palabras, ser laxo con la exi-
gencia de inmediatez en estos casos significa-
ría “que la firmeza de las decisiones judiciales 
estaría siempre a la espera de la controversia 
constitucional que en cualquier momento, sin 
límite de tiempo, pudiera iniciar cualquiera de 
las partes. En un escenario de esta naturale-
za nadie podría estar seguro sobre cuáles son 
sus derechos y cuál el alcance de éstos, con lo 
cual se produciría una violación del derecho 
de acceso a la administración de justicia -que 
incluye el derecho a la firmeza y ejecución de 
las decisiones judiciales- y un clima de enor-
me inestabilidad jurídica.
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No obstante, dentro de esta sentencia se tutelaron los dere-
chos del accionante a pesar de haber interpuesto la tutela 
siete meses después del fallo de instancia. En esta ocasión 
el magistrado señaló que el análisis debería ser más flexi-
ble cuando se tratara de personas que tuvieran la calidad 
de población vulnerable. Toda vez que la edad y salud del 
accionante lo hacían merecedor de dicha condición. 

Ahora bien, que la caducidad se haya eliminado del orde-
namiento jurídico para dar paso al principio de inmediatez 
tiene una importancia sustancial, pues como bien se se-
ñalaba,  la caducidad funge como esa determinación legis-
lativa de ciertos espacios de tiempo para ejercer el derecho 
de acción dentro de un proceso determinado; en cambio 
la inmediatez funge como un principio (mandato de opti-
mización) por medio del cual se exige del accionante que 
presente su escrito demandatorio dentro de un plazo pro-
porcionado a la afectación del bien jurídico. Así las cosas, 
en el momento en que el máximo tribunal de interpreta-
ción constitucional decidió establecer la inexequibilidad 
del término de caducidad de la TCPJ para colocar en su 
remplazo en el principio de inmediatez, produjo la siguien-
te consecuencia: 

Al hablar del principio de inmediatez encontramos que 
este es entendido como un mandado de optimización, de 
textura abierta, lo que resalta a primera vista  su indeter-
minación y permite al juez constitucional efectuar una va-
loración, en la mayoría de los casos subjetiva, del término 
de afectación de derechos fundamentales, en otros térmi-
nos, el principio de inmediatez ha empoderado a cada juez 
constitucional y lo ha convertido en un determinador del 
tiempo específico para interponer la TCPJ en cada caso 
concreto. 
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Caducidad Acción de Tutela 
Contra Providencias  en el 

Derecho Comparado

México 

La acción de tutela o el comúnmente llamado derecho de 
amparo ha sido uno de los principales mecanismos para la 
protección de los derechos y garantías fundamentales de 
los ciudadanos no solo en Colombia sino en la mayoría de 
los países latinoamericanos. 

México ha sido uno de los países que se ha destacado por 
la implementación de esta acción dentro de su carta polí-
tica en la constitución de 1857 (BARRERA VIVAS, 2012), 
trasladada posteriormente a la Constitución Política de los 
Estados Unidos mexicanos que permitió su implementa-
ción dentro de las políticas internacionales en la Decla-
ración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
y la Declaración Universal de los Derechos Humanos que 
dentro de su artículo 107 numeral I expresa lo siguiente: 

El juicio de amparo se seguirá siempre a ins-
tancia de parte agraviada, teniendo tal carác-
ter quien aduce ser titular de un derecho o 
de un interés legítimo individual o colectivo, 
siempre que alegue que el acto reclamado vio-
la los derechos reconocidos por esta Constitu-
ción y con ello se afecte su esfera jurídica, ya 
sea de manera directa o en virtud de su espe-
cial situación frente al orden jurídico.
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Tratándose de actos o resoluciones provenien-
tes de tribunales judiciales, administrativos o 
del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titu-
lar de un derecho subjetivo que se afecte de 
manera personal y directa.

El amparo mexicano posee las mismas garantías de de-
fensa al igual que la acción de tutela colombiana, de esta 
manera, procederá en contra de las decisiones violatorias 
de los derechos de los ciudadanos por las acciones y omi-
siones de las autoridades administrativas.  

Con la nueva ley de amparo del 2 de abril de 2013 se con-
sagró la existencia de un amparo directo y de un amparo 
indirecto, respecto del primero que es el que nos ocupa, 
diremos que el artículo 170 se encargó de establecer su 
procedencia de la siguiente manera: 

Artículo 170. El juicio de amparo directo pro-
cede: I. Contra sentencias definitivas, laudos 
y resoluciones que pongan fin al juicio, dicta-
das por tribunales judiciales, administrativos, 
agrarios o del trabajo, ya sea que la violación 
se cometa en ellos, o que cometida durante el 
procedimiento, afecte las defensas del quejo-
so trascendiendo al resultado del fallo. (CON-
GRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS, 2013)

En este caso, como requisitos para la procedencia de esta 
protección constitucional deberán cumplirse los siguientes:

i) Agotamiento previo de los recursos ordinarios que se es-
tablezcan en la ley: En esta medida deben interponerse 
todos aquellos recursos por medio de los cuales la senten-
cia dictada por la autoridad judicial llegue a modificarse o 
revocarse por las autoridades de la materia.  

ii) Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución 
que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violacio-
nes a las leyes del procedimiento en el proceso primigenio: 
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Este requisito presupone la carga del sujeto activo (quejo-
so dentro del procedimiento judicial mexicano) de haber 
realizado las alegaciones de violación de derechos funda-
mentales dentro del proceso que dio origen a la acción de 
amparo con las excepciones de aplicación de esta regla 
cuando se trata de amparos contra actos que afecten de-
rechos de menores o incapaces, al estado civil, o al orden 
o estabilidad de la familia, ni en los de naturaleza penal 
promovidos por el sentenciado; (Congreso Constituyente, 
1917).

Ahora bien, respecto del término procesal para la interpo-
sición de este amparo consta de un término de 15 días a 
partir del origen de la vulneración, en tratándose de sen-
tencias judiciales o de actos que pongan fin al juicio el 
plazo se computará desde el día siguiente a la notificación 
del acto vulneratorio de derechos. 

Mediante sentencia P./J.9/2013 (10A.) la Sala Segunda 
de la Suprema Corte de Justicia de México explicó que el 
término para la interposición de estos recursos es de 15 
días de conformidad con el artículo 21 de la ley de ampa-
ro (ahora artículo 17 con la nueva ley regulatoria de los 
artículos 103 y 107) que pueden ser extendidos ante la 
solicitud de aclaratoria de sentencia y la notificación de 
esta toda vez que tanto la aclaración como la sentencia 
comportan una misma unidad.   

Así mismo, el artículo 17 de la nueva ley de amparo dispu-
so otra serie de términos perentorios para la interposición 
de esta acción de conformidad con la importancia de la 
sentencia sujeta a revisión; en consecuencia,  los términos 
serán contados de la siguiente manera: 
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Tabla 1. Términos perentorios para la interposición de la 
acción de Tutela

TIEMPO DE 
EJERCICIO 
DESPUÉS DE LA 
NOTIFICACIÓN 
DEL ACTO.

CAUSA DE LA VIOLACIÓN

Treinta (30)  Días. Cuando se reclame una norma general auto 
aplicativa, o el procedimiento de extradición.

Ocho (8) años
Cuando se reclame la sentencia definitiva 
condenatoria en un proceso penal, que 
imponga pena de prisión.

Siete (7) años

Cuando el amparo se promueva contra actos 
que tengan o puedan tener por efecto privar 
total o parcialmente, en forma temporal 
o definitiva, de la propiedad, posesión o 
disfrute de sus derechos agrarios a los 
núcleos de población ejidal o comunal que 
serán  contados a partir de que, de manera 
indubitable, la autoridad responsable 
notifique el acto a los grupos agrarios 
mencionados.

Posibilidad de 
presentación en 
cualquier tiempo.

Cuando el acto reclamado implique peligro 
de privación de la vida, ataques a la 
libertad personal fuera de procedimiento, 
incomunicación, deportación o expulsión, 
proscripción o destierro, desaparición forzada 
de personas o alguno de los prohibidos por 
el artículo 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como la 
incorporación forzosa al Ejército, Armada o 
Fuerza Aérea nacionales.

Fuente: Elaboración propia
Datos: Artículo 17 Ley de Amparo Mexicana.  

      Como podemos observar, el derecho de amparo dentro 
del ordenamiento jurídico mexicano ocupa un espacio de 
gran relevancia social, así como ha sido sujeto a modifica-
ciones y adecuaciones en su procedimiento que permiten 
el establecimiento de un término perentorio para el ejerci-
cio de este mecanismo de defensa con claras concesiones 
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en tratándose del grado de afectación de los derechos de 
los implicados en el litigio. 

Alemania 

Dentro de la justicia constitucional alemana, esta acción 
ha sido llamada el recurso de constitucionalidad en donde 
el Tribunal Constitucional Federal, según la Ley Funda-
mental Alemana (Constitución Política), tiene la función 
del cumplimiento y respeto de los derechos y garantías 
fundamentales  (Art. 18. Parlamentarische Rat und von 
den Alliierten genehmigt, 1949), la competencia de inter-
pretación de la ley fundamental con motivo del conflicto 
sobre el alcance de los derechos y obligaciones de un or-
ganismo federal, además sobre reclamaciones de orden 
constitucional que podrán ser interpuestas por cualquiera 
mediante alegación de que la autoridad pública le ha lesio-
nado en alguno de sus derechos fundamentales o en uno 
de los derechos especificados en los Arts. 20, párrafo 4; 
33, 38, 101, 103 y 104. 

El plazo que está determinado para la presentación de este 
amparo es de veinte (20) días,  al respecto la Ley del Tri-
bunal Constitucional (Bundesverfassungsgerichtsgesetz) 
dentro de su artículo 93 estableció lo siguiente:6139

61	 En la versión original expresa lo siguiente:  § 93 (1) Die Verfassungsbeschwerde 
ist binnen eines Monats zu erheben und zu begründen. Die Frist beginnt mit 
der Zustellung oder formlosen Mitteilung der in vollständiger Form abgefaßten 
Entscheidung, wenn diese nach den maßgebenden verfahrensrechtlichen 
Vorschriften von Amts wegen vorzunehmen ist. In anderen Fällen beginnt die 
Frist mit der Verkündung der Entscheidung oder, wenn diese nicht zu verkünden 
ist, mit ihrer sonstigen Bekanntgabe an den Beschwerdeführer; wird dabei 
dem Beschwerdeführer eine Abschrift der Entscheidung in vollständiger Form 
nicht erteilt, so wird die Frist des Satzes 1 dadurch unterbrochen, daß der 
Beschwerdeführer schriftlich oder zu Protokoll der Geschäftsstelle die Erteilung 
einer in vollständiger Form abgefaßten Entscheidung beantragt. Die Unterbrechung 
dauert fort, bis die Entscheidung in vollständiger Form dem Beschwerdeführer 
von dem Gericht erteilt oder von Amts wegen oder von einem an dem Verfahren 
Beteiligten zugestellt wird.
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El recurso de amparo se tendrá que interponer y fun-
damentar dentro de un plazo de un mes. El término 
comenzará a contarse a partir de la fecha de la noti-
ficación o de la comunicación informal de la decisión 
ejecutoriada, cuando ésta, de conformidad con las 
disposiciones procesales, se lleva a cabo de oficio. 

En los otros casos, el término comenzará a 
contarse a partir de la fecha del pronuncia-
miento de la decisión, o cuando éste no se 
pronuncia se comunicará al recurrente; si al 
recurrente no se le envía una copia integral de 
la decisión, entonces se interrumpirá el pla-
zo de la frase 1, para que el recurrente pue-
da solicitar por escrito, o en el protocolo de la 
oficina competente, que se le entregue copia 
integral de la decisión. La suspensión durará 
hasta tanto no se le entregue copia integral de 
la decisión, o se le notifique de oficio a uno de 
los participantes en el proceso.

     Así mismo, dentro del segundo párrafo del citado articu-
lado 93 se establece la obligación por parte del accionante 
de justificar su inacción, en este caso, la ley federal alema-
na establece que aquel que se vea impedido por causas no 
atribuibles al accionada, podrá solicitar que el término le 
sea repuesto, en este caso deberá elevar la solicitud una 
vez superada la causa de su inactividad procesal. (Art. 92 
párraf (2). bundesverfassungsgerichtsgesetz , 1951)6240

62	  (2) War ein Beschwerdeführer ohne Verschulden verhindert, diese Frist einzuhalten, 
ist ihm auf Antrag Wiedereinsetzung in den vorigen Stand zu gewähren. Der Antrag 
ist binnen zwei Wochen nach Wegfall des Hindernisses zu stellen. Die Tatsachen 
zur Begründung des Antrags sind bei der Antragstellung oder im Verfahren über 
den Antrag glaubhaft zu machen. Innerhalb der Antragsfrist ist die versäumte 
Rechtshandlung nachzuholen; ist dies geschehen, kann die Wiedereinsetzung auch 
ohne Antrag gewährt werden. Nach einem Jahr seit dem Ende der versäumten 
Frist ist der Antrag unzulässig. Das Verschulden des Bevollmächtigten steht dem 
Verschulden eines Beschwerdeführers gleich.
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España 

     El recurso de amparo es una de las principales compe-
tencias atribuidas por la Constitución al Tribunal Consti-
tucional, el objeto de esta acción es la defensa de los de-
rechos constitucionales consagrados en los artículos 14 a 
29 y 30.2 de la carta política española cuando estos sean 
vulnerados por disposiciones, actos jurídicos, omisiones o 
simples vías de hecho de los poderes públicos del Estado, 
las Comunidades Autónomas y demás entes públicos de 
carácter territorial, corporativo o institucional, así como 
de sus funcionarios o agentes (TRIBUNAL CONSTITUCIO-
NAL, 2015). 

    La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional distingue 
tres modalidades de recurso de amparo en razón del ori-
gen del acto del poder público al que se le imputa la vulne-
ración de los derechos fundamentales así:

Tabla 2. Modalidades de recurso de amparo en razón del 
origen del acto del poder público

RECURSO ACTO Ley Orgánica 2/1979
PLAZO PARA 
INTERPOSI-
CIÓN

AMPARO
DECISIONES 
PARLAMEN-
TARIAS

Art. 42. Las decisiones o actos 
sin valor de Ley, emanados de las 
Cortes o de cualquiera de sus ór-
ganos, o de las Asambleas legisla-
tivas de las Comunidades Autóno-
mas, o de sus órganos, que violen 
los derechos y libertades suscep-
tibles de amparo constitucional, 
podrán ser recurridos dentro del 
plazo de tres meses desde que, 
con arreglo a las normas internas 
de las Cámaras o Asambleas, 
sean firmes.

TRES (3) ME-
SES 
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AMPARO

DECISIONES 
GUBERNATI-
VAS Y ADMI-
NISTRATIVAS.

Art. 43. Uno. Las violaciones de 
los derechos y libertades antes re-
feridos originadas por disposicio-
nes, actos jurídicos, omisiones o 
simple vía de hecho del Gobierno 
o de sus autoridades o funciona-
rios, o de los órganos ejecutivos 
colegiados de las comunidades 
autónomas o de sus autoridades 
o funcionarios o agentes, podrán 
dar lugar al recurso de amparo 
una vez que se haya agotado la 
vía judicial procedente. 

Dos. El plazo para interponer el 
recurso de amparo constitucional 
será el de los veinte días siguien-
tes a la notificación de la resolu-
ción recaída en el previo proceso 
judicial. 

Tres. El recurso solo podrá fun-
darse en la infracción por una 
resolución firme de los preceptos 
constitucionales que reconocen 
los derechos o libertades suscep-
tibles de amparo.

VEINTE (20) 
DÍAS
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AMPARO DECISIONES 
JUDICIALES

1. Las violaciones de los derechos 
y libertades susceptibles de am-
paro constitucional, que tuvieran 
su origen inmediato y directo en 
un acto u omisión de un órgano 
judicial, podrán dar lugar a este 
recurso siempre que se cumplan 
los requisitos siguientes: 

a) Que se hayan agotado todos los 
medios de impugnación previstos 
por las normas procesales para 
el caso concreto dentro de la vía 
judicial. 

b) Que la violación del derecho o 
libertad sea imputable de modo 
inmediato y directo a una acción 
u omisión del órgano judicial con 
independencia de los hechos que 
dieron lugar al proceso en que 
aquellas se produjeron, acerca de 
los que, en ningún caso, entrará 
a conocer el Tribunal Constitu-
cional. 

c) Que se haya denunciado for-
malmente en el proceso, si hubo 
oportunidad, la vulneración del 
derecho constitucional tan pronto 
como, una vez conocida, hubiera 
lugar para ello. 

 2. El plazo para interponer el re-
curso de amparo será de 30 días, 
a partir de la notificación de la 
resolución recaída en el proceso 
judicial.

TREINTA (30) 
DÍAS

Fuente: elaboración propia. 

     

Al igual que la tutela colombiana, uno de los requisitos de 
procedibilidad consiste en la alegación de la violación dentro 
del proceso judicial o administrativo, así como deberán ha-
berse agotado todos los mecanismos de defensa en la respec-
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tiva sede judicial, aunado a lo anterior, es requisito insubsa-
nable y común a todas las modalidades de recurso de am-
paro que el demandante justifique la especial trascendencia 
constitucional del recurso tal y como sucede con la primera 
causal genérica de procedibilidad de la TCPJ en Colombia. 

Finalmente, es de resaltar que la sentencia dictada al co-
nocer de fondo del recurso tendrá dos consecuencias: la 
concesión o negación del amparo, en cuyo caso de acepta-
ción traerá como posibles consecuencias: 

i) Declaración de nulidad de la decisión, acto o 
resolución impugnada;

ii) Reconocimiento del derecho o libertad pú-
blica vulnerado;

iii) Restablecimiento del recurrente en la inte-
gridad de su derecho o libertad con la adop-
ción de las medidas apropiadas, en su caso, 
para su conservación (TRIBUNAL CONSTITU-
CIONAL, 2015).

Nicaragua 

La constitución Nicaragüense contempla dentro del artí-
culo 188 el Recurso de Amparo por medio del cual se pre-
tende proteger al ciudadano que por alguna disposición, 
acto o resolución y en general por toda acción y omisión 
de cualquier funcionario, autoridad o agente que viole o 
intente violar los derechos y garantías consagrados en la 
Constitución Política6341(Asamblea Nacional de Nicaragua, 
1987). Así mismo el artículo 190 de esta carta política es-
tablece que la ley de amparo establecerá y regulará el fun-

63	 El artículo 188 de la constitución política de Nicaragua preceptúa: Se establece el 
Recurso de Amparo en contra de toda disposición, acto o resolución y en general 
en contra de toda acción u omisión de cualquier funcionario, autoridad o agente de 
los mismos que viole o trate de violar los derechos y garantías consagrados en la 
Constitución Política.  
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cionamiento de este recurso. En este sentido la Asamblea 
Nacional de Nicaragua expidió la ley 49 del 11 de febre-
ro de 2008, por medio de la cual reguló algunos recursos 
constitucionales. Específicamente el artículo 28 de esta ley 
de amparo contempla la procedencia de este recurso cons-
titucional dentro de un plazo de treinta días contados a 
partir de la notificación del acto por medio del cual se haya 
agraviado al ciudadano. Al respecto esta norma enseña: 

Artículo 28. El Recurso de Amparo se inter-
pondrá dentro del término de treinta días, que 
se contará desde que se haya notificado o co-
municado legalmente al agraviado, la disposi-
ción, acto o resolución. En todo caso este tér-
mino se aumentará en razón de la distancia.

También podrá interponerse el Recurso desde 
que la acción u omisión haya llegado a su co-
nocimiento (Ley 49 de 2008, 2008).

Perú 

El ordenamiento jurídico peruano posee una particulari-
dad en comparación con los países latinoamericanos ya 
que ha sido uno de los primeros Estados en adoptar un có-
digo procesal constitucional.6442En consecuencia, este esta-
do ha establecido la procedencia de la acción de amparo 
contra providencias siempre y cuando tal mecanismo sea 
ejercido en un término no superior a sesenta días. 

Entonces, como podemos observar, las diversas legislacio-
nes extranjeras contemplan dentro de sus ordenamientos 
un término específico para la interposición del amparo 
constitucional, situación que difiere totalmente a lo con-
templado en nuestro ordenamiento jurídico colombiano. 

64	 Véase en este mismo escrito “el Derecho Procesal Constitucional como herramienta 
pacificadora de la indeterminación del principio de inmediatez”. 



-    160    -

JUAN SEBASTIÁN HERNÁNDEZ YUNIS

¿Una Posible Solución?
El Derecho Procesal 

Constitucional como Herramienta 
Pacificadora del Término de 
Caducidad en la TCPI y los 
Elementos Moduladores del 

Principio de Inmediatez 

Cuestión Preliminar. Los Intentos de Reforma de la 
TCPJ

Con ocasión del pragma conflictivo suscitado por el intento 
de regulación integral de la TCPJ, diferentes organizacio-
nes gubernamentales han puesto a consideración del legis-
lativo varias propuestas de reforma, sin embargo, ninguna 
de estas ha llegado a instalarse dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano. A continuación se resumen algunos 
de los focos de regulación, especialmente en lo relacionado 
con el término de caducidad de la acción.   

INTERPOSICIÓN DE TCPJ MEDIANTE ABOGADO: Expli-
ca el profesor Quinche Ramírez (2012), que la imposición de 
esta carga supone una afectación a los derechos fundamen-
tales de los ciudadanos en la medida en que limita el uso de 
los canales directos de comunicación con la administración 
de justicia; lo que hace que el administrado se encuentre 
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con un sistema judicial “cada vez más hostil y amenazante, 
del que adicionalmente se desconfía cada vez más”. (p. 349) 

DEFINICIÓN DE COMPETENCIA DE LA TCPJ: Este aspecto 
ha sido motivo de controversia dentro del derecho procesal de 
la acción de tutela. Es pertinente señalar que la regulación in-
tegral de la competencia en materia de tutela contra providen-
cias está regida bajo el decreto 1382 de 2000, que establece: 

Cuando la acción de tutela se promueva con-
tra un funcionario o corporación judicial, le 
será repartida al respectivo superior funcional 
del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía 
General de la Nación, se repartirá al superior 
funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.

Lo accionado contra la Corte Suprema de Jus-
ticia, el Consejo de Estado o el Consejo Su-
perior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria, será repartido a la misma corpo-
ración y se resolverá por la Sala de Decisión, 
sección o subsección que corresponda de con-
formidad con el reglamento al que se refiere el 
artículo 4º del presente decreto.}

A este tenor, la propuesta presentada por el centro de es-
tudios jurídicos DeJusticia (2006), propone que la TCPJ 
sea resuelta por una corporación diferente a la que se en-
cuentre como sujeto pasivo de la acción constitucional. 

Por su parte, la propuesta del Consejo de Estado (CE) y la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ) estaba encaminada a la 
implementación de la decisión de las TCJP en reuniones 
de sala plena, en torno a viabilidad de esta modificación el 
profesor Quinche Ramírez ha precisado que tanto el CE y 
la CSJ no le otorgan ningún valor a esta acción constitu-
cional además de indicar que la aceptación de esta dispo-
sición retrasaría el acceso a la administración de justicia 
toda vez que las reuniones en pleno de las altas cortes es 
un evento que se presenta no tan reiteradamente. 
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FIJACIÓN DE UN TÉRMINO PARA LA INTERPOSICIÓN 
DE LA TCPJ: Este tema que ha sido el objeto de nuestro 
estudio, también ha sido motivo de discusión entre los de-
fensores y detractores de la TCPJ. 

Así las cosas, (Uprimny, García Villegas, & Rodríguez Garavi-
to, 2006) señalan que la imposición de un término de caduci-
dad es un tema que debe ser regulado en aras de garantizar la 
cosa juzgada con el fin de asegurar la firmeza de las providen-
cias por más de que no tengan el mínimo de justicia material. 

En torno a este punto, la propuesta presentada (Botero, Gar-
cía Villegas, Guarnizo, Jaramillo, y Uprimny, 2006) cree en 
la consolidación de un límite temporal en el ejercicio de la  
TCPJ de dos meses, allí los autores son claros al rechazar la 
consagración, en estricto sentido, de  un término de cadu-
cidad ya que esto afectaría lo dispuesto por la Corte Cons-
titucional en sentencia C-543 de 1992 mediante la cual se 
declaró la inexequibilidad del término de perentorio estable-
cido por el decreto 2591 de 1991 y dado que esta sentencia 
hizo tránsito  a cosa juzgada no es posible consagrar dentro 
de una nueva legislación un artículo que disponga un nuevo 
término de caducidad. Por tanto, dentro de la propuesta de 
reforma hecha por estos autores se acepta la existencia de 
tal límite temporal pero estipulado en forma de presunción.43

De otra parte, la propuesta del gobierno planteaba la fija-
ción de un término de un mes para la interposición de la 
TCPJ; frente a lo anterior el maestro Fernando Quinche 
Ramírez precisa que esta reforma resulta  violatoria de la 
regla de la inmediatez fijada por la Corte Constitucional lo 

65	  El artículo tercero de la propuesta de reforma sustentada en el texto “Tutela contra 
sentencias: documentos para el debate” del centro de estudios jurídicos DeJusticia  
propone lo siguiente: 

	 ARTÍCULO 3. INMEDIATEZ. La acción de tutela contra providencias judiciales sólo 
procederá cuando haya sido interpuesta dentro de un plazo prudente y razonable 
contado a partir de la notificación de la decisión que se pretende impugnar.

	 Se presumirá cumplido este requisito siempre que la acción sea interpuesta dentro de 
los dos meses siguientes a la notificación de la decisión judicial. En caso de exceder 
este término, sólo habrá lugar a la acción de tutela si el accionante demuestra que le 
asistían suficientes razones para presentarla luego del plazo.
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que haría, dada la complejidad de los asuntos que se po-
nen a discusión en estas peticiones,  que un término tan 
corto (un mes) resulte irrazonable y materialmente imposi-
ble para el ejercicio de una adecuada defensa. 

La tesis sostenida por (Botero, García Villegas, Guarnizo, 
Jaramillo & Uprimny, 2006) busca el establecimiento de un 
término de caducidad aun así no se asegure la justicia ma-
terial dentro de la sentencia ordinaria, medida que  resulta 
totalmente aceptable toda vez que al dejar en el halo de la 
indeterminación una providencia judicial, se  estarían afec-
tando considerablemente los ideales de justicia deposita-
dos en el fallador de instancia y reducida la confianza de la 
parte victoriosa en el litigio pues,  el operador judicial vería 
mermada su autoridad al considerar  que toda decisión que 
tome dentro del respectivo ejercicio de sus funciones podría 
ser sometida a revocatoria  en todo momento, lo que deme-
rita su independencia  y por su parte, la parte triunfante 
dentro del proceso ordinario vería limitada su confianza en 
la administración judicial al verse obligada a esperar la de-
cisión por la interposición de una eventual TCPJ. 

En cuanto a lo afirmado por el maestro Quinche Ramírez es 
preciso afirmar que el término de un mes para la interposi-
ción de esta  acción judicial no supone una desmejora en el 
ejercicio del derecho de defensa, lo anterior lo sustentamos 
en lo siguiente: Si  con el modelo de Estado Constitucional 
Convencionalizado se  ha ratificado, ensanchado y reforzado 
la protección del paradigma constitucional con  las normas 
que integran el bloque de constitucionalidad44 y por tanto 
maximizado las garantías constitucionales (VELANDIA CA-
NOSA, 2015) por qué el ciudadano ha de mantenerse como 
un sujeto pasivo en torno al ejercicio pronto y oportuno de 
la tutela contra providencias judiciales más aun cuando lo 

66	 Señala el profesor Velandia Canosa prosiguiendo lo dictado por Néstor Pedro 
Sagüés, que al hablarse de Estado Constitucional Convencionalizado, no se está 
hablando de un nuevo paradigma o modelo de estado de derecho, por el contrario 
se ratifica el paradigma constitucional, pero se ensancha su protección con las 
normas que integran el bloque de constitucionalidad estrictu sensu.
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que se debate y está en juego no son solo sus intereses per-
sonales sino, sus derechos más personalísimos que de ser 
afectados podrían afectar considerablemente su existencia. 

Finalmente consideramos que la primera tesis, que pretende 
sustentar la fijación de un término de caducidad de la TCPJ 
a través del establecimiento de una presunción en el cumpli-
miento del requisito de inmediatez se acerca más a los fines 
perseguidos por esta acción por las siguientes razones: 

(i)	 Respeto a la cosa juzgada: En el momento en 
que la Corte Constitucional consideró inconstitu-
cional y por ende declaró inexequible el artículo 
11 del decreto 2591 de 1991, la sentencia C-543 
de 1992 contentiva de esta decisión  adquirió el 
carácter de cosa juzgada material.

Frente a este tipo de decisiones precisa Nattan Nisimblat 
que la existencia de una cosa juzgada respecto de nor-
mas posteriores que reproducen otras previamente de-
claradas inconstitucionales obliga a que una  ley que 
reproduzca el mismo contenido  de otra norma declarada 
inexequible siga la suerte de la norma considerada incons-
titucional y por ende constriña a la Corte Constitucional a 
declarar la existencia de cosa juzgada material y respetar 
el precedente sentado en la primera sentencia de constitu-
cionalidad (Nisimblat, 2009)6745  

67	 Específicamente señala Nattan Nisimblat lo siguiente:. En materia de control 
objetivo de constitucionalidad se entiende que existe cosa juzgada material cuando 
la demanda recae sobre una disposición que no ha sido formalmente objeto de 
control constitucional, pero que reproduce de manera idéntica o exacta, el 
contenido de una norma sobre la cual sí existe decisión de constitucionalidad. 
Según lo dicho en la Sentencia C-720 del 2007, "en estos casos, la Corte debe 
declarar la existencia de cosa juzgada material y respetar el precedente sentado en 
la primera decisión". Igualmente se entiende que existe y opera el mismo fenómeno 
con respecto a aquellas normas que sin haber sido demandadas "su materia o 
contenido normativo resulta ser idéntico al de otra u otras disposiciones que 
ya fueron objeto del juicio de constitucionalidad, sin que el entorno en el cual 
se apliquen comporte un cambio sustancial en su alcance y significación".  Se 
requiere entonces que la primera decisión recaiga sobre "una disposición distinta 
-a la demandada-, pero que es literalmente igual o cuyo contenido normativo es 
idéntico".
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De esta manera la estipulación de la presunción, observa 
el respeto a la doctrina sentada por la Corte Constitucional 
y define el límite temporal del principio de inmediatez de 
una manera concreta.  

(ii) Imposición de Carga de Diligencia. Al igual que 
como pudimos referir en un apartado de esta investi-
gación, el principio de inmediatez exige por parte del 
actor el ejercicio pronto y oportuno de la TCPJ lo que 
implica que al accionante se vea en la obligación de 
ejercer la defensa de sus derechos en un plazo razona-
ble por la presunción que pudiera operar en su con-
tra;  siempre con la garantía de ejercerse en un tiempo 
prolongado cuando por circunstancias externas el ac-
cionante no pueda acudir prontamente a la vía judi-
cial invocando una causa justificada y debidamente 
sustentada ante la corporación judicial en la cual se 
acuda en defensa de sus derechos. 

El Derecho Procesal Constitucional como herramienta 
pacificadora de la indeterminación del principio de 
inmediatez 

Cuando decidimos hablar del Derecho Procesal Constitu-
cional (DPC), pudimos observar a través del estudio doctrinal 
que este se encuentra librando una batalla por consagrarse 
como una disciplina autónoma, de hecho, autores como Fix-
Zamudio han planteado realizar una diferenciación entre el 
Derecho Procesal Constitucional y el Derecho Constitucional 
Procesal, entendiendo por el primero como aquel estudio de 
los órganos y de las instituciones a través de los cuales se 
resuelven los conflictos relativos a los principios, valores y 
disposiciones fundamentales, mientras que en el segundo se 
habla de la disciplina constitucional en materia procesal (Fix – 
Zamudio 1999) en (PEGORARO, 2010). 

Sin embargo, Pegoraro (2010), advierte las consecuencias 
de este tipo de denominaciones, señalando claramente 
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que las disciplinas constitucionales independientemente 
del nombre que tomen, abarcan una gran temática que 
toca incluso a los espacios de creación legislativa además  
de afirmar que al referirse a las denominaciones derecho 
procesal constitucional y derecho constitucional procesal 
posiblemente se llegaría a favorecer negativamente el pro-
cedimiento en detrimento de la materia, la forma en detri-
mento de la sustancia, haciendo menos perceptibles las co-
nexiones entre el proceso constitucional y el papel general 
de la justicia respecto de la forma de Estado y de gobierno. 
(p. 24).  En consecuencia el profesor Pegoraro sugiere la 
denominación de esta disciplina como “justicia constitu-
cional” en atención a su carácter más dúctil y omnicom-
prensivo. 

Las apreciaciones del maestro Pegoraro permiten detallar 
que la disciplina del Derecho Procesal Constitucional aún 
se encuentra en proceso de denominación y definición de 
su contenido, sin embargo se ha observado que esta con-
cepción dualista del proceso en los aspectos constitucio-
nales se ha menguado y se ha optado por aceptar en ma-
yor medida la acepción de Derecho Procesal Constitucional 
que de igual manera pretende abarcar el mayor campo de 
estudio posible por medio de la inclusión de los procesos 
legislativos, su control y el análisis bajo la mirada procesal 
de las acciones constitucionales.6846

Para demostrar lo anterior, observemos cómo Perú a 
través de su ley 28237 ha sido uno de los primeros países 
en contemplar la vigencia de un Código Procesal Consti-
tucional de la mano del profesor García Belaunde. Es de 
precisar que esta normativa contempla de manera clara la 
forma de ejercicio de las acciones constitucionales como 
se puede observar en el  artículo 44 de la precitada ley que 
establece un término de sesenta días para la interposición 

68	 Es importante precisar que dentro del plano del Derecho Europeo el concepto de 
Justicia Constitucional ha sido el que ha adquirido mayor aceptación mientras 
que en Latinoamérica la disciplina Derecho Procesal Constitucional es de mayor 
acogida. 
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de  la acción de amparo y en tratándose de la acción 
de amparo en contra providencias judiciales tendrá un 
término de treinta días en observancia de las siguientes 
reglas:  

1) El plazo se computa desde el momento en 
que se produce la afectación, aun cuando la 
orden respectiva haya sido dictada con ante-
rioridad.

2) Si la afectación y la orden que la ampara 
son ejecutadas simultáneamente, el cómputo 
del plazo se inicia en dicho momento.

3) Si los actos que constituyen la afectación 
son continuados, el plazo se computa desde la 
fecha en que haya cesado totalmente su eje-
cución.

4) La amenaza de ejecución de un acto lesi-
vo no da inicio al cómputo del plazo. Sólo si 
la afectación se produce se deberá empezar a 
contar el plazo.

5) Si el agravio consiste en una omisión, el 
plazo no transcurrirá mientras ella subsista.

6) El plazo comenzará a contarse una vez ago-
tada la vía previa, cuando ella proceda. (Con-
greso de la República de Perú, 2004).

Igualmente, se observa que se debe cumplir con el requisi-
to de agotamiento de las vías previas que en nuestro orde-
namiento jurídico colombiano equivale al agotamiento de 
todos los medios jurídicos de defensa. 

De otra parte,  Adolfo A. Rivas dentro de su escrito Alcance 
y Contenido del Derecho Procesal Constitucional, expresa 
la mermada importancia del derecho procesal Constitu-
cional como herramienta contentiva de los objetos jurí-
dicos naturalmente adscritos al Derecho Procesal advir-
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tiendo ciertamente el carácter específico de este derecho 
que centra el estudio procesal a sus caracteres derivados 
de la jurisdicción como poder de estado y sus relaciones con 
los demás poderes, y a los procesos como garantías indivi-
duales de tipo instrumental. (Rivas, 2010, pág. 38)

Finalmente, este autor atribuye al Derecho Procesal Cons-
titucional la calidad de una rama secundaria del derecho 
procesal, carente de autonomía en donde se puede armoni-
zar la actividad judicial de los tribunales en el sistema di-
fuso y la actividad propiamente jurisdiccional de los jueces. 

¿El DPC Autónomo o Dependiente?

Después de revisar someramente las teorías que preten-
den definir el objeto de estudio del DPC encontramos  que 
de conformidad con los diversos autores y siguiendo la lí-
nea del profesor Eduardo Ferrer Mac-Gregor (2010), ob-
servamos que el DPC se ha clasificado así:  

1) Teoría de la Justicia Constitucional: Como ex-
presaba el profesor Lucio Pegoraro (2010), con la 
acepción de Justicia Constitucional se pretende con-
solidar una disciplina con un alcance mucho más 
amplio ya que, la denominación Derecho Procesal 
Constitucional se torna más restrictiva y por consi-
guiente de menor aplicación en la medida que se da 
a entender el sacrificio de la sustancia por la forma. 

2) Teoría Mixta: El profesor Ferrer Mac-Gregor 
(2004), señala que esta teoría estima como conve-
niente el estudio de los principios, instituciones, me-
todología y técnicas del derecho constitucional y el 
derecho procesal formando una asignatura “mixta”, 
lo que lleva a interrogarse acerca de si se puede con-
cebir una disciplina de esta manera o si se trata de 
un enfoque interdisciplinar. 

3) Teoría de la autonomía procesal: Dentro de esta 
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categoría, se vislumbra como objeto de estudio la 
teoría general del proceso, que funciona como pun-
to de partida para la construcción de sus propias 
categorías, principios  e instituciones, en donde se 
deben diferenciar las bases procesales aplicables al 
derecho civil de las particularidades existentes den-
tro del derecho constitucional para así consolidar 
esta disciplina como autónoma. (Ferrer Mac-Gregor, 
2004).

Independientemente de las teorías en donde se pretenda 
encuadrar esta nueva disciplina, algo es cierto y es que se 
hace necesaria la consolidación de una disciplina proce-
sal rígida en materia constitucional que logré la armoniza-
ción de los procedimientos jurisdiccionales con la dinámi-
ca procesal sin que implique por sí mismo un detrimento 
en el acceso de la justicia de los ciudadanos, pues lo que 
se pretende es estimular al administrado para que solicite 
prontamente la defensa de sus derechos en aras de evitar 
una sentencia de tutela nugatoria al mismo tiempo que se 
está ratificando y respetando la legitimidad de las senten-
cias.  

En el contexto colombiano, el doctor Hernán Olano García 
señala lo siguiente: 

Como nueva rama del derecho, el derecho pro-
cesal constitucional está aún por desarrollarse 
y llamado a grandes menesteres en la debida 
aplicación de justicia y en el derecho público, 
por eso, esta aproximación a una nueva rama 
nos acerca un poco más a otro aspecto por 
debatir: el nacimiento de la cultura constitu-
cional. (Olano García, 2010. Pág. 109)

Aunque el DPC parezca ser una disciplina que se encuen-
tra en construcción, debemos  observar los mecanismos 
que se han implementado para la protección de los dere-
chos, en especial en la acción de tutela que mediante los 
decretos 2591 de 1991 y 1382 del año 2000 ha regulado 
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aspectos procedimentales de la acción de tutela lo que de-
muestra los primeros esfuerzos en la implementación de 
un código procesal constitucional. 

Reiteramos que el camino para frenar el uso indiscrimi-
nado de la acción de tutela contra providencias judiciales 
llega con la promulgación de una reforma que le otorgue el 
valor que en verdad le corresponde dentro del ordenamien-
to jurídico colombiano y deje de ser la última ratio dentro 
de cada proceso judicial, y creemos que el camino hacia 
este objetivo se logrará con la expedición de un Código 
Procesal Constitucional Colombiano impulsado por la aca-
demia, específicamente por instituciones como el Centro 
Colombiano de Derecho Procesal Constitucional y la 
Asociación Colombiana de Derecho Procesal Constitu-
cional.

Con lo anterior se permitirá evitar esos riesgos para el ade-
cuado del manejo del sistema jurídico político ya que como 
señala Pérez Tremps (2004), las decisiones constituciona-
les comportan una serie de consecuencias en todas las 
ramas del derecho dada la trascendencia y la naturaleza 
de los asuntos que resuelve, así los fallos de estas corpora-
ciones sean sometidos al ordenamiento jurídico. 

Entonces, la aparente rigidez que gobernaría en el ejercicio 
de  la TCPJ sería justificada dada la trascendencia de sus 
decisiones. 

Igualmente establecer  un término específico para el prin-
cipio de inmediatez aseguraría la legitimidad de las deci-
siones judiciales así como lograría cumplir una tarea se-
cundaria, como lo sería funcionar como medio de ‘coerción 
positiva’ en donde el ciudadano sea impulsado a la defensa 
pronta de sus derechos. 

Por tanto, consideramos apropiado el resurgimiento del 
término de caducidad de la acción de dos meses, pero en 
este caso, contenido en un estatuto procesal constitucional.     
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Moduladores del Principio de Inmediatez. Una solu-
ción Parcial

Como es bien sabido, tanto la tutela como la tutela contra 
providencias judiciales no se encuentran sujetas a un térmi-
no de caducidad, sino que por el contrario, para ellas opera el 
principio de inmediatez por medio del cual se pretende que la 
acción sea impetrada dentro de un término prudencial pos-
terior al origen de la afectación o en el caso de la TCPJ, un 
tiempo posterior a la ejecutoria de la decisión judicial. 

En este sentido debemos advertir que la tarea inicial de los 
operadores judiciales en cuanto a la decisión de las TCPJ 
es de verificación, esto es, la observancia del cumplimien-
to de los requisitos generales y específicos de procedibili-
dad de la tutela que se somete a su decisión, sin embargo 
nos preguntamos ¿Cuáles son los factores que influyen 
a la hora de verificación del cumplimiento del principio 
de inmediatez en la TCPJ? ¿Cómo determina el operador 
judicial que efectivamente el accionante ha satisfecho el 
principio de inmediatez?

Para resolver estas cuestiones, la Corte Constitucional 
estableció una serie de subreglas que permitieran al ope-
rador judicial divisar si efectivamente la parte actora de 
la TCPJ se encontraba en cumplimiento del principio del 
principio de inmediatez. 

Frente a esta situación consideramos oportuno fijar una 
serie de moduladores que sumados a las subreglas, permi-
tieran al juez constitucional  determinar si efectivamente 
se estaba cumpliendo o no con el principio de inmediatez. 

Gravedad de la afectación: La violación de derechos 
fundamentales derivada de una providencia judicial 
supone una afectación que se erige en dos sentidos: en 
primer lugar; al evidenciar el quebrantamiento de garan-
tías iusfundamentales de tipo procesal, resumidas en la 
denegación del acceso a la administración de justicia y falta 
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al debido proceso, en segundo lugar encontramos que la 
trasgresión de derechos es de tipo material en atención al 
debate factico, jurídico y probatorio producido dentro del 
proceso ordinario en donde se germinó la TCPJ, es decir, la 
afectación material se genera de manera indirecta toda vez  
que las consecuencias jurídicas que produzca la sentencia 
que resuelva la TCPJ repercuten dentro obligatoriamente 
dentro del proceso ordinario.

Es importante tener en cuenta que ninguna cuestión que 
se debata judicialmente adquiere mayor relevancia que 
otra; sin embargo, esta afirmación no  debe tomarse como 
una verdad absoluta en la medida que cada litigio con-
tiene diversos elementos que le otorgan su singularidad, 
algunos con mayores imbricaciones constitucionales que 
otros, lo que permite clasificarlos - a través de un juicio de 
valor efectuado por el operador judicial - según su comple-
jidad, gravedad y/o  relevancia jurídica.

Por tanto, lo que se pretende con el anterior modulador es 
que el juez constitucional en ejercicio de sus facultades 
extraiga cada aspecto de tipo constitucional no solo de la 
TCPJ sino también del proceso ordinario de donde nació 
esta acción constitucional para que en virtud del mismo 
pondere y determine si el asunto que se le pone a su con-
sideración comporta una violación flagrante e importante 
de derechos fundamentales que requiera una extensión en 
el “plazo” de interposición de la TCPJ con el fin de evitar 
la configuración de cualquier perjuicio irremediable. Tal 
es el caso cuando se resuelve una TCPJ por la violación de 
derechos dentro de una acción de tutela. 

Alegación en tiempo de la violación de derechos fun-
damentales: Este factor, que también es uno de los re-
quisitos generales de procedibilidad de la acción de tute-
la contra providencias judiciales también pretende fungir 
como uno de los moduladores de la acción de tutela contra 
providencias. 
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Este elemento que ha sido uno de los requisitos básicos 
dentro de los ordenamientos extranjeros para presentar 
la TCPJ procura ayudar al juez a determinar si el asunto 
que se pone a su consideración comporta ciertamente una 
afectación de derechos fundamentales o si por el contrario 
el propósito del accionante es utilizar esta acción como un 
recurso extraordinario dentro del proceso ordinario. 

     

La calidad de la persona que interpone la acción: La 
Corte Constitucional a través de su jurisprudencia ha es-
tablecido que el análisis del principio de inmediatez debe 
ser riguroso; sin embargo, ha establecido una serie de ex-
cepciones cuando se trata de personas en situación de vul-
nerabilidad en donde ha determinado que dicho análisis 
deber ser más laxo teniendo en cuenta las situaciones par-
ticulares de los accionantes, por ejemplo cuando se trata 
de personas de la tercera edad6947y desplazados.7048

Importancia de la decisión: Para esclarecer el significado 
de este modulador, debemos partir de los siguientes pos-
tulados: 

•	 Unos de los mayores problemas de la TCPJ ha sido 
su aceptación por parte de las corporaciones judi-
ciales que en ocasiones ha visto reducida su impor-
tancia por la revocatoria de algunos de sus fallos por 
parte de la Corte Constitucional, el máximo tribu-
nal de interpretación constitucional ha reconocido 
que lo que se pretende hacer dentro de la TCPJ es 
un estudio de violaciones de derechos constitucio-
nales más no convertir a la Corte Constitucional en 
un juez de instancia que se inmiscuya dentro de los 
procesos ordinarios. 

69	  Ver sentencia T-1028 de 2010. M.P Humberto Antonio Sierra Porto
70	  Ver sentencia t-563 de 2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra
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•	 Una de las tareas de nuestra Corte Constitucional 
es la de unificar la interpretación de las disposicio-
nes normativas en consonancia con la carta jurídico 
política de 1991. 

•	  Existen procesos de marcada relevancia social por-
que evidencian una violación sistemática y generali-
zada de derechos. 

Una vez expuestos criterios, se pretende con este modula-
dor que el juez observe no solo la gravedad de la afectación 
sino la importancia que pueda generar el fallo emitido en 
la TCPJ - ya sea para definir el alcance en la interpreta-
ción de una norma que esté afectando a una población 
o institución, o bien sea para marcar el precedente que 
orientará a los demás operadores de justicia a evitar el 
abuso por parte de las autoridades públicas o parte de los 
particulares dentro de los procesos ordinarios – para que 
en consecuencia permita la extensión del “término” de pre-
sentación de la TCPJ. 

En conclusión, se pretende que con las subreglas estable-
cidas por el máximo tribunal de interpretación constitu-
cional y los moduladores descritos ut supra, se modulen 
los efectos del principio de inmediatez de la TCPJ evitan-
do su uso indiscriminado y ayudando en la tarea del juez 
constitucional a la hora de verificación de los requisitos de 
procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales.  
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Conclusiones 

A partir del desarrollo de este estudio, se considera que la 
acción de tutela ha sido uno de los mayores logros traídos 
con la Constitución de 1991, y es en virtud de este meca-
nismo que se ha ido desarrollando un sistema fuerte para 
la garantía y defensa de los derechos fundamentales. 

También se vislumbra que la acción de tutela contra provi-
dencias judiciales representa una garantía de defensa del 
ciudadano dentro de los procesos de tipo ordinario y se ha 
ido consolidando a través de una vasta línea jurispruden-
cial en materia constitucional, estableciéndose una serie 
de requisitos generales y específicos para la viabilidad y 
prosperidad de esta acción constitucional. 

Parece que la Corte se dio cuenta de manera tardía del 
error en el que incurrió al declarar inexequible el término 
de caducidad para presentar la acción de tutela y la acción 
de tutela contra providencias judiciales, y al percatarse de 
los efectos nocivos de su decisión intentó resarcir el error 
a través del establecimiento del principio de inmediatez.

Resulta necesario señalar que el principio de inmediatez 
resulta vulneratorio del principio de seguridad jurídica, en 
la medida que posee un carácter de indefinición e indeter-
minación convirtiendo al operador judicial en un agente 
que goza de una amplia discrecionalidad a la hora de de-
terminar la satisfacción de este principio. 

Se observa que Colombia es la única legislación en com-
paración con países como España, Alemania, Nicaragua, 
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Perú y México que no contempla un término de caducidad 
para la presentación de la tutela contra providencias judi-
ciales. 

Actualmente, la tarea del operador judicial en cuanto al 
principio de inmediatez no es la de unificar su jurispru-
dencia para definir un término de interposición de las 
TCPJ sino modular en cada caso concreto los efectos de 
este principio. 

Uno de los pasos para aceptar la inclusión de un término 
de caducidad de la acción es a través de la creación de 
un código procesal constitucional en donde se recojan y 
aseguren procedimientos eficaces para el ejercicio de las 
acciones constitucionales lo que evitará su uso indiscri-
minado y permitirá reconocerle su merecida importancia.  

Se concluye finalmente que una cuestión es clara, y es 
que, el debate siempre seguirá abierto en torno a la re-
forma que debe surtirse a la acción judicial de tutela, por 
tanto, es importante recordar lo señalado por J.G Ridall 
(2009) “(…) esto es lo que cabía esperar porque en teoría 
del derecho, como en filosofía nadie puede <<ganar>> ya 
que en caso de que uno de los dos bandos saliera victorio-
so, se acabaría el juego”.
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